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Puede comprenderse mejor el lugar de las siguientes reflexiones si se entiende que 
en la redacción del texto constitucional de 1991 no se incluyó ni se contempló la 
objeción de conciencia como un derecho subjetivo fundamental que debiera ser 
protegido por la Constitución y la Ley; aunque sí se consagró el artículo 18, referido a la 
libertad de conciencia y a la garantía de que ningún ciudadano colombiano podría ser 
PROHVWDGR HQ ³razón de sus convicciones o creencias ni compelido a revelarlas ni 
REOLJDGRDDFWXDUFRQWUDVXFRQFLHQFLD´  
 
Ahora bien, el punto de partida de este trabajo es la consideración de que en el 
artículo 18 ya mentado no se garantiza, necesariamente, la objeción de conciencia; su 
materialización y garantía se han logrado en nuestro país a partir de muchas condiciones 
requeridas para ese fin, como son: el cambio jurisprudencial de la Corte Constitucional, 
que para ciertas situaciones ha reconocido y garantizado el derecho a objetar por 
motivos de conciencia; los movimientos sociales de defensores de derechos humanos y 
el compromiso de entidades que han perseguido el mismo fin, entre otras condiciones. 
 
En el caso puntual de Colombia, no ha sido posible construir una doctrina sólida 
alrededor del derecho a la objeción de conciencia desde diversos sectores políticos y 
sociales, todo ello porque un tribunal en soledad no puede asegurar tal derecho.  
Allende de una decisión judicial se requieren adicionalmente movimientos sociales y, 
de manera muy relevante, el actuar de la labor legislativa. Y hasta ahora no existe una 
legitimidad suficiente y pacífica para el derecho a la desobediencia en ciertos actos del 
sistema jurídico respaldados por la objeción de la conciencia. 
 
El presente trabajo se inscribe en dos ámbitos. El de la filosofía política, que se  
ocupa de la fundamentación de los derechos  individuales, y el de la argumentación a 
través de la jurisprudencia, que se ocupa de reconstruir las razones de la Corte 
Constitucional sobre el estatus de la objeción de conciencia como derecho fundamental. 
La filosofía política liberal suministra los referentes analíticos indispensables para 
abordar las nociones de objeción de conciencia, desobediencia civil y su relación con la 
libertad. Para el uso de las dos primeras nociones (objeción de conciencia y 




desobediencia civil) se acude a las tesis de John Rawls y al análisis que de ellas ofrece 
el profesor Oscar Mejía Quintana. Para el concepto de Libertad de conciencia se apela a 
las tesis de Benjamin Constant, Isaiah Berlin y Norberto Bobbio sobre las nociones 
contrapuestas de libertad negativa y libertad positiva y a su posible aplicación a las 
nociones de objeción de conciencia y desobediencia civil, respectivamente. 
 
El referente teórico del trabajo se fundamenta en los conceptos de Estado de 
derecho, Constitución y Democracia, derechos fundamentales, Tribunal Constitucional 
en ejercicio de la función legislativa, en sentido negativo y positivo, desobediencia civil 
y todas sus manifestaciones, entre ellas la objeción de conciencia como derecho 
fundamental y la evolución que ha tenido en la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional. Este texto presenta una aproximación preliminar, y por lo tanto no 
exhaustiva,  de algunas de esas categorías. 
 
La categoría Estado de Derecho es importante dentro de esta propuesta, ya que se 
erige como el marco sobre el cual habrá de desarrollarse la misma, ya que para hablar 
del ejercicio de un derecho como es la objeción de conciencia, hay una remisión 
obligada a un contexto que viabilice y reivindique el disfrute de los derechos civiles y 
políticos que tienen como sustrato el valor de la libertad. La objeción de conciencia 
como el ejercicio de la libertad individual en sentido negativo o lDSRVLELOLGDGGH³QR
KDFHU´ R LQFXPSOLU XQPDQGDWR OHJDO VROR HV IDFWLEOH HQ WpUPLQRV GH HVWHPRGHOR GH
Estado que persigue la preservación de los derechos inalienables del individuo, que a su 
vez se tornan como límite al accionar del Estado. 
 
Buena parte del presente trabajo está dedicado a ahondar en el desarrollo teórico 
de los derechos fundamentales de acuerdo a la doctrina de la Corte Constitucional 
colombiana, habida cuenta de que la Constitución de 1991 no se obligó con ninguna 
definición al respecto y ha sido por la vía del desarrollo jurisprudencial que dicho 
concepto se ha ido decantando. Sin embargo, a pesar de no haberse ocupado de la 
definición, si creó un amparo especial para proteger esas garantías constitucionales, 
denominado Acción de Tutela, y con ello hizo marginal la intervención del legislador en 
el caso de los derechos constitucionales, pues no se requiere que pasen antes por esta 
instancia, como tampoco que hagan parte del derecho positivo; en palabras de la misma 




Corporación, que hagan VLPSOHPHQWH UHIHUHQFLD ³DO Q~FOHR MXUtGLFR SROtWLFR VRFLDO
HFRQyPLFR\FXOWXUDOGHOKRPEUH´1 
 
Para ser considerados como tales esos derechos, solo se les exige que sean 
inherentes al individuo racional y, por tanto, atravesados por el concepto de dignidad 
humana entendiéndola en términos de autonomía y libertad. 
 
El capítulo tercero se dedicará a precisar la función que cumple el Tribunal 
Constitucional colombiano cuando funge como legislador, bien en sentido positivo o 
negativo, y a evidenciar cómo eQHOSURFHVRGHHVDIXQFLyQ³LUUHJXODU´GHFUHDFLyQGHO
derecho ha gestado ciertas garantías no contempladas en la Carta Fundamental, como lo 
es el derecho a objetar por motivos de conciencia, el más importante para la presente 
reflexión. 
 
En este apartado se da cuenta de los principales argumentos esgrimidos por 
autores como Hans Kelsen, quien en su teoría plantea que la jurisdicción constitucional 
opera a modo de legislador negativo cuando se ocupa de retirar una ley del ámbito 
normativo, habida cuenta de que esta no resiste un análisis de constitucionalidad. Lo 
anterior se traduce en la creación de una norma general y, en ese sentido, en cuanto el 
acto de creación del derecho es la labor primigenia del poder legislativo y no de esta 
jurisdicción, ella se convierte, entonces, en un legislador pero en sentido diferente.  
 
En lo concerniente al Tribunal Constitucional como legislador positivo, puede 
decirse que esta jurisdicción no opera en el sentido propuesto por Kelsen, sino que 
trasciende mas allá, cuando se trata de definir si una norma es ajustada o no a la Carta 
Fundamental con la que debe cotejarla. Es en la medida en que se abroga la posibilidad 
de emitir diversos tipos de sentencias (interpretativas, aditivas, integradoras, entre otras) 
o cuando modula sus efectos, que está desarrollando una labor eminentemente 
legislativa o de creación del derecho.  
 
De la desobediencia civil y sus formas es de lo que se ocupará el siguiente 
apartado en el presente trabajo, donde se ha intentado defender la idea de que existe un 
                                                                                                            
1 Corte Constitucional de Colombia (19 de junio de 1992). Sentencia T-418/92, Magistrado Ponente 
Simón Rodríguez Rodríguez, apartado sobre determinación de los derechos fundamentales. 




vacío normativo en la legislación colombiana respecto a la posibilidad que concurre de 
apartarse del cumplimiento de un mandato legal, cuando esta obligación riñe con la 
convicción y el fuero interno del individuo. Es así como se presentan las distintas clases 
de insumisión al cumplimiento de una norma, de manera individual o colectiva, de 
acuerdo con una acertada clasificación de Passerin d¶Entrèves. De todas ellas hay dos 
tipos de incumplimiento que son relevantes para esta disertación: la desobediencia civil 
como un concepto que se ha instaurado al interior de muchas sociedades que desde 
ópticas democráticas han posibilitado su disfrute, y la objeción de conciencia como el 
eje central del que se ocupa este análisis. Desde luego, la discusión que se plantea tiene 
como fundamento el principio de la libertad, concepto insoslayable de la voluntad del 
sujeto, y que le demanda conciencia para proceder de conformidad.  
 
A manera de acotación se hace referencia a la objeción de conciencia respecto al 
servicio militar, para posteriormente mostrar cómo pese a las conquistas que frente al 
derecho a objetar se han logrado, este derecho goza de mayor reconocimiento y 
protección en unos ámbitos mientras sufre cierta discriminación cuando de prácticas 
como la del enlistamiento militar obligatorio se trata. 
 
El punto de partida del  último capítulo es el de mostrar la forma como se ha ido 
confeccionando por parte de la Corte Constitucional de Colombia toda una doctrina 
para rodear de garantías el derecho a objetar por motivos de conciencia. Parece claro 
que el texto de la Constitución de 1991 no incorporó dentro de su articulado el derecho 
a objetar por motivos de conciencia, como se afirmó desde el principio, a pesar del 
contenido del artículo 18, que consagra la libertad de conciencia y que pareciera que 
debía comprenderlo. 
 
Durante los primeros lustros de la Constitución de 1991, la Corte Constitucional 
reconoció muy tímidamente y en pocas oportunidades la posibilidad de sobreponer las 
convicciones de la conciencia al cumplimiento de la ley, sobre todo a través de los 
salvamentos de voto. Recientemente, esto es, a partir del año 2009, se hizo un 
reconocimiento más amplio, y el Alto Tribunal se comprometió a través de las 
sentencias emitidas desde ese año a reforzar las garantías para la práctica de este 
derecho, aunque con diferencias sustanciales dependiendo de la materia frente a la cual 
se objeta. 





El núcleo central de la argumentación que se va a defender en estas páginas 
apunta a comparar las distintas clases de objeción y el tratamiento que se da a cada una 
de ellas en nuestro entorno. Haciendo énfasis en que la objeción frente a la prestación 
del servicio militar obligatorio tiene cargas excesivas que anulan el derecho a 




Revolución de los DerechosʊTXHHOVXUJLPLHQWR\SRVWHULRUJDUDQWtDGHGHUHFKRVFRPR
el de la objeción de conciencia, que no se encuentran positivizados en una Carta 
Fundamental, es posible no solo por el decisionismo de la justicia constitucional, sino 
también por la participación activa de grupos de trabajo de profesionales que se 
empeñan en el reconocimiento de los mismos y por la presión de los ciudadanos que 
propugnan por esta clase de reconocimiento o salvaguarda, para garantías que 
originalmente no resultan plasmadas en las Constituciones.  
 
En síntesis, este trabajo trata del derecho a la conciencia, su ejercicio, 
exigibilidad, protección y, principalmente, de los ámbitos especiales de protección en 
Colombia, los distingos que se hacen en cada caso y cómo ello puede significar una 



















CAPÍTULO I . EL ESTADO DE DERECHO 
 
1.1 El concepto de Estado de Derecho  
 
El concepto de Estado de Derecho se torna relevante para el presente trabajo en la 
medida en que fue el escenario propicio para el desarrollo ulterior del contenido de la 
teoría de los derechos fundamentales. Es por ello que se tendrán como punto de 
referencia algunas de las propuestas que al respecto ha desarrollado el teórico del 
derecho Antonio Enrique Pérez Luño (1991) quien a su vez tiene en cuenta las premisas 
de pensadores como Immanuel Kant, John Locke y Hans Kelsen. El autor en mención 
ha hecho importantes aportes a la filosofía política y jurídica, con la teoría que sobre 
derechos fundamentales ha decantado, haciendo especial énfasis en la necesidad de que 
esos derechos fundamentales se conviertan en normas jurídicas de especial protección 
por parte del  Estado y para los ciudadanos.  
 
Así, se abordarán conceptos como los de libertad, derechos humanos, derechos 
fundamentales y Estado Social de Derecho, entre otros, considerados pilares 
primordiales en la construcción de su teoría, con la promesa de desarrollar desde y con 
ellos la concepción de Estado de Derecho, como punto de partida en el presente trabajo. 
 
La noción de Estado de Derecho que se construyó a mediados del siglo XIX hoy 
tiene un inmenso desarrollo en el Estado constitucional. Precisamente, de la mano del 
autor mencionado, el Estado de Derecho indica la existencia de una relación indisoluble 
entre este y los derechos fundamentales, lo cual obliga a articular dos asuntos bastante 
relevantes: por un lado, los derechos de los ciudadanos y, por el otro, la soberanía del 
Estado.   
 
La fundamentación teórica de lo que hoy se denomina derechos fundamentales es 
anterior a la construcción de la noción de Estado de Derecho, la cual suprime la 
arbitrariedad, el totalitarismo  y el abuso y acoge los valores de libertad y democracia. 
(QRWURV WpUPLQRV SXHGH DILUPDUVH TXH KD\ XQD ³GHSHQGHQFLD KLVWyULFD GHO(VWDGRGH
Derecho de las declaraciones GHGHUHFKRVKXPDQRV´(Pérez Luño, 1991, p. 213). 
 




La consolidación del Estado de Derecho significó un límite al poder del Estado 
desde el derecho y desde los derechos, de un lado, y la inclusión de mecanismos de 
participación y representación con el objetivo de preservar los derechos de los 
ciudadanos, del otro. Por tanto, la categoría Estado de Derecho es correlativa a las 
declaraciones de Derechos Humanos pero, a su vez, los derechos contenidos en estas 
declaraciones solo pueden ser positivizados dentro del marco jurídico que ofrece o 
permite el Estado. Es así como los derechos fundamentales se erigen en el punto sobre 
el cual se construyen y el lugar hasta el cual pueden y deben llegar los mandatos que 
ponen en funcionamiento las ramas del poder público del Estado. 
 
El concepto de Estado de Derecho representaba en el imaginario la búsqueda de 
³XQ LGHDO LQVWLWXFLRQDO´ TXH SUHWHQGtD OD SUHVHUYDFLyQ GHO LQGLYLGXR HQ FXDQWR D VXV
derechos inalienables y como poseedor de valores tales como la libertad, la igualdad, la 
dignidad, que se constituían como barrera frente a los atropellos de que pudiera ser 
objeto por parte del Estado mismo a través de sus representantes. 
 
Es así como Pérez Luño define el origen del Estado de Derecho en los siguientes 
términos: 
  
El Estado de Derecho nació, por tanto, como una fórmula de compromiso que 
implicaba aunar diversas garantías formales, proclamadas por una Constitución 
que consagrara la división de poderes y el principio de legalidad, con una serie de 
garantías materiales, ya que el primado de la ley reposaba en su carácter de 
expresión de la voluntad general y en su inmediata orientación a la defensa de los 
derechos y libertades de los ciudadanos. (Pérez Luño, 1991, p. 220) 
 
 Históricamente múltiples autores coinciden en aseverar que el origen moderno 
del concepto de Estado de Derecho puede y debe ubicarse en la filosofía política de 
,PPDQXHO .DQW TXLHQ DILUPD TXH ³(O (VWDGR HV XQ PHGLR \ XQD FRQGLFLyQ SDUD
asegurar las respHFWLYDVHVIHUDVGH OLEHUWDGGH ORVFLXGDGDQRVSRUPHGLRGHOGHUHFKR´
(citado en Pérez Luño, 1991, p. 215), señalando que debe abolirse cualquier postura 
paternalista por parte del Estado. Kant propone que la libertad política ha de ser 
entendida como la búsqueda personal de la libertad a través de los propios medios y a 
partir de las valoraciones particulares de cada individuo; esa búsqueda tendrá como 




único límite la libertad de los demás, para lograr de ese modo una concomitancia con el 
concepto y la búsqueda de la libertad de nuestros pares. 
 
Esta postura robustece el planteamiento del derecho al servicio del ciudadano, 
quien habrá de entenderse como un valor en sí mismo y, a su vez, el Estado como 
instrumento garante de libertades particulares. Kant entiende y defiende el Estado de 
Derecho como un Estado de razón que es lo que viabiliza la convivencia libre mediante 
el derecho. Esta línea de argumentación podría complementarse con el planteamiento 
que frente a la libertad ha referido Locke, al proponer que:  
 
La libertad de los hombres consiste en tener una norma firme según la que vivir, 
común a todos los miembros de la sociedad y emanada del poder legislativo en 
ella constituido; una libertad de seguir mi libertad en todos los casos en que la ley 
no lo prohíba, y de no hallarme sometido a la eventual, incierta, ignorada y 
arbitraria voluntad de otra persona. (Locke, citado en Pérez Luño, 1991, p. 215) 
 
La concretización de la idea del Estado de Derecho se debe al aporte del 
³SRVLWLYLVPRMXUtGLFRIRUPDOLVWDHQODWHRUtDJHUPDQDGHOGHUHFKRS~EOLFR´(Pérez Luño, 
1991, p. 221), que surgió como categoría conceptual a principios del siglo XIX en 
Alemania, ya que este concepto se aparta un poco de la visión kantiana, que lo 
considera como un Estado cuyo límite es el racionalismo, dándole paso a un Estado 
cuyo límite es la norma o, también, a un Estado que se auto limita en el derecho. 
 
La tesis de Kelsen, referida al Estado de Derecho, se hace relevante ya que 
promueve una filiación entre dicha forma de Estado y el principio de legalidad, que 
significa que el gobierno de un Estado estará subordinado al imperio de la ley y será 
responsable por sus acciones ante un aparato de control, la justicia. Sin lugar a dudas, la 
construcción de un modelo de Estado en el que este se sujeta al derecho es un progreso 
significativo de la cultura política. Sin embargo, los postulados propios de la ideología 
liberal, caracterizados por la neutralidad y el exacerbado individualismo, se tornaron 
insuficientes frente a las demandas de satisfacción de las necesidades básicas de los 
ciudadanos. La libertad tuvo un significativo desarrollo en el Estado liberal de Derecho, 
pero ello no marchó aparejado con la satisfacción de necesidades básicas concretas que 
pretenden la materialización del valor de la igualdad a través del acceso a los medios 




requeridos para la subsistencia de los estratos social y económicamente más 
desprotegidos, que procuran un mayor ámbito de justicia social. Para ejemplificar, no 
basta la libertad de educación, es necesario un mínimo de condiciones para el acceso a 
la educación, tanto en procura de una libertad efectiva como del acceso a ella por parte 
de quienes no tienen los medios necesarios para educarse. De esta forma se abrió paso 
una fórmula mejorada de Estado, esto es, el Estado Social de Derecho, que 
³>U@HSUHVHQWyXQDFRQTXLVWDSROtWLFDGHOVRFLDOLVPRGHPRFUiWLFR>«@IUXWRWDPELpQGHO
pensamiento liberal más progresista que lo concibe como un instrumento de adaptación 
del aSDUDWRSROtWLFRDODVQXHYDVH[LJHQFLDVGHOFDSLWDOLVPRPDGXUR´(Pérez Luño, 1991, 
p. 221).  
 
El paso del Estado de Derecho al Estado Social de Derecho, relevante en un 
contexto de derechos y garantías, se caracteriza, entre otras cosas, por la exigencia que 
plantea a los poderes públicos de otorgar al conglomerado social el ejercicio de una 
ciudadanía plena, eficaz y efectiva, que dé paso, que viabilice las condiciones  
materiales para el acceso a los derechos económicos, sociales y culturales. Se trata de 
una nueva modalidad de Estado, el que se obliga. En este contexto es que recobran 
mucha importancia los conceptos de Constitución, supremacía y garantías. 
 
A modo de colofón, puede plantearse que para hablar de Estado de Derecho 
tendrá que existir y mantenerse una relación dialéctica entre este y los Derechos 
Humanos, pues el primero se erige como el fundamento mínimo en el cual tienen cabida 
las garantías para los individuos de una sociedad determinada, que a su vez se 
convierten en límites al poder abultado que tiene per se el Estado. Esta noción de 
Estado de Derecho, que comporta soberanía del Estado, libertades, límites en el derecho 
al accionar estatal, también comporta conceptos como el de democracia, en la medida 
en que es posible afirmar que es solo desde allí que pueden tener un desarrollo 
coherente y edificante los derechos inalienables. 
1.2 Constitución y democracia  
 
Modernamente se presentan tres modelos de democracia: la representativa, la 
participativa y la deliberativa. La primera alude a la forma en que elegimos nuestros 
representantes, esto es, el modelo político se legitima en cuanto las decisiones 
fundamentales estatales las toman los directamente elegidos por el pueblo. La 




participativa significa el compromiso de los ciudadanos en la toma de decisiones 
políticas fundamentales y, por ello, puede decirse que los ciudadanos asumen 
directamente la toma de decisiones fundamentales. Finalmente, un modelo casi 
inexistente, celebrado por la doctrina de la democracia deliberativa, indica que se 
construyen razones públicas pertenecientes a la vida política a través de las 
adjudicaciones judiciales, en especial las de los Tribunales Constitucionales. 
 
Es pertinente para este ejercicio académico establecer una relación entre los 
conceptos de Constitución y Democracia en el marco de un Estado de Derecho, como 
ha sido definido el Estado colombiano, e interrogarse sobre a quién o a qué órganos se 
adjudica la obligación de protección de los derechos: ¿es en el ámbito de las mayorías 
políticas o en el de un Tribunal Constitucional, a través de sus sentencias, donde se 
realizan los derechos? 
 
Por lo anterior es pertinente plantear la tesis que sobre la relación entre 
Constitución y Democracia sugiere Stephen Holmes, quien cuestiona el principio 
democrático que establece que los ciudadanos en una sociedad democrática están 
legitimados para deliberar frente a todo, incluso frente a derechos de rango 
fundamental.  
 
Enfrentado al postulado que defiende ese principio democrático, se ubica la teoría 
constitucional clásica que proclama que el hecho de haber declarado y consagrado 
ciertos derechos con especial y reforzada protección en un texto constitucional obedece 
a la necesidad de blindarlos de posturas políticas y gubernamentales adversas a los 
mismos, además de evitar que sobre estas garantías pueda decidirse en las urnas, en 
donde las mayorías terminen resolviendo sobre los derechos de las minorías. Por 
FRQVLJXLHQWH DILUPD +ROPHV ³>H@O FRQVWLWXFLRQDOLVPR HV HVHQFLDOPHQWH
antidemocrático. La función básica de una Constitución es separar ciertas decisiones del 
proceso democrático, es decir, atar laV PDQRV GH OD FRPXQLGDG´ (Elster & Slagstad, 
2001, p. 218) 
 
Podría intentar resumirse esta pugna entre demócratas y constitucionalistas en el 
sentido de que para los primeros la Constitución es un obstáculo o freno frente a 
decisiones y posturas políticas, mientras que para los segundos la democracia plena es 




un peligro frente a principios y derechos previamente conquistados y que, por tanto, se 
salen de la esfera de discusión; en este caso, se trata de unos presupuestos que no 
pueden ser redefinidos por los órganos políticos o deliberantes ni por los gobiernos de 
turno y entienden el texto constitucional como el punto de partida y su existencia es 
indiscutible. Por ende, y en palabras de los autores, los conceptos de Democracia y 
&RQVWLWXFLyQVHWRUQDQFRPR³XQPDWULPRQLRGHRSXHVWRV´(Elster & Slagstad, 2001, p. 
219). 
 
La contradicción entre ambos conceptos ocupa un lugar relevante en el 
pensamiento político contemporáneo y es objeto de una importante polarización de 
parte de seguidores y detractores de una y otra postura. John Hart Ely, importante 
constitucionalista norteamericano, sugiere un entendimiento intermedio entre esas 
figuras que se vislumbran como irreconciliables. Entiende que las limitaciones 
impuestas por las Constituciones, en lugar de restringir la actitud democrática, la 
robustecen, en la medida en que, simplemente, ceden al Tribunal Constitucional 
facultades para salvaguardar la democracia misma, a través de razones públicas que se 
erigen en demarcaciones en pos de la estabilidad del mismo sistema. Su propuesta 
OHJLWLPD OD UHYLVLyQ MXGLFLDO FXDQGR HVWD OR TXH SUHWHQGD VHD ³GHVEORTXHDU ODV
FRQVWUXFFLRQHVGHOSURFHVRGHPRFUiWLFR´(Elster & Slagstad, 2001, p. 219), puesto que 
reivindica que el constituyente primario aumente su poder cuando restrinja las 
atribuciones de sus representantes. 
 
La tesis de Hart Ely en medio del debate planteado entre constitucionalistas y 
demócratas parece no satisfacer a muchos y mantiene intacta la contradicción; no 
obstante, en la práctica puede corroborarse que las democracias más prósperas poseen 
límites que les reportan cierta estabilidad (propuesta de Hart Ely), y en ese sentido 
también se ratifica la función reforzadora de la Carta Constitucional sobre una 
democracia. De lo anterior puede desprenderse cierta preponderancia de esta propuesta 
sobre la tesis que ubica ambos conceptos como incompatibles. De suerte que parece de 
muy buen recibo la doctrina de los límites al debate democrático desde los derechos 
regulados y protegidos en las constituciones. 
 
 




1.3 Supremacía constitucional y democracia 
 
A partir de la propuesta teórica de Luis Prieto Sanchís (2013) abordaremos los 
conceptos de supremacía constitucional, rigidez y garantía de la Constitución, los cuales 
están estrechamente vinculados con la discusión expresada en el anterior apartado sobre 
Constitución y Democracia y la manera de entenderlos en el sentido de si son asuntos 
que pueden coexistir o definitivamente son contrapuestos. De igual forma se abordará el 
concepto de objeción contramayoritaria, que evidencia la anulación del poder absoluto 
que debería detentar el constituyente primario.  
 
Algunos de los fundamentos teóricos sobre los cuales cimienta su discurso este 
autor son la fuerza normativa del texto constitucional, la teoría de los derechos 
fundamentales y la garantía judicial de la Constitución. Prieto Sanchís plantea una serie 
de reflexiones pertinentes cuando de establecer relaciones entre la operancia de 
derechos de grupos minoritarios en regímenes democráticos se trata; y desde ese punto 
OODPDODDWHQFLyQVREUH³ODGLILFXOWDGFRQWUDPD\RULWDULDXREMHFLyQGHPRFUiWLFDIUHQWH
al modelo consWLWXFLRQDO´(Prieto Sanchís, 2013, p. 138).2  
 
La propuesta de Prieto Sanchís parte del reclamo acerca de la legitimidad que 
tienen determinadas generaciones para establecer patrones de conducta a través de 
normas constitucionales y de paso coartar a las presentes y futuras descendencias, 
anulándoles la libertad de construir nuevos acuerdos, afines a la realidad del presente. 
La objeción contramayoritaria se erige a partir de la ausencia de justificación del poder 
absoluto del que gozan unas generaciones respecto de otras. Como es sabido, al surtirse 
el traslado de la soberanía absoluta que detentaba el monarca a la soberanía popular que 
ahora ostenta el poder constituyente representado por el pueblo, este puede nombrarse 
FRPR ³XQ SRGHU DEVROXWR SHUSHWXR \ GH HMHUFLFLR SHUPDQHQWH TXH SRU GHILQLFLyQ QR
SXHGHLPSRQHUVHOtPLWHVDVtPLVPR´(Prieto Sanchís, 2013, p. 143). 
 
Es así como debe reconocerse que considerar una Constitución como ³OD
H[SUHVLyQGHOSXHEORVREHUDQR´HVXQDTXLPHUDTXHREHGHFHDODQHFHVLGDGGHRWRUJDUOH
                                                                                                            
2 Habrá de entenderse por dificultad contramayoritaria las decisiones ʊantidemocráticasʊ que se 
imponen a una sociedad y que actúan como límite al poder constituyente  en la medida que no pueden ser 
objeto de consulta, revisión o pronunciamiento. Se trataría de una vulneración al principio democrático 
que sugiere que en una sociedad todo es susceptible de ser deliberado. 




mayor exigibilidad a los postulados en ella contemplados, pues una Constitución no es 
más que una construcción hecha por el Estado mismo, a través de algunos de sus 
miembros; hecho que ratifica y convalida la objeción democrática o contramayoritaria. 
De este modo, al generarse dudas acerca de si las sociedades anteriores crearon su 
propia Constitución, se torna contradictorio obligar a las sociedades actuales y futuras a 
que se sometan a dicha Carta.   
 
Habría que decir también que, a su vez,  la objeción contramayoritaria  tampoco 
se escapa a su condición de falacia, puesto que entender la Constitución como la 
expresión sentida y mayoritaria de un pueblo no es más que una situación ideal que 
solapa la realidad evidenciada en una democracia representativa, distante generalmente 
de las expectativas de la sociedad. De tal modo que los miembros de un conglomerado 
social han de acatar las normas que evidencian la voluntad del legislador, no la del 
pueblo que lo eligió. 
 
En contraste con lo anterior, sugiere Sanchís la posibilidad de apartarse de las dos 
³ILFFLRQHV´HVWRHV FRQVLGHUDUTXH OD&DUWD&RQVWLWXFLRQDOGHXQDVRFLHGDGHYLGHQFLD
UHDOPHQWH ³HO poder constituyente del pueblo [y además que la rama legislativa sea 
semejante] a la soberanía de ese pueblo a quien se quiere reconocer como inagotable 
IXHQWH GHO GHUHFKR´ (Prieto Sanchís, 2013, p. 146), aceptando de paso que no 
necesariamente la ley evidencia la voluntad de toda una sociedad, ni le es inherente, por 
tanto, una legitimidad  irrestricta. 
 
La idea es, entonces, entender que existe una correspondencia entre la Carta 




La supremacía de la Constitución da cuenta de la inmunidad de la cual goza esta 
frente a los poderes públicos; no hace referencia al mayor o menor grado de rigidez o 
flexibilidad que pueda predicarse de la misma. Es precisamente frente al criterio de 
inflexibilidad respecto al cual se genera la impugnación u objeción, mas no respecto a la 
condición de superioridad que detenta. Es prudente advertir, entonces, que la rigidez y 
la supremacía de una Constitución son características distintas de la misma, entre otras 




cosas porque la supremacía tiene un vínculo estrecho con el modelo de Estado de 
Derecho, que significa la observancia de parte de los órganos del Estado de las leyes 
operantes, normas que se mantendrán o cambiarán de acuerdo con la decisión del 
parlamento; o, en otras palabras, aunque la Constitución de un Estado debe obedecerse, 
no obstante podrá ser reformada a partir del mandato que emana del poder constituyente 
(o la soberanía popular), que traslada dicha competencia al órgano legislador para que la 
materialice. 
1.4 Supremacía, rigidez y garantía de la Constitución 
 
La discusión acerca de la ubicación jerárquica de los conceptos de ley y 
Constitución ha estado históricamente en permanente tensión. La tradición francesa ha 
dado relevancia especial a las leyes por su legitimidad; la postura norteamericana 
favorece el texto constitucional en la medida en que este es el que contiene los derechos 
y las garantías, los cuales protege judicialmente incluso del órgano legislativo, que goza 
del mandato otorgado por el pueblo, como ya se ha mencionado. Esta visión se enfrenta, 
pues, con la tradición europea que otorga a la ley la misión de la disposición de los 
derechos y adicionalmente la blinda de la interferencia de los jueces, que por vía de sus 
sentencias discrecionalmente llenan de contenido los derechos. 
 
Es así como la discusión de esta compleja relación entre Constitución y 
Democracia va a articularse alrededor de tres nociones: Supremacía, Reforma y 
Garantía; conceptos que a pesar de ser autónomos, en ocasiones su significado se torna 
poroso, y por tanto tienden a confundirse no solo en el contexto político sino también en 
el jurídico. 
 
Gracias a la Supremacía, concepto que se consolida a principios del siglo XX con 
la fundación del Estado Social de Derecho y a partir del cual se genera un cambio en la 
postura del Estado respecto al ciudadano, el andamiaje estatal va a dispensar derechos a 
los gobernados. Por consiguiente, la supremacía puede entenderse como la condición 
que tiene la Constitución para ubicarse por encima de las demás normas y demandar de 
estas su sometimiento u observancia; además de superponerse en caso de colisión, no 
necesariamente por criterios cronológicos o que respondan a la especialidad, sino 
precisamente por su posición de superioridad.  





Después de revisar varias posturas que definen la jerarquía o supremacía de la 
Constitución, el criterio que emplea el jurista español que venimos mencionando,  
respecto a dicha condición, es que se trata de un asunto relacional, en el sentido de 
proponer que una norma solo podrá ostentar la calidad de inferior o superior, siempre y 
cuando se mire en correspondencia o relación con otra norma. Además predica que la 
supremacía no solo se decreta o impone por una disposición que así lo estatuya, sino 
que demanda el reconocimiento de instituciones e individuos que sean consecuentes con 
ese postulado desde las prácticas sociales; es así como las normas que contradigan los 
postulados constitucionales se tornan inválidas.  
 
Por Reforma habrá de entenderse el conjunto de requisitos para alterar o suprimir 
normas constLWXFLRQDOHVRFRPRORSODQWHDHODXWRU³ODLQVWLWXFLyQGHODUHIRUPDHVWDUtD
compuesta por las normas sobre la producción jurídica que regulan la emisión de otras 
QRUPDVDSWDVSDUDDOWHUDUXQDFRQVWLWXFLyQ\DYLJHQWH´ (Prieto Sanchís, 2013, p. 157). 
De tal forma que es común relacionar el texto constitucional con la rigidez como uno de 
sus fundamentos, como lo afirma Ferrajoli (citado en Prieto Sanchís, 2013); en caso de 
que una Constitución pudiese ser modificada o alterada por leyes ordinarias, dejaría 
entonces de ser la ley suprema y pasaría a convertirse en una norma con las 
características de las que la reforman, esto es, ordinaria. 
 
En sentido contrario, argumenta Prieto que la flexibilidad de una Constitución no 
le resta categoría y de igual forma debe ser acatada puesto que existe una marcada 
diferencia entre desobedecer el texto constitucional y reformar el mismo. De modo que 
el problema no es el mayor o menor grado de flexibilidad de la Carta Constitucional, 
pues mientras quede estipulada en esta de forma expresa la manera como habrá de 
reformarse, no hay lugar a que se altere la condición de supremacía por la posibilidad de 
la enmienda. Es así como de paso queda también desarticulada la relación de 
interdependencia entre la supremacía y la rigidez. 
 
Hay que advertir que deben entenderse tanto la rigidez como la flexibilidad no 
como conceptos totalitarios sino graduales. Ha sido aceptado mayoritariamente dicho 
escalonamiento en lo que respecta a la rigidez, pero frente a la flexibilidad no ha 
RFXUULGR ORPLVPR (Q FRQFUHWR XQD&RQVWLWXFLyQ UtJLGD SXHGH GHILQLUVH FRPR ³WRGD




Constitución que establece al menos una condición para su reforma distinta de las 
condiciones ordinarias previstas para la producción de las lH\HV´(Prieto Sanchís, 2013, 
p. 163). Una Constitución flexible podrá, entonces, reputarse como aquella que ostenta 
la liberalidad de ser cambiada de la misma forma que se reforma una ley. Pero esta 
descripción será incompleta si no se aclara cuál es el criterio diferenciador para 
establecer el límite entre una condición y otra; esto es, hasta dónde puede apreciarse 
rígida y a partir de qué consideración, flexible; por tanto, podrá predicarse severidad o 
rigidez cuando pueda reformarse por una mayoría cualificada o mediante una instancia 
distinta al legislador ordinario; y maleable o flexible cuando se requiere para su cambio 
idénticas mayorías a las exigidas para la aprobación de las leyes comunes, sin importar 
que lo que varíe sea el procedimiento. Sin embargo, es oportuno anotar que otro de los 
objetivos que persigue la condición de rigidez de un texto constitucional es impedir que 
las mayorías decidan sobre los derechos de las minorías protegidos en las 
constituciones. 
 
Respecto a la Garantía, puede reputarse que consiste en la ejecución de mandatos 
regulados previamente en el mismo texto constitucional, que persiguen la preservación 
por la vía judicial de sus disposiciones, bien porque estén siendo vulneradas por otras 
normas o bien por comportamientos que las afecten. A juicio del profesor Prieto 
Sanchís (2013), la garantía judicial hace parte de la supremacía de la Carta, contrario a 
lo propuesto por Ferrajoli (citado en Prieto Sanchís, 2013), que separa tajantemente esta 
ya que la considera una consecuencia de la puesta en funcionamiento de los mandatos 
constitucionales y no un postulado de la norma superior. Hay que advertir que sin 
importar la lectura que se haga del vínculo entre garantía y supremacía constitucional, 
mayoritariamente se considera legítimo el control ejercido por el poder judicial frente a 
ODSXHVWDHQPDUFKDGHORVGHVLJQLRVFRQVWLWXFLRQDOHVRFRPRORSURSRQHHO WH[WR³HO
criterio de la fiscalización judicial es el único que parece que funciona como indicio 
VHJXUR GH OD H[LVWHQFLD GH XQD UHODFLyQ GH VXSHULRULGDG MHUiUTXLFD´ 5XL] FLWDQGR HQ
Prieto Sanchís, 2013, p. 169) 
 
Llegados a este punto y con referencia a la justicia constitucional, se evidencian 
básicamente dos vertientes frente a cuál es el modelo más recomendable y consecuente 
con la independencia del legislador, como aquel que encarna la voluntad soberana. De 
un lado, el modelo de jurisdicción constitucional difusa, que consiste en la aplicación 




directa de las normas constitucionales por parte de los jueces, con miras a resolver los 
litigios de los que conozcan y donde se les posibilita desaplicar la ley en el caso puntual 
objeto de la controversia, en el entendido de que esta haya entrado en conflicto con el 
mandato superior; esto es, se hace uso tanto de la Constitución como de las demás 
normas cuando se requiere para resolver un asunto puntual. De otro lado, el modelo 
llamado de jurisdicción constitucional concentrada, GLVSRQHGHXQyUJDQRʊ7ULEXQDO
&RQVWLWXFLRQDOʊ HQFDUJDGR GH UHYLVDU \ HPLWLU FRQFHSWRV DFHUFD GH OD
constitucionalidad de las leyes de manera indefinida o abstracta, no como en el modelo 
anterior, en el que los jueces se pronuncian específicamente frente a un caso concreto, 
sino emitiendo fallos de obligatorio acatamiento y convirtiéndose de paso en 
³OHJLVODGRUHVQHJDWLYRV´SXHVWRTXHVXVVHQWHQFLDVJR]DQGHOFDUiFWHUGHJHQHUDOLGDG\
obligatoriedad similar al de las leyes. 
 
Los distintos sistemas jurídicos difícilmente adoptan alguno de estos dos modelos 
en el sentido puro; sobre todo porque dicha adopción responde a realidades políticas e 
ideológicas puntuales de cada sociedad, por lo que se opta por condensar e incorporar 
elementos de uno y otro modelo, además de que la institucionalidad jurídica es una 
construcción histórica, y no se dan modelos puros en la realidad, los modelos son 
realmente referentes teóricos o conceptuales. 
 
La jurisdicción concentrada, bastante común en los países de Europa, es 
considerada altamente eficaz por destacados académicos y teóricos del derecho; sin 
embargo, sus detractores le recriminan a dicho modelo, entre otros asuntos, su alto 
contenido político, como se argumentará en otros apartados de este texto. La 
coexistencia de DPEDV MXULVGLFFLRQHV ʊRUGLQDULD \ FRQVWLWXFLRQDOʊ JHQHUDQ HQ
ocasiones dificultades por asuntos como la competencia, y es así como se termina 
erigiendo al órgano constitucional como un  super tribunal  que se ubica por encima de 
la justicia ordinaria. Situación contraria a la del modelo difuso, por el cual cuando un 
juez considera que una ley es inconstitucional frente al caso que juzga, la inaplica solo 
para ese asunto específico, dejándola vigente para posteriores casos en que sea 
pertinente; sin embargo, en este modelo es común también un tribunal de cierre que fija 
la doctrina obligatoria o stare decisis, como se le reconoce en los Estados Unidos. 
 




En fin, y así las cosas, hemos presentado el marco general que da fundamento a 
un Estado constitucional de Derecho en el que tiene asiento el derecho a la objeción de 
conciencia, el cual, a pesar de no estar expresamente positivizado en el texto 
constitucional colombiano, ha ido ganando reconocimiento entre otros asuntos por vía 
del decisionismo del Tribunal Constitucional, tal como se expondrá adelante. Quiere 
esto decir que era esencial dar cuenta de los conceptos de Estado de Derecho, Estado 









CAPITULO I I . LOS DERECHOS FUNDAMENTALES SEGÚN LA CORTE 
CONSTITUCIONAL COLOMBIANA 
 
En este apartado se desarrollará la teoría de los derechos fundamentales y su 
caracterización, de tal modo que conceptos como la eficacia, lo esencial de su contenido 
y el vínculo estrecho con los principios constitucionales soporten lo que de los mismos 
se ha predicado en la jurisprudencia, la doctrina y también por parte de la academia. 
Entender una doctrina sobre los derechos fundamentales es clave y decisivo para el 
estudio y definición de los contenidos y alcances de la libertad de conciencia y las 
posibilidades de la objeción. 
 
Para comprender la manera como la Corte Constitucional colombiana ha 
entendido los derechos fundamentales, en este capítulo abordaremos criterios de 
distinción tales como eficacia directa, contenido esencial y conexión directa con los 
principios constitucionales, con la finalidad de mostrar la teoría confeccionada por este 
Tribunal para cimentar el derecho a la objeción de conciencia como una especie del 
género de los derechos fundamentales, que es como puede reputarse esta forma de 
insumisión al derecho positivo. 
 
Habrá de iniciarse diciendo que se hizo imperativo construir un concepto de 
³Gerechos fundamentales´, ya que la Constitución de 1991 no se comprometió con 
ninguna definición; ella elaboró un listado de derechos fundamentales, no de modo 
taxativo y, por ello no es posible saber, desde el texto constitucional, cuáles y qué son 
estos derechos. Por tanto, ha sido la Corte Constitucional a través de la doctrina quien 
ha edificado el concepto.  
 
Los derechos fundamentales son la institución esencial del Estado contemporáneo, 
tienen protección de carácter constitucional mediante una acción de naturaleza 
constitucional que los pone en acción: la acción de tutela en el caso colombiano. La 
Corte Constitucional colombiana desde el inicio de sus actividades como juez garante 
de la Constitución ha ido construyendo el concepto de derecho fundamental en varios de 
sus fallos, todo ello por las razones ya dichas, esto es, no se sabe cuáles son ni qué son y 
qué contienen. De manera puntual, en la sentencia T-406/92, la Corte plantea dicho 
concepto a partir de dos dimensiones: 





En primer lugar su dimensión objetiva, esto es, su trascendencia del ámbito 
propio de los derechos individuales hacia todo el aparato organizativo del 
Estado. Más aún, el aparato no tiene sentido si no se entiende como 
mecanismo encaminado a la realización de los derechos. En segundo lugar, 
y en correspondencia con lo primero, la existencia de la acción de tutela, la 
cual fue establecida como mecanismo de protección inmediata de los 
derechos frente a todas las autoridades públicas y con posibilidad de 
intervención de la Corte Constitucional para una eventual revisión de las 
decisiones judiciales, que sirva para unificar criterios de interpretación.3 
 
Hay que insistir en que nuestra Constitución no precisa el significado de aquello 
TXH GHEH HQWHQGHUVH SRU ³Gerecho fXQGDPHQWDO´ 6LQ HPEDUJR OH FRQILHUH HVWD
denominación a ciertos derechos que pueden no hacer parte del derecho positivo, pues 
solo basta con que sean inherentes a la persona humana para que sean reconocidos 
como tales. De la misma manera, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha 
construido este concepto teniendo como eje fundamental la noción de dignidad humana, 
SRUFRQVLGHUDUODXQ³YDORUFHQWUDOGHOVLVWHPD\SULQFLSLRGHSULQFLSLRV´4 
 
Es así como desde el inicio de su vigencia esta Corporación ha producido fallos 
conducentes a llenar de contenido este concepto y ha manifestado que un derecho 




De la misma manera, en sus fallos la Corte reivindica la condición humana, su 
unicidad y racionalidad por excelencia, que lo distinguen frente a la toma de decisiones. 
Plantea además el concepto de dignidad humana como elemento determinante que ubica 
al individuo en una esfera privilegiada y trae aparejado un conjunto de derechos y 
                                                                                                            
3 Corte Constitucional de Colombia (5 de junio de 1992). Sentencia T-406/92, Magistrado Ponente Ciro 
Angarita Barón, apartado II. Los derechos fundamentales, num. 13. 
4 Corte Constitucional de Colombia (17 de marzo de 2003). Sentencia T-227/03, Magistrado Ponente 
Eduardo Montealegre Lynett, apartado sobre derechos fundamentales ± Concepto y posturas teóricas de la 
Corte. 
5 Corte Constitucional de Colombia (19 de junio de 1992). Sentencia T-418/92, Magistrado Ponente 
Simón Rodríguez Rodríguez, apartado sobre determinación de los derechos fundamentales. 





salvaguarda la vida, la honra, la intimidad, la igualdad, las libertades en todas sus 
manifestaciones y todas aquellas expresiones que reivindican la condición de ser 
racional. 
 
Habría que decir también que la Corte reconfirma que no ha definido de manera 
irrefutable el concepto de derechos fundamentales; más bien ha ido construyendo una 
teoría sobre los mismos a lo largo de sus pronunciamientos, en varios de los cuales ha 
planteado categorías puntuales, como aquellas que los definen como derechos 
subjetivos de aplicación inmediata que son esenciales e inalienables a la condición 
humana.6 
2.1 Requisitos de los derechos fundamentales 
  
El concepto de derecho fundamental habrá de estar acompañado, en criterio del 
Alto Tribunal, de los siguientes requisitos: 
1. Conexión directa con los principios constitucionales. Ya que estos operan 
como fundamento del universo normativo y por tanto ha de existir absoluta 
coherencia, para que los derechos fundamentales sean una emanación de los 
principios en mención. Si bien cualquier norma debe obedecer los postulados de 
los principios constitucionales, cuando se trata de derechos fundamentales se 
predica una relación vertical y sin sombra de duda respecto a un principio. En 
síntesis, un derecho fundamental siempre emana de los principios fundamentales 
que constituyen la razón de ser del Estado. 
 
2. Eficacia directa. El carácter fundamental de un derecho se lo otorga la 
³DSOLFDFLyQ GLUHFWD´ GH OD &RQVWLWXFLyQ VLQ TXH PHGLH XQD QRUPD TXH OR
reglamente o sin que el legislador deba intervenir para llenar de contenido el 
derecho en cuestión. Por tanto, no puede predicarse del requisito de eficacia 
directa que se circunscriban exclusivamente aquellos derechos de aplicación 
LQPHGLDWDRORVOODPDGRV³GHSULPHUDJHQHUDFLyQ´,7 ya que a través del mecanismo 
                                                                                                            
6 Corte Constitucional de Colombia (17 de marzo de 2003). Sentencia T-227/03, Magistrado Ponente 
Eduardo Montealegre Lynett. 
7 6REUHODGHILQLFLyQGHORVGHUHFKRV³GHSULPHUDJHQHUDFLyQ´YHU: Corte Constitucional de Colombia (10 
de marzo de 2011). Sentencia T-0DJLVWUDGR 3RQHQWH +XPEHUWR $QWRQLR 6LHUUD 3RUWR ³En el 




de la acción de tutela también pueden reclamarse derechos económicos, sociales y 
culturales. La eficacia de los mandatos constitucionales debe contextualizarse 
frente al presupuesto fáctico que se pretende resolver y no simplemente precisarse 
en abstracto, de tal manera que el operador jurídico, a partir del binomio situación-
norma, encuentre la solución. Así pues, la eficacia directa significa que los 
derechos fundamentales son de aplicación inmediata desde la Constitución y, por 
ende, no requieren intermediación normativa del legislador. 
 
3. Contenido esencial. Hace referencia a los derechos que anteceden el derecho 
positivo y frente a los cuales ya se agotaron las discusiones en cuanto a su 
definición, destinatarios y las obligaciones y prebendas que comportan. Es así 
como quedan por fuera del ámbito de los derechos fundamentales todos aquellos 
que se llenan de contenido a través de las posturas que asume el legislador en 
ejercicio de su función política; por lo anterior, los derechos económicos, sociales 
y culturales escapan de este ámbito, excepto aquellos que a través del criterio de 
conexidad con un principio rector puedan predicarse como fundamentales. 
 
Con posterioridad a 1992, la Corte Constitucional añadió a estos requisitos dos 
más que entendió decisivos a la hora de evaluar qué es un derecho fundamental:8 
 
4. Ser un derecho subjetivo. La justiciabilidad de los derechos fundamentales 
como eje central en el ejercicio eficaz del derecho. No bastan meras declaratorias 
sobre los derechos, estos pueden ser reclamables ante un juez que actúe de manera 
expedita y oportuna en procura de su protección. 
 
                                                                                                                                                                                                                                                                                                                      
ordenamiento jurídico colombiano y, durante un amplio lapso, la doctrina constitucional ²incluida la 
jurisprudencia de esta Corte², acogió la distinción teórica entre derechos civiles y políticos, de una parte, 
y derechos sociales, económicos y culturales, de otra. Los primeros reconocidos en su calidad de derechos 
fundamentales susceptibles de protección directa por vía de tutela. Los segundos, vistos como derechos 
de orden prestacional requeridos, por tanto, de una acción legislativa o administrativa para lograr su 
efectivo cumplimiento. Desde muy temprano, el Tribunal Constitucional colombiano admitió, sin 
embargo, que los derechos sociales, económicos y culturales, llamados también de segunda generación, 
podían ser amparados por vía de tutela cuando se lograba demostrar un nexo inescindible entre estos 
derechos de orden prestacional y el derecho fundamental a la vida u otro derecho fundamental, postura 
que se denominó "la tesis de la conexidad"´ Apartado sobre diferenciación entre derechos de primera y 
de segunda generación. 
8 Corte Constitucional de Colombia (17 de marzo de 2003). Sentencia T-227/03, Magistrado Ponente 
Eduardo Montealegre Lynett. 




5. Desarrollo de la dignidad humana. La Corte había entendido que la dignidad 
humana es un derecho constitucional fundamental autónomo. Posteriormente, 
evolucionó el concepto y se indicó que la dignidad es la fuente de la que beben 
necesariamente todos los derechos constitucionales fundamentales. 
2.2 Parámetros de distinción de los derechos fundamentales 
 
Fuera de la definición de los requisitos para diferenciar los derechos que son 
fundamentales de los que no lo son, el Tribunal Constitucional colombiano, en la 
sentencia T-406/92, planteó unos parámetros para diferenciar y distinguir los derechos 
fundamentales. Estos criterios son de tipo analítico y fáctico: 
2.2.1 Analíticos 
  
a. Consagración expresa: respecto a algunos derechos quedó estipulado en 
forma puntual por parte de los constituyentes su carácter fundamental, razón por la 
cual los ubicaron en la primera parte del texto. Es importante resaltar que nada 
tiene que ver la condición de fundamental con el criterio de aplicación inmediata, 
ya que existen derechos fundamentales que no gozan de dicha inmediatez al 
momento de su aplicación. Es así como ha dicho la Corte Constitucional que 
WHQGUiTXHHQFDUJDUVHHOODPLVPDGH³ODGHILQLFLyQGHODQDWXUDOH]a y el alcance de 
ORVGHUHFKRVIXQGDPHQWDOHVTXHQRVRQGHDSOLFDFLyQLQPHGLDWD´.9 Sin duda, hay 
que reconocer que este criterio es ampliamente insuficiente. 
 
b. Remisión expresa: los convenios y tratados internacionales contentivos de los 
derechos humanos son un punto de referencia obligado para el constituyente en el 
sentido de incorporar en la legislación interna los mismos y utilizarlos como 
criterio interpretativo frente a los derechos y a las obligaciones que consagró la 
Carta de 1991. Esta remisión establece además la prevalencia de la normatividad 
internacional referida a la protección de los derechos humanos cuando aquella se 
torne más garantista que el derecho doméstico. 
 
 
                                                                                                            
9 Corte Constitucional de Colombia (5 de junio de 1992). Sentencia T-406/92, Magistrado Ponente Ciro 
Angarita Barón., apartado sobre interpretación de los derechos fundamentales y sobre derechos de 
aplicación inmediata. 
 




c. Conexión directa con los derechos expresamente consagrados: algunos 
derechos no aparecen expresamente codificados como derechos fundamentales 
pero poseen un especial vínculo con derechos de primera generación; en este caso 
podrá utilizarse el criterio de conexidad para, de esta forma, lograr la protección 
demandada. Esta tarea podrá adelantarse a través del compendio de principios, 
normas y valores que llenan de contenido una decisión, cuando de lo que se trata 
es de resolver un presupuesto fáctico concreto y plenamente determinado. 
 
d. El carácter de derecho inherente a la persona: determinar el carácter 
fundamental de un derecho excede su codificación puntual en el texto; obedece de 
manera más acertada a la labor interpretativa, bien sea de toda la Carta 
Constitucional o de algunas de sus normas. Aunque un derecho no aparezca 
explícitamente enunciado, puede perfectamente tener el carácter de fundamental, 
criterio que se compadece con una lectura amplia de este razonamiento en un 
Estado Social de Derecho. 
2.2.2 Fácticos 
  
a. La interpretación de las normas que haga el operador jurídico no podrá 
apartarse del acontecer social; es por esto que los derechos habrán de contribuir 
con la puesta en marcha de una sociedad más incluyente, ecuánime y pacífica 
como uno de los propósitos del texto constitucional. De esta manera, el juez 
establece una relación dinámica entre el mandato legal y la demanda del individuo 
frente a un asunto puntual. 
 
b. 3RU~OWLPRODFRQGLFLyQGH³GHUHFKRIXQGDPHQWDO´YDWDPELpQDFRPSDxDGDGH
un criterio de corte histórico, lo que quiere decir que dicha condición puede mutar 
o bien ser adquirida de forma temporal o irse incorporando a unos derechos que 
anteriormente no la tenían. Esta dinámica dependerá de cada una de las sociedades 
en las cuales se plantee la discusión en clave de derechos. 
 
En síntesis, un derecho fundamental emerge de la dignidad humana; emana de los 
principios fundamentales; es eficaz de manera directa, esto es, sus deberes positivos y 
negativos derivan de la Constitución misma sin tener que acudir a los referentes 
normativos del legislador; tiene contenido esencial, esto es, un contenido mínimo 




irreductible y protegible aun contra las mayorías políticas; finalmente, es de carácter 
subjetivo, esto es, reclamable ante un juez especial con eficacia de decisión y 
protección.  
 
Ahora bien, para darle contenido a un derecho se requiere la lectura integral y 
armónica de la Constitución respecto al caso planteado y, por ello, no es posible definir 
a priori qué contiene un derecho fundamental. Se ha dicho y aceptado, pacíficamente, 
que los derechos fundamentales tienen formulación de normas de principios, lo que 
permite al operador del derecho darle significado y contenido a partir del caso que se 
plantea. 
 
En consecuencia de todo ello, ha sido la Corte Constitucional quien ha definido el 
contenido de los derechos fundamentales, caso a caso, derecho a derecho, labor que no 
termina y siempre está en total construcción. Es por esto que resulta relevante entender 
qué ha definido este Tribunal sobre lo que son los derechos fundamentales, asunto 
relevante a la hora de entender los contenidos del derecho a la conciencia y su 
posibilidad fáctica y jurídica de hacer objeción cuando se presenten las circunstancias 
concretas definidas precisamente por dicho Tribunal. 
 
Puede afirmarse que el poder configurador de los Tribunales Constitucionales en 
HVWDPDWHULDʊFRPRHQHOFDVRGH&RORPELDʊKDSHUPLWLGRVHQWDUGRFWULQDREOLJDWRULD
para los demás jueces e instituciones jurídicas. Por esta vía hay quienes afirman la 
condición de legislador que asume esta corporación dadas las consecuencias de sus 
sentencias. A continuación se hará referencia a la Corte Constitucional cuando asume el 
rol de legislador, tanto en sentido positivo como negativo, y a las consecuencias que de 
allí se derivan. 
 
  




CAPITULO I I I . EL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL COMO LEGISLADOR 
 
3.1 Concepto de Constitución 
 
Es preciso advertir que al señalar la jurisdicción constitucional desde su rol de 
³OHJLVODGRU´VHDERUGDUiQHQHOSUHVHQWHFDStWXORFRQFHSWRVFRPR&RQVWLWXFLyQ-XVWLFLD
constitucional y Tribunal Constitucional como legislador, tanto positivo como  
negativo, con el objetivo de despejar el camino para mostrar cómo en desarrollo de esa 
función atípica de creación del derecho por parte del Tribunal, puede avizorarse la 
génesis de algunos derechos no contemplados en la ley fundamental, pero creados por 
aquél. Es el caso del derecho a objetar por motivos de conciencia, cuya reflexión es la 
que nos convoca. En consecuencia, se considerará la tesis de Hans Kelsen y postulados 
de otros autores sobre el tema, como García de Enterría (1994), Zagrebelsky y 
Habermas. 
 
Se ha manifestado al inicio de este texto que la actividad del Tribunal 
Constitucional en los Estados donde opera depende de ciertas variables; una de ellas es 
el tipo de control que ejerce, que puede ser un control concentrado o un control difuso.  
 
La Constitución es considerada como la norma suprema de una sociedad; surge 
finalizando el siglo XVIII en Occidente con esa caracterización, pero le preceden o 
sirven de telón de fondo declaraciones, instrumentos o verdaderas Cartas de Derechos, 
como son la Bill of Rights, de 1688, proclamada en Inglaterra, y la Declaración de los 
Derechos del Hombre y del Ciudadano, de 1789, redactada en Francia. Adicionalmente 
se pueden nombrar otros referentes en donde se ubican los albores de las Cartas 
Constitucionales, como son la Constitución norteamericana de 1787 y aquellas 
Constituciones que se gestaron posteriormente a la Revolución Francesa, que 
constituyen paradigmas del constitucionalismo. 
 
El núcleo esencial de cualquier texto constitucional debe responder al querer de la 
comunidad o el pueblo al cual sirve dicha Constitución, para que por esta vía se legitime 
el poder que comportan los mandatos allí plasmados. Como bien lo define Eduardo 
García de Enterría, en general los constitucionalistas de muchos y diversos sistemas, 
han aceptado conceptualmente la Constitución como una vía en la que  




El pueblo decide por sí mismo [para que de ese modo pueda] Establecer un orden 
político determinado, definido en su estructura básica y en su función, pero a la 
vez, en esa estructura ha de participar de manera predominante, si no exclusiva, 
el propio pueblo, de modo que los ejercientes del poder serán agentes y 
servidores del pueblo y no sus propietarios, y, por su parte, esas funciones han de 
definirse como limitadas, especialmente por la concreción de zonas exentas al 
poder, reservadas a la autonomía privada (libertades y derechos fundamentales). 
(García de Enterría, 1994, pp. 44-45) 
 
Entendiendo el poder como una creación voluntaria de la misma comunidad que 
será su destinataria, pero puntualizando en el hecho de que dicho poder habrá de 
coexistir con mecanismos de participación y de vigilancia, y ante todo con espacios de 
libertad, para que no vaya a instrumentalizar a la sociedad a la cual sirve, sino que 
cumpla la función de una mera herramienta.   
 
De otro lado, Ferdinand Lassalle (1994), en ¿Qué es una Constitución?, cuyo 
texto proviene de dos conferencias que pronunció en 1862, propone un significado para 
la Constitución de un Estado y hace énfasis en el hecho de que es un error entender las 
Constituciones como QRUPDVSXHVGHILHQGHODLGHDGHTXHXQD&RQVWLWXFLyQ³HVODVXPD
GHORVIDFWRUHVUHDOHVGHSRGHUTXHULJHQHQ>XQ@SDtV´(Lassalle, 1862/1994, p. 14), con 
prescindencia de que estén contenidos en textos constitucionales, por ser indiferente 
para su existencia si una Constitución se expresa en una hoja de papel o no. 
 
/DUHIHUHQFLDD³IDFWRUHVUHDOHVGHSRGHU´TXHQRPEUD/DVVDOOHDOXGHD³DTXHOOD
fuerza activa y eficaz que informa la totalidad de las leyes e instituciones jurídicas de 
>XQD@ VRFLHGDG FDXVDQGR HO TXH QR SXHGDQ VHU HQ HVHQFLD VLQR WDO \ FRPR VRQ´
(Lassalle, 1862/1994, p. 7), esto para nombrar todas aquellas instancias que conforman 
una sociedad como son el gobierno, el sector productivo, la clase dirigente, la clase 
trabajadora, los medios de comunicación, entre otros. Y por tanto de allí se desprende 
HVH FRQFHSWR GH ³&RQVWLWXFLyQ UHDO \ HIHFWLYD´ TXH HV GLVWLQWR DO FRQFHSWR GH
constitución escrita y deóntica. La tendencia, según el autor, a plasmar en textos escritos 
la Ley Fundamental o Carta Constitucional obedece a los cambios suscitados en los 
³IDFWRUHV UHDOHV GH SRGHU´ SRU ODV GLQiPLFDV TXH DGTXLHUHQ ODV GLVWLQWDV IXHU]DV TXH
convergen en una sociedad y las transformaciones que históricamente se promueven en 




estas. Por consiguiente, en cualquier Estado debe existir una estrecha comunión entre el 
texto constitucional escrito y los factores reales de poder que operan en el mismo, para 
de este modo evidenciar una emanación eficaz de los postulados en ella plasmados y 
que reflejan la realidad social del Estado al cual sirven (Lassalle, 1862/1994). 
 
Hay que advertir, sin embargo, que frente al texto constitucional, autores como 
Luis Prieto Sanchís (2013) cuestionan la atemporalidad que caracteriza ciertas normas 
DOOt SODVPDGDV DO FRQVLGHUDU TXH XQD OH\ VDQFLRQDGD HQ WLHPSR SDVDGR ʊHQ XQD
VRFLHGDGGHWHUPLQDGDʊWLHQHXQDPDUFDGD LQFLGHQFLDHQ ODVGHFLVLRQHVIXWuras de esa 
sociedad, cuestionando de paso las facultades que se han endilgado a la soberanía como 
³SRGHU DEVROXWR LOLPLWDGRH LQDJRWDEOH´ (Prieto Sanchís, 2013, p. 138). Este autor no 
pone en duda la relevancia del concepto de supremacía constitucional ya que el mismo 
garantiza los derechos fundamentales, pero es un detractor de la rigidez de las Cartas 
Constitucionales, que adolecen de una reforma perentoria tendiente a lograr mayor 
elasticidad. 
 
Respecto al cuestionamiento sobre quién, cuáles y a través de qué mecanismos se 
determina la competencia de los individuos idóneos para asegurar la preservación de la 
Constitución, se encuentra con que en última instancia son los jueces a través de sus 
sentencias quienes pueden viabilizar los derechos mediante el ejercicio del control 
difuso que despliegan sobre la ley; por lo tanto, es sobre estos sobre quienes debe versar 
el examen de capacidad que se traduzca posteriormente en la materialización de los 
postulados constitucionales. 
3.2 Orígenes de la justicia constitucional 
 
Para hablar acerca del origen y legitimación de los Tribunales Constitucionales en 
el mundo, habremos de referirnos a dos tipos o modelos: el norteamericano y el 
europeo. La justicia constitucional persigue principalmente ejercer control judicial sobre 
la ley, aunque en Europa surgió para solventar conflictos de competencias. El jurista 
austríaco Hans Kelsen (1928/2011) construyó la teoría sobre este Tribunal, 
nombránGRORFRPR³OHJLVODGRUQHJDWLYR´ 
 
Con varias décadas de diferencia y bajo distintas condiciones empezó a aplicarse 
este tipo de control, primero en los EE.UU. y posteriormente se fue abriendo paso en 




Europa; resaltando que existe respecto a esta institución una trascendental diferencia, en 
el sentido de que en los EE.UU. ese control de las leyes es disperso o difuso, lo que 
significa que es tarea de todos los jueces a través de las sentencias ordinarias inaplicar el 
mandato legal que esté en contravía de la Constitución, mientras que los Estados 
europeos gozan de un control concentrado, lo que significa que solo el Tribunal creado 
para tal fin puede darse a la tarea de anular una disposición legal, mediante un 
procedimiento especial y con efectos generales.  
 
Hay que advertir que puede hablarse de justicia constitucional a partir de 1803 en 
EE.UU., cuando se permitió a los jueces la posibilidad de inaplicar una ley creada por el 
Congreso siempre que dicha ley contraviniese el texto constitucional. A pesar de que 
toda ley puede considerarse como la emanación de la soberanía popular, la posibilidad 
de rechazarla por parte del juez reivindica la supremacía de la Constitución, pues de lo 
contrario sus contenidos quedarían sujetos a la legislación ordinaria. 
 
Uno de los motivos generadores de la creación de la justicia constitucional en 
Europa fue la organización federal de muchos de sus países, donde se admitió la 
posibilidad de que una ley de los estados autonómicos que contradijese una federal, por 
asuntos de competencia, debería ser anulada; conjuntamente la lucha por el poder de 
varios sectores, una vez en vigencia el sistema democrático, generó la necesidad de 
crear Constituciones rígidas que impidieran que el partido político que ostentara las 
mayorías y llegara al poder modificase a través de leyes ordinarias la Constitución, ya 
que la vocación de esta es que opere como un acuerdo político que posibilite la 
convivencia pacífica y la preservación de derechos y garantías en una sociedad.   
 
Con el incremento de los gobiernos democráticos en Europa en la segunda 
posguerra, se incluyó dentro de las Cartas Constitucionales, bien por creación o bien por 
reforma, unos mandatos más generosos en derechos y garantías; se sentaron las bases 
del Estado social de derecho, se evidenció la división de poderes y se incluyó la 
creación de Tribunales Constitucionales como un medio para controlar la legislación 
adversa a los postulados de la Carta, teniendo en cuenta como punto de referencia las 
experiencias del pasado reciente de la Alemania nazi y la Italia fascista, que 
evidenciaron que a partir de la ley también se hace posible suplantar las condiciones 
garantistas y de respeto a los derechos de los ciudadanos. 




3.3 El Tribunal Constitucional como legislador negativo 
 
La tesis propuesta por Hans Kelsen, que plantea la teoría del legislador negativo 
respecto del Tribunal Constitucional, es decisiva en el constitucionalismo moderno. En 
VXWH[WR³/D*DUDQWtDMXULVGLFFLRQDOGHOD&RQVWLWXFLyQ´SXEOLFDGRSRUSULPHUDYH]HQ
1928, sugiere esta tesis que puede resumirse como la potestad que avoca la jurisdicción 
constitucional cuando de anular una ley se trata, y considera que el acto de anulación 
tiene una doble vocación: retirar una norma del ordenamiento y crear otra norma, con lo 
cual el Tribunal Constitucional se hace partícipe de la labor legislativa pero en sentido 
negativo, toda vez que el órgano natural, facultado para tal efecto, es el Parlamento. En 
palabras del autor:  
 
«DQXODUXQDOH\HVGLFWDUXQDQRUPDJHQHUDO la anulación de una ley tiene el 
mismo carácter de generalidad que su producción y no es, por así decirlo, sino 
producción con un signo negativo y, por tanto una función legislativa. La 
anulación de las leyes por un tribunal puede, pues, interpretarse con igual razón 
más como un reparto de poder legislativo. (Kelsen, citado en Aja, 1998, p. xxi) 
 
Ahora bien, cuando en el ordenamiento de un Estado se considera que una ley 
debe ser anulada por las irregularidades que comporta, debe ser un órgano distinto, 
marginado del poder legislativo y del ejecutivo, o en palabras del profesor austríaco, de 
³FXDOTXLHU RWUD DXWRULGDG HVWDWDO´ (Kelsen, 1928/2011, p. 52), quien lo haga, 
principalmente por la característica de la independencia; he aquí entonces la génesis de 
la creación del Tribunal Constitucional.  
 
La existencia de la jurisdicción constitucional tiene opositores que para 
desestimarla esgrimen varios argumentos, como son: primero, la afectación a la 
soberanía del órgano legislativo, argumento que queda impugnado en la medida en que 
el proceso de confección de las leyes está subordinado a la Constitución, así como la 
labor administrativa y la ejercida por los tribunales está supeditada en su procedimiento 
a los mandatos legales. Lo anterior permite inferir una similitud desde el punto de vista 
técnico y teórico entre la constitucionalidad de las leyes y la legalidad de los 
pronunciamientos de los jueces y de las actuaciones de la administración. La resistencia 
a aceptar este argumento, referido a la afectación de la soberanía del Parlamento, se 




interpreta, según Kelsen (1928/2011) como la negación del poder legislativo de ser 
condicionado por la Carta Constitucional a través del Tribunal. 
 
Otra objeción está relacionada con el principio de la separación de poderes, que se 
afectaría con la puesta en marcha del Tribunal Constitucional; una de las quejas 
relacionadas con esta objeción es considerar que la invalidación, por parte de un órgano, 
de una norma que previDPHQWH IXH FUHDGD SRU RWURʊHO 3DUODPHQWRʊ HV XQD FODUD
injerencia en la labor legislativa o de creación de la norma; no obstante, esta 
interpretación se genera al entender que el Tribunal Constitucional cumple una función 
estrictamente jurisdiccional. El retiro de una ley del sistema de normas que conforman 
el ordenamiento se traduce en la creación de una nueva ley con la característica de 
generalidad que a esta se le atribuye, solo que por llevarse a cabo por parte de un órgano 
distinto al legislativo, se habla de una elaboración en sentido negativo. Lo anterior 
permite concluir que el acto de anulación de una ley por la jurisdicción constitucional es 
simultáneamente la creación de otra ley, y en ese sentido la función que ejerce dicho 
tribunal es legislativa, hecho que puede leerse como la distribución de la facultad de 
OHJLVODUHQWUHORVGRVyUJDQRVʊOHJLVODWLYR\FRQVWLWXFLRQDOʊRFRPRODXVXUSDFLyQGH
dicha función por parte de este último. 
 
Volviendo al asunto inicial, habrá de retomarse la crítica que se hace respecto a la 
afectación del principio de separación de poderes; la tesis kelseniana propone que se 
entienda más adecuadamente como división de poderes en varios órganos, para que se 
controlen entre ellos y de paso se evite la concentración en uno solo.   
 
Con todo y lo anterior, hay que establecer la diferencia que subyace entre la 
creación de una ley como emanación de la labor del Parlamento y la anulación de la 
norma como expresión de la función del órgano constitucional: aunque, como bien lo 
sostiene el autor, ambas funciones obedecen a la función legislativa, se establece una 
profunda diferencia que se define así:  
 
La anulación de una ley se produce esencialmente en aplicación de las normas de 
la Constitución. La libre creación que caracteriza a la legislación, prácticamente 
no se presenta en la anulación. En tanto que el legislador no está vinculado a la 
Constitución sino en relación con el procedimiento y solamente de manera 




excepcional en cuanto al contenido de las leyes que debe dictar y ello, únicamente 
por principios o direcciones generales la actividad del legislador negativo, esto es, 
la actividad de la jurisdicción constitucional, por el contrario, está absolutamente 
determinada por la Constitución. Es precisamente por ello que su función se 
asemeja a la de cualquier otro tribunal en general, constituye principalmente 
aplicación del derecho y solamente en una débil medida, creación del derecho; su 
función es, por tanto, verdaderamente jurisdiccional. Son los mismos principios 
esenciales los que se toman en consideración tanto para su constitución como para 
su organización de los tribunales o los órganos ejecutivos. (Kelsen, 1928/2011, p. 
50) 
 
+DEUtD TXH GHFLU WDPELpQ HQ OD UHIOH[LyQ IUHQWH D OD DFWXDFLyQ GH ³OHJLVODGRU
nHJDWLYR´ TXH OOHYDQ D FDER ORV 7ribunales Constitucionales, que existen discusiones 
planteadas hace bastante tiempo, sustentadas en dos hipótesis: una, el alto contenido 
político que subyace en los pronunciamientos de este órgano, a través de sus sentencias, 
y la otra es la que se interroga por la génesis de los argumentos con los cuales 
fundamenta sus decisiones este tribunal, ante el vacío o la imprecisión de la ley suprema 
que demandan su actuación. Es por esto que se sostiene que la corrección  o 
rectificación del texto que hacen los Tribunales Constitucionales corresponde a un 
poder adicional que se abrogan ellos mismos, al margen del constituyente primario, 
frente a asuntos que dejó sin precisar; poder que se impone en ocasiones aun por encima 
de la decisión del órgano parlamentario, que es quien tiene la vocación primigenia de 
plasmar la voluntad popular, como ya se anotó en párrafos anteriores. 
 
Tanto posturas conservadoras como tendencias de izquierda han coincidido en 
señalar que existe una usurpación de poderes de parte de este órgano, pues 
SDUDGyMLFDPHQWH XQ JUXSR UHGXFLGtVLPR ʊTXLHQHV OR FRQIRUPDQʊ QR legitima su 
actuar desde la elección democrática, como ocurre con el Parlamento, sino a través de 
una postulación y elección política, y hace preponderar sus criterios en muchas 
ocasiones al margen o en contravía de la voluntad mayoritaria o del consenso del 
pueblo, en la medida en que este grupo se nombra a sí mismo como intérprete de la 
Constitución. 
 




El considerar la Constitución como una norma de altísima jerarquía exige un 
sistema de prebendas y garantías que puedan blindarla, puesto que es un texto 
contentivo de derechos y de deberes y, por tanto, habrá de estar ligado a  
procedimientos eficaces para preservarla, pues de lo contrario se vería abocada a perder 
VX ³IXHU]D QRUPDWLYD´ \ VH FRQYHUWLUtD HQ XQ GRFXPHQWR GH FRQWHQLGR QHWDPHQWH
político, según la postura de Prieto Sanchís (2013); por tanto, el texto constitucional 




TXH IiFLOPHQWH HO SRGHU MXGLFLDOʊTXe no es ni mucho menos dependiente del poder 
OHJLVODWLYRʊ SXHGH IDFXOWDWLYDPHQWH LPSRQHU VX SURSLD LQWHUSUHWDFLyQ GH XQD QRUPD
incluso al margen o en contra de la postura del legislador, quien es el creador de la 
misma y está legitimado por mandato del constituyente o, lo que es lo mismo, quien 
ejerce la función que democráticamente le delegó el ciudadano. 
 
7RGRHVWRSDUHFH FRQILUPDUTXHSODQWHDPLHQWRV UHVSHFWR DTXH³OD UHVWULFFLyQDO
legislador no viene dada por la Constitución, sino por el Tribunal ConsWLWXFLRQDO´
(Prieto Sanchís, 2013, p. 157) no generan mayores discusiones, ya que este último es 
quien le imprime un alto grado de discrecionalidad cuando se ocupa del ejercicio 
interpretativo de los mandatos de la Carta o, como lo ha mencionado Gargarella, cuando 
VHUHILHUHDOD³EUHFKDLQWHUSUHWDWLYD´SDUDGHQRWDUTXH³ORV MXHFHVXVXUSDQODSRVLFLyQ
TXHGHEHUtDFRUUHVSRQGHUDODYROXQWDGSRSXODU´(Prieto Sanchís, 2013, p. 157). 
 
Es de advertir que no son pocas las objeciones sugeridas a la justicia 
constitucional, como se ha venido mostrando; una de ellas plantea que la existencia de 
un mandato constitucional restringe el actuar democrático que equivale a la decisión de 
las mayorías, así sea en el ámbito de los derechos de rango fundamental, pues en última 
instancia son los jueces constitucionales quienes determinan el contenido que han de 
WHQHUHVWRVGHUHFKRVVXSHULRUHV6XHOHDVtDILUPDUVHTXHHO7ULEXQDOHVHO³yUJDQR´TXH
traduce el texto de la Carta Constitucional; erigiéndose dicho Tribunal para sus 
detractores en una amenaza, por la relación enfrentada que se plantea entre los derechos 
y la democracia, debido a la discrecionalidad con la que los jueces ejercen el control. 
 




Teóricos como Jürgen Habermas también se oponen a la existencia de un Tribunal 
Constitucional debido al control judicial que este ejerce, pero su postura es menos 
extrema frente a los términos en los que podría viabilizarse dicho Tribunal. Partiendo de 
la friccLyQ TXH VH SUHVHQWD HQWUH ³GHUHFKRV \ GHPRFUDFLD´ OD SRVWXUD KDEHUPDVLDQD
IDYRUHFHODGHPRFUDFLDUHVSHFWRDORVGHUHFKRV\SRUWDQWRDVHYHUDTXH³>O@RVGHUHFKRV
del hombre no compiten con la soberanía popular; son idénticos a las condiciones 
constitutivas de una práctica de formación discursivo-pública de la opinión y la 
YROXQWDG TXH VH UHVWULQJH D VtPLVPD´ +DEHUPDV FLWDGR HQ 3ULHWR 6DQFKtV  S
158). 
 
Habría que decir también que frente a las acciones de inconstitucionalidad y 
decisión de recursos de amparo, según Prieto Sanchís (2013), el Tribunal tiene mayores 
posibilidades de desempeñarse y ejercer sus funciones; pero no considera lo mismo en 
OR TXH UHVSHFWD DO ³&RQWURO DEVWUDFWR´ GH ODV QRUPDV SRUTXH OR califica como una 
inadmisible injerencia de un órgano no elegido por la voluntad democrática en el actuar 
del legislador, que por naturaleza es democrático y se conforma como órgano por 
mandato popular, como la emanación de la voluntad libre de los ciudadanos que lo 
eligen.  
 
De la misma manera, existen muchas voces que favorecen y aprueban la 
existencia de la justicia constitucional. Una de mayúscula importancia es la que 
defiende el académico Eduardo García de Enterría cuando respalda las virtudes de dicha 
justicia a partir de un principio que consiste  
 
«HQUHFRQRFHUDOD&RQVWLWXFLyQHOFDUiFWHUGHQRUPDMXUtGLFD>SDUDTXHGHHVWH
modo opere como el] estatuto básico de la vida común, lo cual implica, por fuerza 
como hemos notado en otro lugar, una necesidad nueva, no presente en las 
Constituciones puramente mecanicistas, la necesidad de definir límites al poder 
por relación a los ciudadanos, o, en otros términos, derechos de éstos, tanto a una 
vida privada exenta del poder como a la dominación e instrumentación de éste, 
como, en fin, a las actuaciones positivas del Estado para promover la realidad 
efectiva y la igualdad (García de Enterría, 1994, pp. 175-176) 
 




El juez constitucional está obligado a perseguir el Derecho justo, así las 
implicaciones de sus pronunciamientos tengan en ocasiones efectos políticos adversos; 
no obstante, el límite de su decisión siempre será el derecho alcanzado a través del 
método jurídico inflexible, aunque depende en gran medida de la actividad del 
legislador la tarea que tenga que emprender ese juez constitucional. 
 
No está por demás aseverar, tal y como lo propone García de Enterría (1994), que 
el argumento de la politización de los pronunciamientos del Tribunal Constitucional 
queda superado en la medida en que una sociedad, cualquiera que fuese, no toleraría ni 
legitimaría la vigencia de un órgano colegiado de tales características, cuyos 
pronunciamientos estuviesen atravesados por posturas netamente personales, sin asidero 
jurídico y al margen de la vocación propia y los lineamientos contenidos en su ley 
fundamental. No se trata entonces de pretender defender la tesis según la cual hay una 
total ausencia de una postura política en los pronunciamientos del Tribunal 
Constitucional; evidentemente en las decisiones de un cuerpo colegiado de esta 
categoría se permea la posición política de quienes lo conforman, pero él debe 
responder a una interpretación amplia, armónica e incluyente para garantizar la 
legitimación tanto de las demás ramas del poder público como de la sociedad civil a la 
cual sirve. No es imponiendo sus posiciones como logra su aprobación, sino más bien 
desempeñando su función a través de la armonización de los escenarios políticos y 
jurídicos que le permitan erigirse como máximo veedor, intérprete y guardián de la 
Constitución.  
 
Cabe señalar que frente a los efectos políticos de las decisiones del juez 
constitucional, según García de Enterría:  
 
Se observa que ciertas sentencias del juez constitucional tienen efectos vinculantes 
generales o fuerza de ley. Estas sentencias pueden ocasionar catástrofes no sólo 
para el caso concreto, sino para un invisible número de casos; cuando esas 
sentencias son políticamente inexactas o falsas (en el sentido que desbaratan las 
tareas políticas legítimas de la dirección del Estado) la lesión puede alcanzar a la 
comunidad política entera. Así, más que el juez de otros ámbitos de la justicia, 
puede y debe el juez coQVWLWXFLRQDOQRSHUGHUGHYLVWDODVFRQVHFXHQFLDVʊ\ODV
IUHFXHQWHVFRQVHFXHQFLDVSROtWLFDVʊGHVXVVHQWHQFLDV(Morelli, 1997, p. 50) 





La ampliación del concepto de democracia ha hecho más generosa la Carta de 
derechos y, por ende, la demanda de actuación de los Tribunales Constitucionales. La 
puesta en práctica del concepto de Estado social de derecho también genera y hace 
permeable la justicia constitucional en todas las esferas de la sociedad, en búsqueda de 
una mayor protección y garantía de los derechos. De ahí se desprende la tipología de las 
sentencias de los Tribunales, que van surgiendo en la medida en que el control de las 
leyes realizado por ellos incorpora novedosos elementos. Así lo señala Eliseo Ajá en el 
prólogo del texto Las tensiones entre el Tribunal constitucional y el legislador en la 
Europa actual, cuando manifiesta que:  
 
La protección de los derechos y libertades de los ciudadanos como principal tarea 
de los Tribunales Constitucionales supera los procedimientos previstos para ellos, 
impregna todas las funciones de los Tribunales y lleva al control de las leyes 
criterios nuevos. Ésta es la principal causa de la aparición de nuevas categorías 
jurídicas y del surgimiento de nuevos tipos de sentencias. Categorías de origen y 
naturaleza tan distintas entre sí como el contenido esencial de los derechos, los 
intereses difusos y el efecto expansivo de los derechos se están generalizando en 
todos los países por la tendencia común en los Tribunales de superar la legislación 
para garantizar los derechos reconocidos en la Constitución. (Aja, 1998, p. xxviii)  
 
Es así como  la tarea de protección de derechos y garantías por parte de la justicia 
constitucional se fue haciendo cada vez más requerida, lo que generó que estos 
Tribunales se vieran abocados a dictar diversas clases de fallos para garantizar la 
eficacia de los mismos. 
 
En relación con la variedad o tipología de los fallos que emiten los Tribunales 
Constitucionales, hay quienes sostienen que en las sentencias interpretativas, la justicia 
constitucional opera a manera de legislador positivo; es decir que:  
 
Las sentencias aditivas han permitido la extensión de los derechos sociales, porque 
mediante la interpretación constitucional añaden (aditivas) nuevos  sectores, o 
nuevos derechos, al contenido de las leyes. Este nuevo tipo de sentencias 
reinterpretan las leyes, anulan parcialmente una norma para dar sentido a otra ley, 




limitan algunos efectos de las propias sentencias, incluyen nuevos sectores 
VRFLDOHV HQ OH\HV TXH QR OHV DIHFWDEDQ GLULJHQ PDQGDWRV DO OHJLVODGRU« $
menudo, los Tribunales dejan de ser legisladores negativos para convertirse en 
legisladores positivos, en auténticos legisladores. (Morelli, 1997, p. 50)  
3.4 El Tribunal Constitucional como legislador positivo 
 
$ SHVDU GHO QRPEUH ³OHJLVODGRU QHJDWLYR´ DFXxDGR SRU .HOVHQ (1928/2011) 
respecto al Tribunal Constitucional, cuyo fundamento obedece a un órgano concentrado 
y abstracto que se ocupa de la constante ponderación del postulado que subyace en una 
ley respecto a los planteamientos de la Constitución, el autor no contempló jamás que el 
PLVPRVHFRQYLUWLHUDHQ³OHJLVODGRUSRVLWLYR´RHQXQDHVSHFLHGH³WULEXQDOVXSUHPR´
Kelsen (1928/2011) defiende en su teoría con absoluta claridad que la elaboración de las 
mismas las leyes corresponde al Parlamento u órgano legislativo, quien goza de la 
innegable libertad de configuración política; pero que su anulación corresponde al 
Tribunal Constitucional, cuando el contenido de las mismas riñe con lo preceptuado por 
el Texto Superior. 
 
En contraste con la teRUtD NHOVHQLDQD ʊOD FXDO KD SHUGLGR FLHUWD YLJHQFLDʊ
podría aseverarse que las Cortes o Tribunales Constitucionales contemporáneos no se 
circunscriben a emitir un concepto acerca de si un precepto legal es ajustado o no a la 
Constitución con la cual lo confrontan, también definen en qué términos se ajusta a la 
Constitución. Otros teóricos aseguran que la labor que el Tribunal Constitucional 
desempeña es una función cuasi legislativa por las diversas técnicas de interpretación 
utilizadas, que se evidencian cuando este órgano emite sentencias interpretativas o 
condicionales, aditivas o integradoras y manipulativas, entre otras, o también cuando 
modula los efectos de las mismas. 
 
En ese sentido, habría que decir, entonces, que la labor que emana del Tribunal 
Constitucional no es otra que seleccionar una de las posibles interpretaciones que se 
erigen frente a un mismo presupuesto legal, ya que es precisamente en la opacidad del 
precepto donde se hace imperativo el actuar del Tribunal en mención; es allí donde 
obligatoriamente debe ejercer su función. Sin embargo, para autores como Gustavo 
Zagrebelsky, esta labor interpretativa del juez se origina en lo que él ha dado en llamar 
³GHIHFWRVGHODOHJLVODFLyQ´\HVDVtFRPRSODQWHDTXH 





« OD LPSHUIHFFLyQ GH OD OH\ DOLPHQWD HQ HOORV HO UHVHQWLPLHQWR FRQWUD HO
legislador que ejerce mal su tarea, y favorece que se pidan leyes claras de las que 
el intérprete, sea únicamente un fiel reflejo. De este modo, a partir de la 
degeneración de la ley confirmada en la práctica, se llega a reforzar, aunque no sea 
más que a contrario y en el plano de los deseos, la idea de la interpretación como 
VLPSOHFRQRFLPLHQWR6HUtDSXHVHO³PDOOHJLVODGRU´TXLHQLPSHGLUtDDOLQWpUSUHWH
(el juez, por ejemplo) ser XQ³EXHQLQWpUSUHWH´XQILHOFRQRFHGRU\DSOLFDGRUGHOD
OH\3DUDVHUORGHEHUtDPDQHMDU³EXHQDVOH\HV´HQFDPELRDIDOWDGHHOODVse ve 
obligado por la necesidad de hacer algo que no debería ser tarea suya, buscando 
criterios de interpretación de la ley integradores, correctores e incluso 
sustitutivos. (Zagrebelsky, 2008, p. 142 [Las cursivas son mías]) 
 
En todo caso, Zagrebelsky considera que cuando de interpretar la Constitución se 
trata, se cuenta con una mayor plasticidad, o con un abanico más amplio de 
posibilidades, lo que sustenta el argumento según el cual los textos constitucionales 
JHQHUDQFDPELRV³WUDQVIRUPDQGRVLQUHIRUPDVH[SOtFLWDVQXHYDVFRQGLFLRQHVKLVWyULFDV´
(Zagrebelsky, 2008, p. 227). 
 
De igual modo, los Tribunales están condicionados por diferentes límites, como 
ya se ha mencionado, de tipo político, jurídico y también lingüístico. Frente a estos 
últimos podría decirse que al momento de interpretar, lo que hace el órgano 
constitucional es reasignar el sentido en el cual habrá de entenderse un enunciado legal 
RFRQVWLWXFLRQDO SHURQR OH HVGDGR³FUHDU´GLFKRSUHFHSWR HVWRQRFRUUHVSRQGHD VX
naturaleza. Por tanto, una alternativa para evitar que se despliegue una amplia actividad 
interpretativa es la creación de disposiciones y normas sin ningún tipo de ambigüedades 
y, por ende, blindadas desde su redacción a interpretaciones adversas respecto a la 
vocación mediante la cual fueron creadas. 
 
En desarrollo de la función principal que tiene la jurisdicción constitucional de 
proteger la supremacía constitucional por encima de los poderes previamente 
constituidos se evidencia una especie de contrasentido respecto a la teoría del jurista 
vienés Kelsen, puesto que el órgano constitucional se desenvuelve en la práctica como 
legislador positivo. En consonancia con la dogmática constitucional puede afirmarse 




que a través de las sentencias interpretativas es posible advertir el ejercicio de la función 
legislativa, condición que alcanza el Tribunal Constitucional mediante este tipo de 
fallos y demás pronunciamientos derivados de dichas sentencias; porque con o sin 
intención, la jurisdicción constitucional usurpa el quehacer legislativo al decidir cómo 
debe ser entendida y aplicada una disposición legislativa. 
 
Al mismo tiempo, puede sostenerse que las sentencias interpretativas emanadas 
del Tribunal Constitucional menguan la capacidad interpretativa de los órganos 
legislativo y judicial, ya que estos deberán atender y acatar la interpretación señalada 
por el Tribunal. Así lo propone Francisco Rubio Llorente, como es citado en Morelli, 
FXDQGRSODQWHDTXH³>O@DIXHU]DYLQFXODQWHGHODVVHQWHQFLDVLQWHUSUHWDWLYDVGHO7ULEXQDO
Constitucional no tiene otra razón de ser que la fuerza vinculante de la ley, porque solo 
HVOH\ODQRUPDFRQIRUPHDOD&RQVWLWXFLyQ´(1997, p. 38).  
 
$GYLpUWDVH VLQHPEDUJRTXHDSHVDUGH OD³OLEHUDOLGDG LQWHUSUHWDWLYD´GH ODTXH
goza la jurisdicción constitucional, Javier Pérez Royo propone una tesis respecto a los 
límites de la misma, tanto en el órgano constitucional como en el órgano legislativo, y 
señala que:  
 
La interpretación constitucional es, por tanto, una interpretación de límites. En 
primer lugar por parte del legislador, que, al dictar la norma, determina cuáles son 
los límites que le marca la Constitución. En segundo lugar, por el Tribunal 
Constitucional, que tendrá eventualmente que revisar si los límites 
constitucionales del legislador son los que él considera como tales o no. Para los 
GRV LQWpUSUHWHV ³DXWpQWLFRV´ GH OD &RQVWLWXFLyQ pVWD HV VLPSOHPHQWH XQ OtPLWH
Ahora bien, es un límite que opera de manera distinta para uno y para otro. La 
Constitución es un límite para el legislador, pero el legislador no tiene por qué 
quedarse en el límite o llegar hasta el límite al dictar la ley. Y es que el legislador 
interpreta la Constitución para dictar una norma, para dar solución a un problema 
creando derecho. Para el Tribunal Constitucional, por el contrario, la Constitución 
es exclusivamente límite, ya que su función no es la de crear derecho, sino la de 
impedir que se cree derecho anticonstitucional. (Pérez Royo, citado en Morelli, 
1997, p. 34).  
 




Sin embargo, con su postura, Pérez Royo ubica nuevamente a la justicia 
constitucional como un legislador negativo en el sentido kelseniano, porque niega la 
creación del derecho que arroja su labor interpretativa y la ubica en un rol netamente 
jurídico, marginándola de una postura política, que indiscutiblemente posee. 
 
Habría que decir también que el Tribunal Constitucional como órgano de cierre 
del sistema carece de un mecanismo de control respecto a su actuación, pero su labor 
está circunscrita al texto constitucional mismo; situación distinta a la que se presenta 
con el Parlamento, que ve condicionado su actuar político. No obstante, en palabras de 
6DQGUD0RUHOOL5LFR³ODVDOWHUQDWLYDVSROtWLFDV\MXUtGLFDVGHOD&RUWH&RQVWLWXFLRQDOVRQ
finitas; por el contrario, las que tiene el legislador son todas, salvo aquellas que excluye 
el texto conVWLWXFLRQDO´(Morelli, 1997, p. 49).  
 
También es cierto que el ejercicio del control constitucional que detentan en la 
actualidad los Tribunales Constitucionales ha trascendido la mera declaratoria de 
constitucionalidad o inconstitucionalidad de una norma, es decir, si esta se ajusta o no a 
la normativa superior. En consonancia con el principio de conservación de la norma, 
que simultáneamente se torna en una garantía para el Parlamento, la fórmula más 
adecuada que hallaron para mantener vigente una disposición y evitar al máximo su 
retiro del ámbito legal fue definir cómo ha de ser entendida la misma para que 
permanezca en la esfera normativa, pero a tono con los lineamientos constitucionales. 
La vía más acertada y aceptada mayoritariamente por la cual optaron los Tribunales 
Constitucionales del mundo fue la emisión de sentencias interpretativas, que desarrollan 
la tesis de cómo habrá de entenderse y aplicarse la norma en cuestión.   
 
Pero hay más aún acerca de las sentencias interpretativas. Las omisiones 
legislativas en las que en ocasiones incurre el Parlamento, y que se advierten una vez 
iniciado un juicio de constitucionalidad sobre determinada norma, pueden llevar a 
concluir que la misma está ajustada a la Constitución pero en un radio de acción 
restringido, por lo cual el Tribunal Constitucional subsana dicha limitación ajustando o 
adicionando a la norma lo que considera pertinente, y configura unos destinatarios 
adicionales de la norma, distintos a los comprendidos inicialmente. 
 




De la misma manera existen ocasiones en que el Tribunal Constitucional a través 
de sus sentencias afecta el significado de una ley por medio de la manipulación del texto 
o, mejor dicho, del significado de su texto, lo que sin lugar a dudas origina una nueva 
QRUPDHVWDVLWXDFLyQDIHFWDDOyUJDQRFRPSHWHQWHʊHO&RQJUHVRʊSRUTXHVLQOXJDUD
dudas se lo está despojando de su labor primigenia: la creación de la ley. 
 
Las anteriores situaciones llevan a confirmar la función co-legislativa ejercida por 
los Tribunales Constitucionales, soportada en la función del control de 
constitucionalidad que les es inherente, la cual puede ser entendida sin mucho esfuerzo 
ni argumentos adicionales muy elaborados como una interferencia de la jurisdicción 
constitucional en la función parlamentaria. 
 
Muchos estudios se han ocupado de clasificar los tipos de sentencias emanadas de 
los diferentes Tribunales Constitucionales en distintas partes del mundo; el trabajo de 
Hernán Alejandro Olano García propone una tipología de fallos que de manera genérica 
introduce las principales características de cada uno de estos. Él advierte en su trabajo 
titulado Tipologías de nuestras sentencias constitucionales que las sentencias 
manipulativas son un género que a su vez contiene varias especies o clases de 
sentencias (interpretativas, integradoras y sustitutivas), todas ellas tendientes a reforzar 
el argumento doctrinario de la seguridad jurídica, desde el cual se justifica la liberalidad 
que se abrogan los Tribunales Constitucionales de modular sus fallos para no generar 
mayores traumatismos con sus pronunciamientos. 
 
La justificación cimentada sobre el principio de la seguridad jurídica es la que 
abre la puerta al rol de legislador positivo de los Tribunales Constitucionales del 
mundo, máxime en aquellos sistemas en donde opera una justicia constitucional 
concentrada y a través de las sentencias se toman decisiones y se dan órdenes a los 
diferentes poderes, eventos que se traducen en el ejercicio de la tarea legislativa que por 
naturaleza corresponde al Parlamento. 
 
Por lo expuesto en el presente capítulo podría afirmarse que el Tribunal 
Constitucional tanto en aquellos sistemas en los cuales funciona de manera concentrada 
FRPRHQORVTXHDFW~DGHPRGRGLIXVRHMHUFHXQDODERU³OHJLVODWLYD´HQ ODPHGLGDHQ
que en ocasiones crea derecho a través de sus sentencias o también cuando en algunos 




de sus fallos define cómo habrán de interpretarse las normas creadas por el Parlamento. 
Dicha tarea, asumida por el órgano constitucional, tiene seguidores y fuertes críticas de 
sus detractores, siendo la más recurrente aquella que señala que la conformación de 
dicho Tribunal no se desprende de la voluntad del constituyente primario y, por tanto, 
no es la representación del mismo. Entender este rol de un Tribunal Constitucional es 
definitivo en el trabajo que aquí se propone porque es dentro de tal rol que se va a 
desarrollar la doctrina sobre la protección jurídica a los objetores. 
 
  




CAPITULO IV. MODOS DE INSUMISIÓN. LA DESOBEDIENCIA, LA 
RESISTENCIA CIUDADANA Y SUS FORMAS 
 
Una minoría es impotente solo cuando se aviene a los 
dictados de la mayoría.  
 
Henry David Thoreau 
 
Hasta ahora construimos los conceptos básicos y necesarios para entender el rol 
de un Tribunal Constitucional en un Estado constitucional de Derecho, todo ello porque 
ha sido en el escenario del juez de la constitucionalidad donde se ha definido el 
contenido y alcance de la objeción de conciencia, tal como se expondrá más adelante. 
Este apartado desarrollará las diversas tipologías que las distintas sociedades han usado 
para resistirse al cumplimiento de un mandato legal por reñir con postulados íntimos de 
cada individuo, bien sea de manera individual o colectiva; es así como, sin importar 
cuál sea el escenario, se superpone el mandato de la conciencia a la orden legal. De este 
modo, se abordarán los conceptos de objeción de conciencia y sus modalidades, la 
desobediencia civil y la resistencia, entre otros, como también la noción de libertad, que 
es el principio a partir del cual se otorga protección al objetor por parte del Estado.   
 
Se trata de describir el desarrollo que ha tenido el derecho a desobedecer por 
motivos de conciencia en la sociedad colombiana, que como se ha expresado en otros 
apartes lo ha delimitado, visibilizado y garantizado en algunos casos, gracias a la 
postura de la Corte Constitucional, todo ello por la presión de los colectivos defensores 
de derechos y de la conciencia, de algunos sectores sociales que han exigido y logrado 
ciertas garantías. 
 
Así, se examinarán brevemente las posturas de Henry David Thoreau, John 
Rawls, Ronald Dworkin, Jürgen Habermas, Benjamin Constant, Isaiah Berlin, Norberto 
Bobbio y otros filósofos que se han ocupado del significado de la libertad y de los 
conceptos que en esta subyacen. Con ello se intentará encontrar un punto en común 
sobre el cual edificar el derecho a objetar por motivos de conciencia, porque 
adicionalmente han sido las tesis de algunos de estos pensadores las que han 
fundamentado la jurisprudencia de la Corte Constitucional sobre ese tema.  




4.1 Concepto de libertad para desobedecer en la filosofía política 
 
Como punto de partida y referencia obligada deberá señalarse la postura del 
filósofo estadounidense Henry David Thoreau, como uno de los primeros escritores que 
cuestionaron la ley cuando encubre la injusticia. En una de sus obras más destacadas, 
Del deber de la Desobediencia Civil (Thoreau, 1848/2008), no se ocupó de la relación 
moral del individuo y la ley sino que se preocupó por la conciencia individual y la 
obligación moral que de esta se desprende, para proponer que:  
 
El hombre no está necesariamente obligado a dedicarse a la erradicación de la 
injusticia por monstruosa que sea. Puede dedicarse con decencia a otros asuntos, 
pero como mínimo es su deber, no comprometerse con la injusticia y si eso no le 
preocupa, al menos no apoyarla en la práctica. (Thoureu, citado en Arendt, 2002, 
p. 119) 
 
La obligatoriedad del cumplimiento de los mandatos legales y constitucionales al 
interior de una sociedad plantea de manera simultánea en ciertos conglomerados 
VRFLDOHV OD YROXQWDULHGDG GH KDFHU XVR GH PDQHUD H[FHSFLRQDO GH FLHUWDV ³IRUPDV GH
UHVLVWHQFLD´ TXH VH KDQ LGR FRQVWUX\HQGR \ HMHUFLHQGR GH PDQHra individual y/o 
colectiva por parte de quienes se oponen ²con fundamento en posturas políticas, 
religiosas, éticas, filosóficas u otras² a dicha exigencia.   
 
Marina Gascón Abellán, en su texto Obediencia al Derecho y Objeción de 
Conciencia (1990), retoma la propuesta de Alessandro Passerin d¶(QWUqYHV TXLHQ
consideró que en las sociedades occidentales existen una serie de posibilidades de 
responder o comportarse frente a la imposición del cumplimiento de un precepto 
constitucional, y por tanto clasificó las mismas y propuso las siguientes categorías:  
 
a) Obediencia Consciente: hay una sumisión irrestricta al derecho a partir de la 
convicción moral de que existe una correspondencia entre la norma y el compromiso 
ciudadano de acatarla. b) Obediencia Formal: se genera el cumplimiento de la ley 
siguiendo una tradición de obedecerla. c) Evasión Oculta: el mandamiento del precepto 
se da exclusivamente frente a la inminencia de la sanción; se desdibuja la relación entre 
la postura política y la moral en el individuo. d) Obediencia Pasiva: consiste en 




desobedecer la norma con base en el convencimiento moral de por qué se hace. No 
obstante se acepta la sanción. Aunque se rechaza la obligatoriedad del mandato, se acata 
el castigo derivado de su inobservancia. e) Objeción de Conciencia: de acuerdo con 
G¶(QWUqYHV QR HVWDEOHFH GLIHUHQFLDV VLJQLILFDWLYDV FRQ OD REHGLHQFLD SDVLYD \D TXH OD
divergencia radica en la forma como se manifiesta. De igual forma se rechaza la norma, 
se asume la consecuencia del incumplimiento, para no solo actuar acorde con los 
principios sino también para evidenciar esa convicción. f) Desobediencia Civil: se 
propone como una especie de objeción más idónea, en la medida en que se ejerce 
colectivamente y es el producto de un proceso de elaboración. g) Resistencia Pasiva: 
persigue la transformación del orden establecido y se caracteriza ²como otras 
formas² por el actuar no-violento, pero pretende transformaciones sustanciales al 
interior de la sociedad en que se desarrolla, y h) Resistencia Activa: la violencia es el 
medio a través del cual se persigue la consecución de los objetivos. Puede asimilarse o 
QRPEUDUVHFRPR³GHVREHGLHQFLDUHYROXFLRQDULD´ 
 
De las distintas categorías o tipos de insumisión propuestos por Passerin 
G¶(QWUqYHV KD\ GRV UHOHYDQWHV SDUD HVWH WUDEDMR OD REMHFLyQ GH FRQFLHQFLD FRPR HMH
substancial alrededor del cual se construye esta disertación; y, adicionalmente, como 
marco de referencia, el concepto de desobediencia civil en cuanto figura relevante que 
desde su fundamentación aporta a la discusión y legitimación de la renuencia frente al 
cumplimiento de una orden legal, en la que los grupos minoritarios han encontrado una 
alternativa para enfrentar la ambigüedad de tener que obedecer un mandato que se 
aparta de sus posturas más íntimas y las contradice.  
 
Según el filósofo John Rawls, la desobediencia civil puede definirse  
 
«FRPRXQDFWRUD]RQDGRS~EOLFR\QRYLROHQWRSRUPHGLRGHOFXDOXQDSDUWH
de los integrantes de la sociedad presentan una serie de razones y argumentos para 
desobedecer una ley que perjudica sus intereses grupales y que tiene como 
objetivo último generar unas dinámicas de cambio en el interior del orden 
institucional para que se corrijan una serie de fallas presentes en el mismo. 
(Rawls, 1971/1997)  
 




Rawls llena de contenido el concepto de desobediencia civil, aparejado a otro que 
denomina equilibrio reflexivo, y desde esa óptica construye su teoría, entendiéndola 
como un mecanismo excepcional que persigue el restablecimiento de los parámetros de 
justicia y equidad de los grupos minoritarios que se enfrentan a las mayorías, en la 
medida en que se resisten a cumplir las leyes dictadas por aquéllas al considerarlas 
lesivas y adversas a sus intereses. 
 
Dworkin (1994) asume la desobediencia civil desde la objeción de conciencia y 
plantea que es generalizado el sentir de muchos al considerar la objeción como el 
desacato a la ley, lo que consecuentemente acarrea el castigo. Dworkin (1994) afirma en 
su teoría que, en ciertas ocasiones, se acepta la justificación moral a la objeción pero no 
la justificación jurídica; por tanto, se pone en juego el asunto de la validez de la ley, 
entre objetores y opositores a la objeción. 
 
Entiéndase bien que este autor es partidario del incumplimiento de una norma 
siempre y cuando la validez de la misma genere dudas en el destinatario, motivado por 
la convicción absoluta de que, de acatarla, de actuar conforme al precepto legal estaría 
contrariando su más íntimo convencimiento. De lo anterior se desprende una gran 
responsabilidad para los operadores jurídicos10 frente a quienes se resisten y 
desobedecen las leyes por motivos de conciencia; de aquéllos habría de esperarse que se 
inhiban de castigar o enjuiciar y, contrariamente, posibiliten o coadyuven un cambio 
legislativo o un proceso de adaptación de los procedimientos judiciales para incluir a los 
desobedientes dentro del sistema social.  
 
Por su parte, para Habermas (1997) la desobediencia civil es una infracción 
figurada a la ley, pública, no violenta, que se justifica en la medida en que esas normas 
³LQFXPSOLGDV´ VH FRQVLGHUDQ DGYHUVDV D ORV PDQGatos constitucionales. Los 
desobedientes persiguen fines utópicos con base en los derechos fundamentales, bajo el 
entendido de estar regidos, más que por una Carta Constitucional, por un proyecto 
constitucional inacabado que tiende a completarse con las demandas ciudadanas frente a 
derechos que pueden y deben ser satisfechos en el marco de un Estado de Derecho y 
                                                                                                            
10 Los operadores jurídicos son aquellos de los que depende el derecho aplicable, por ejemplo, los jueces 
y los legisladores. 




que, de paso, certifican el grado de madurez de un sistema de organización como es la 
democracia. 
 
De acuerdo con Habermas (1997), esa decisión de los ciudadanos de materializar 
sus derechos pone en evidencia la tensión entre facticidad y validez: lo que busca el 
desobediente es la participación en el juego político, pero accede a este por otra vía. En 
concreto, Habermas propone interpretar la disidencia como un buen síntoma de una 
democracia sólida, que no solo debe tolerarse sino animarse a partir de situaciones 
puntuales sensatas. De una interpretación de la desobediencia en este sentido podría 
deducirse que es una figura que aporta a procesos democráticos serios en pro de la 
creación y el mantenimiento de procesos participativos cada vez más robustos e 
incluyentes. 
 
Reiteradamente los argumentos que favorecen la desobediencia civil dejan 
entrever un vacío en relación con la existencia de una justificación legal de esta figura. 
Respecto a los argumentos de Rawls, Dworkin y Habermas, el profesor Oscar Mejía 
4XLQWDQD HQ VX DUWtFXOR ³/D MXVWLILFDFLyQ FRQVWLWXFLRQDO GH OD GHVREHGLHQFLD FLYLO´
(2003), considera que los planteamientos de todos ellos apuntan a justificar la figura, 
pero subyace el interrogante de si esas tesis tienen el carácter de jurídicas o pueden 
mutar hasta alcanzar esa consideración legal. Mejía Quintana reconoce que la 
desobediencia civil se encuentra o bien en el límite de la legalidad o al margen de la 
misma, en donde opera como un mecanismo de excepción que puede simultáneamente 
funcionar con justificaciones de orden legal.  
 
En todo caso hay quienes plantean que la inexistencia de la justificación jurídica 
de este tipo de resistencia denominado desobediencia civil se debe a que es el Estado, a 
través de sus instituciones, quien mantiene el monopolio de la interpretación de las 










4.2 La Libertad como fundamento del derecho a la objeción de conciencia 
 
La libertad como valor ha de ser entendida en consonancia con la voluntad del 
sujeto, como derecho individual, y por tanto se requiere que este disponga de la 
suficiente conciencia para actuar en consecuencia. 
 
También es cierto que dicho concepto ha variado con los tiempos, y el concepto 
moderno de libertad dista considerablemente del que tenían los antiguos; es así como  a 
principios del XIX, Benjamin Constant, abierto contradictor de las tesis roussonianas, 
en su Discurso sobre la libertad de los antiguos, comparada con la de los modernos, 
originalmente aparecido en 1819, establece unas claras y marcadas diferencias sobre ese 
concepto de libertad, que ha ido mutando a través de los siglos, de tal forma que la 
voluntad individual para los antiguos se desvanecía frente a la potestad ejercida por el 
colectivo o cuerpo social, ya que la participación era la condición que llenaba de 
contenido la misma; por tanto, Constant asegura en su tH[WR³$VtHQWUHORVDQWLJXRVHO
individuo habitualmente casi soberano en los asuntos públicos, era esclavo en todas sus 
UHODFLRQHVSULYDGDV´(Constant, 1819/1995, p. 4). 
 
Dentro de este marco ha de considerarse la manera como se entendía y además se 
defendía ese concepto de libertad, referido a la influencia que se lograba en el contexto 
de la soberanía de toda la nación, lo cual se traducía en la exacerbación y disfrute pleno 
y absoluto de los derechos políticos, hecho que se compensaba con las restricciones que 
en la esfera privada soportaba el individuo. Para los modernos, la felicidad que otrora 
reportaba a los ciudadanos la incidencia en la vida pública y política ha sido sustituida 
por otros medios, otras formas mucho más cercanas al goce individual y privado, 
marginado de la vida social y del destino de la sociedad como conjunto y mucho más 
próximo a la no intervención del Estado en la esfera íntima. El concepto moderno de 
libertad se ha transformado, ya no es posible aniquilar la independencia frente a los 
derechos políticos, pues el resultado de dicha operación no ofrece las garantías que 
FRQVLGHUDEDQ VXSHULRUHV ORV DQWLJXRV ³/D ILQDOLGDG GH ORV DQWLJXRV HUD FRPSDUWLr el 
poder social entre todos los ciudadanos de una misma patria. Estaba ahí lo que ellos 
OODPDEDQOLEHUWDG/DILQDOLGDGGHORVPRGHUQRVHVODVHJXULGDGGHORVJRFHVSULYDGRV´
(Constant, 1819/1995, p. 9). Podría aseverarse, sin lugar a dudas, que para esa época la 
libertad estaba connotada en las instituciones. 





En suma, propone Constant que tanto la libertad política de los antiguos como la 
libertad individual de los modernos están llamadas a vivir en comunión, pues si, a 
manera de ejemplo, en la actualidad se pretendiera subyugar la libertad individual 
respecto a la libertad política como en la antigüedad, rápidamente el ciudadano quedaría 
sin ninguna de las dos libertades. Considera este autor que no se trata entonces de 
desaparecer las garantías inherentes al concepto de libertad actual, sino más bien de 
incorporar al concepto contemporáneo de libertad el goce generado por la participación 
en la vida política. 
 
Quizá se deba señalar que la libertad como derecho individual, con las 
particularidades inherentes a cada época, ha estado presente desde hace varios siglos, 
sin embargo existe en la actualidad una mayor obligatoriedad por parte de los gobiernos 
de salvaguardar sus fundamentos, puesto que tienen sobre sí un mayor compromiso y 
más elevadas demandas. La diferencia entre ambos tipos de libertades habrá de ser 
aprovechada en favor del ciudadano; es así como los antiguos eran destinatarios de 
gobiernos despóticos, que por fortuna han perdido cierta vigencia en la actualidad, y 
contaban con menos recursos para defenderse de ese proceder arbitrario; en la 
modernidad, si bien el ciudadano es mas apático a las prebendas que la libertad política 
ofrece, se cuenta con más y mejores medios de los que disponían los antiguos para 
preservar y proteger esa libertad individual que enarbolamos. 
 
Hay que advertir que ambas libertades, la de los antiguos y la de los modernos, 
implican cierto grado de exclusión; la de los primeros porque al enfocarse en la 
participación y el disfrute social, marginaba a los individuos de sus propios derechos y 
garantías personales; mientras que los segundos, en su postura más egoísta y hedónica, 
dispuestos solo a reivindicar su propia independencia, se marginan de la participación 
política en la sociedad. 
 
Habría que decir también que autores como Isaiah Berlin proponen entender el 
concepto de libertad en dos sentidos, esto es, como libertad positiva concebida como la 
emanación de la autonomía del ser, y como libertad negativa, asumiéndola como la 
independencia del mismo, para de este modo establecer un balance entre las dos, ya que 
ambos conceptos están plenamente autorizados. En este sentido, Berlin retoma la tesis 








Existe una fuerte confrontación entre dos sistemas de ideas que ofrecen respuestas 
DQWDJyQLFDVDODVXQWRGHOD³REHGLHQFLD \ODFRDFFLyQ´FRQVLGHUDGRSRUHVWHDXWRUGHVGH
KDFHPXFKRWLHPSRFRPR³HOSUREOHPDFHQWUDOGH ODSROtWLFD´/DVGLYHUVDVFRUULHQWHV
han de ser comprendidos desde las ideas que sobre la vida les subyacen y que, por tanto, 
aportan a la construcción de la historia humana y no se quedan en acontecimientos 
propios del medio. 
 
Alrededor de este asunto permanecen los interrogantes del porqué ha de 
obedecerse a otro, renunciando a vivir como se quiera; cuáles son las consecuencias de 
la negativa a obedecer y el límite de esa obligatoriedad, entre muchas otras preguntas. 
 
Del término libertad se han ocupado innumerables historiadores proponiendo de 
paso múltiples acepciones. 1RREVWDQWHHQHO WH[WR³'RVFonceptos sobre la lLEHUWDG´ 
(1996), Isaiah Berlin propone el examen de dos sentidos de los muchos que tiene esta 
palabra, por considerarlos substanciales ya que sobre ellos se construye una parte 
importante de la historia de la humanidad. 
 
(QVHQWLGRQHJDWLYRODSDODEUDOLEHUWDGUHVSRQGHDODSUHJXQWDVREUH³FXil es el 
iPELWRHQTXHDOVXMHWRʊXQDSHUVRQDRXQJUXSRGHSHUVRQDVʊVHOHGHMDRVHOHGHEH
dejar hacer o ser lo que es capaz de hacer o ser sin que en ello interfieran otras 
SHUVRQDV´ (Berlin, 1996, p. 191). En sentido positivo, la libertad se entiende como 
DTXHOORTXH UHVSRQGHD ³TXpRTXLpQHV OD FDXVDGHFRQWUROR LQWHUIHUHQFLDTXHSXHGH
GHWHUPLQDUTXHDOJXLHQKDJDRVHDXQDFRVDXRWUD´(Berlin, 1996, p. 191). 
 
La  idea de libertad, y más precisamente de libertad política es para este autor la 
posibilidad que tiene un individuo de actuar sin ser limitado por otro u otros. Es así 
como no puede hablarse de un ámbito de libertad cuando media la exigencia de otros 
que refrenan las acciones que el individuo llevaría a cabo si no mediase dicha coerción. 
La esfera de la libertad será más o menos extensa cuanto mayor o menor sea el grado de 
intervención en la acción que el individuo pretende llevar a cabo. 





No obstante lo anterior, existía un consenso entre los filósofos políticos ingleses 
en cuanto a que la libertad no podía ser ilimitada, puesto que se llegaría a una especie de 
³OLEHUWDGQDWXUDO´TXHFRQFOXLUtDHQKDFHUSULPDUODOH\GHOPiVIXHUWHSRUWDQWRDOODGR
del valor libertad emergían otros como los de la igualdad, la cultura, la seguridad, que a 
su vez propendían por generar una dinámica de convivencia social y que 
indefectiblemente coartaban esa libertad desmedida. De este modo, pensadores de corte 
liberal como Stuart Mill y Benjamin Constant consideraban, sin embargo, adecuado que 
el accionar libre de los individuos tuviese como límite la ley, siempre y cuando se 
UHVHUYDUD ³FLHUWR iPELWR PtQLPR GH OLEHUWDG SHUVRQDO TXH QR SRGtD VHU YLRODGR EDMR
ningún concepto, pues si tal ámbito se traspasaba, el individuo mismo se encontraría en 
XQDVLWXDFLyQGHPDVLDGRUHVWULQJLGD´(Berlin, 1996, p. 193). 
 
Es así como Berlin sugiere, entonces, delinear una frontera entre la esfera íntima o 
privada y el mundo de la autoridad pública, aunque de paso considera una falacia el 
otorgar derechos políticos y limitar la injerencia del Estado respecto a individuos que 
tienen sus necesidades básicas insatisfechas; esto es, se cuestiona el hecho de que los 
ciudadanos tengan derechos, pero no siempre la posibilidad de viabilizarlos. En este 
sentido la libertad individual no se erige como una necesidad primigenia para todos los 
hombres, lo que conllevaría resignificarla para aquellos ciudadanos que no detentan 
garantías mínimas (Berlin, 1996). 
 
Filósofos como Stuart Mill, Locke o Smith señalaron que un mayor ámbito de 
privacidad del individuo era compatible con una sociedad mucho más armónica y 
avanzada y que, por tanto, debía proscribirse ampliamente la intrusión de cualquier tipo 
de autoridad pública. En tanto que la tesis hobbesiana y de otros pensadores de corte 
conservador recomendaba una mayor intervención del poder central, en desmedro del 
ejercicio del poder individual, para evitar la destrucción de la especie y poder ejercer 
control de manera más eficaz. Aunque al mismo tiempo, ambas corrientes coincidan en 
que un segmento de la vida humana debería quedar al margen del control social para 
evitar de esta forma el despotismo (Berlin, 1996). 
 




Como es sabido, defensores de las libertades individuales entre los que se cuentan  
Burke, Pain, Jefferson y otros, propusieron, para marginar la autoridad de la esfera 
privada del individuo, planteamientos que sugieren propuestas tales como las siguientes:  
 
Tenemos que preservar un ámbito mínimo de libertad personal, si no hemos de 
degradar o negar nuestra naturaleza. No podemos ser absolutamente libres y 
debemos ceder algo de nuestra libertad para preservar el resto de ella. Pero cederla 
toda es destruirnos a nosotros mismos. (Berlin, 1996, p. 196) 
 
Dentro de este marco ha de considerarse el interrogante acerca de cuál debe ser 
ese mínimo de libertad personal. Y puede responderse con múltiples teorías y 
postulados, pero en palabras de Isaiah Berlin es la imposibilidad de que otros interfieran 
en mi actuar por fuera del límite que se impone, un límite que puede variar pero que 
siempre se hace evidente. 
 
El  sentido positivo de libertad da cuenta del deseo del hombre de pertenecerse a 
sí mismo, de no ser instrumentalizado ni por otros hombres ni por fuerzas externas; de 
ser el protagonista de su destino y arquitecto de los medios a través de los cuales va a 
alcanzarlo. 
 
Cuando se nombra la libertad como la posibilidad de erigirse como sujeto (no 
objeto) y a la vez dueño de sí mismo y también como aquella que permite que los demás 
no coarten las decisiones propias, se evidencian dos posturas (positiva y negativa) que 
no demuestran grandes diferencias acerca de un mismo asunto. Sin embargo, el sentido 
negativo y positivo del concepto de libertad surgieron históricamente desde distintas 
orientaciones y finalmente se instituyeron como antagónicos.  
 
Para los fines de nuestro argumento, es oportuno ahora presentar la idea que sobre 
el concepto de libertad propone el teórico italiano Norberto Bobbio (1993), quien llevó 
la discusión sobre la libertad al plano de la democracia, aunque estableciendo una clara 
diferencia entre ambas nociones. Bobbio sugiere un significado trascendente 
inicialmente en el ámbito político, y que define también a partir de los ya nombrados 
tipos de libertad, que han dado en llamarse: libertad positiva (a partir de la definición 




clásica propuesta por Rousseau) y libertad negativa (desde la expresión tradicional 
sugerida por Montesquieu en El Espíritu de las Leyes, de 1748).  
 
La libertad negativD³VHHQWLHQGHHQHOOHQJXDMHSROtWLFR>FRPR@ODVLWXDFLyQHQOD
cual un sujeto, tiene la posibilidad de obrar o de no obrar, sin ser obligado a ello o sin 
TXHVHORLPSLGDQRWURVVXMHWRV´(Bobbio, 1993, p. 97); esta clase de libertad también se 
KDGHQRPLQDGR³OLEHUWDG FRPRDXVHQFLDGH LPSHGLPHQWR´(V DVt FRPRGLVIUXWDGH OD
condición de libertad tanto quien piensa y actúa sin ser reprochado como aquel que se 
exime de cumplir un mandato legal, lo cual es el caso de la objeción de conciencia. En 
el primer escenario no existe una prohibición que impida que se despliegue tal o cual 
acción, y en el otro supuesto no concurre una regla que coaccione a realizar la acción 
que no se considera pertinente; esto en la medida en que en sociedad la frontera de las 
acciones del individuo está demarcada por las leyes.  
 
Tradicionalmente se ha definido la libertad negativa FRPR ³KDFHU R QR KDFHU




Por su parte la libertad positiva, también en el contexto político, se reconoce como 
³ODVLWXDFLyQHQ ODTXHXQVXMHWR WLHQH ODSRVLELOLGDGGHRULHQWDU VXYROXQWDGKDFLDXQ
objetivo, de tomar decisiones, sin verse determinado por la voluntad de otros. Esta 
forma de libertad se llama también autodeterminación o, de manera más apropiada, 
autonomía´(Bobbio, 1993, p. 100). Este significado de libertad apunta a evidenciar la 
posibilidad del individuo de perseguir un propósito sin ser disuadido o apartado del 
mismo. Se entiende que el hombre se otorga a sí mismo las leyes que habrá de cumplir 
y en esa medida solo acata aquellas normas que él creó; por tanto, la libertad se traduce 
en la observancia de la ley que a sí mismo se decretó el hombre. 
 
Según Bobbio, ambos tipos de libertades hacen referencia a campos distintos; la 
libertad en sentido negativo plantea una relación con la acción, esto es, la posibilidad de 
realizar aquellos actos que a bien se tengan, sin ningún tipo de interferencia; mientras 
que la libertad en sentido positivo establece dicha alianza con la voluntad de 
autodeterminación y el propio querer, sin que medie el querer de los demás. En 




FRQFOXVLyQ %REELR SURSRQH KDEODU GH ³OLEHUWDG GH REUDU \ OLEHUWDG GH TXHrer, 
HQWHQGLHQGR SRU OD SULPHUD DFFLyQ QR LPSHGLGD >«@ \ SRU OD VHJXQGD YROXQWDG QR
KHWHURGHWHUPLQDGD´(Bobbio, 1993, p. 103).  
 
Esta descripción será incompleta si no se nombran otras categorías que subyacen 
en los dos tipos de libertades inicialmente planteadas, y de esta forma relacionan la 
libertad negativa con las llamadas libertades civiles, de las cuales sugiere Bobbio (1993) 
que operan como fundamento de la libertad positiva, entendida esta en términos de 
libertad política.  
4.3 La objeción de conciencia 
 
Si bien ya se ha planteado cómo debe ser entendida la objeción de conciencia, 
que, eQ SDODEUDV GH 0DQXHO $WLHQ]D VH SURSRQH FRPR ³XQD FRQWUDGLFFLyQ HQWUH ODV
REOLJDFLRQHVHVWDEOHFLGDVSRUHO'HUHFKR\SRUODPRUDO´(Atienza, 1997, p. 151) o como 
la insumisión frente al cumplimiento de un mandato legal por asuntos de conciencia, en 
principio se presenta como una figura similar a la desobediencia civil, pero se distancia 
de esta en asuntos como que no persigue la desaparición de la norma que se rehúsa a 
cumplir; en la individualidad que se desprende al ser un acto personal que atañe solo al 
fuero interno y, adicionalmente, en que tiene reconocimiento jurídico en algunas 
sociedades donde se erige como derecho fundamental y, por tanto, goza de protección 
legal y constitucional. 
 
La objeción de conciencia justifica la desobediencia al derecho, que se legitima 
cuando la prescripción del mandato legal contraría la conciencia individual del 
destinatario, y aunque, como se anotó, no persigue consecuencias políticas, públicas y 
colectivas, puede alcanzarlas en la medida en que frente a esa norma rehusada a cumplir 
existan otros individuos dispuestos a demandar, también, la inaplicación de la misma. 
 
Puede afirmarse que no es posible desvincular el concepto de la objeción de 
conciencia del concepto de libertad de conciencia, ya que podrían entenderse en una 
relación de género a especie. Esto es, asumiendo la libertad de conciencia como el 
ámbito en el cual el individuo establece una serie de valoraciones que operan a modo de 
rasero frente a lo que considera éticamente correcto y, como consecuencia, determina su 
forma de actuar.  





El derecho, como sistema que regula la conducta externa de los individuos, se 
relaciona con la libertad de conciencia cuando esta se exterioriza a través de actos que 
en ocasiones pertenecen a la conducta jurídicamente esperada y en otras se oponen a lo 
prescrito por la norma, y por tanto deriva en la objeción de conciencia que tiene como 
fundamento la libertad negativa en términos de autonomía, ya que el derecho opera 
como límite a ciertas libertades. 
 
El derecho legítimo a la objeción de conciencia en cuanto derecho subjetivo tiene 
como fundamento la decisión del individuo de optar por incumplir un mandato legal al 
cual está obligado como miembro de una sociedad determinada. Sin embargo, según 
Gascón Abellán,  
 
« VyOR SURFHGH KDEODU GH XQ KLSRWpWLFR GHUHFKR D OD REMHFLyQ GH FRQFLHQFLD
cuando estamos en presencia de una concreta y estricta obligación jurídica y no 
cuando se trata de una libertad, de una obligación que admite modalidades 
alternativas de cumplimiento o de dos obligaciones alternativas entre sí; aun 
cuando estas últimas puedan ser las mejores soluciones jurídicas al problema 
moral y político que supone el conflicto entre el Derecho y la conciencia 
individual. (Gascón Abellán, 1990, p. 245) 
 
Puede sugerirse, entonces, que la teoría general de los derechos fundamentales es 
la que soporta el derecho a la objeción de conciencia y lo ubica como un derecho de 
rango superior, el cual tiene como fundamento teórico y punto de partida para su 
elaboración la libertad de conciencia; aunque en efecto solo puede operar en aquellos 
sistemas donde ostentan un lugar protagónico este tipo de garantías y libertades 
públicas. 
 
La teoría de los derechos fundamentales, como ya se esbozó, llena de contenido 
algunas garantías que pueden no estar reconocidas como tales en el listado de derechos 
positivizados en la Constitución; pero en la medida en que se evidencian como  
emanación del concepto de dignidad humana, piedra angular del resto del contenido 
normativo, gozan de amplísima protección. 




4.4 La objeción de conciencia y su protección judicial 
 
Aquí vale la pena hacer una pequeña digresión sobre el concepto vigente al día de 
hoy del derecho a la objeción de conciencia; concepto que ha ido construyendo el 
Tribunal Constitucional colombiano a partir de su jurisprudencia y contextualizándolo 
de acuerdo con la realidad de una sociedad como la nuestra. Los criterios que han 
fundamentado el sentido actual de ese derecho se han ido depurando y, por tanto, 
resignificando hasta el punto de llegar a reconocerse (por vía de sus sentencias) e 
integrarse en los postulados constitucionales.  
 
Con el objetivo de reconfigurar las libertades clásicas de la filosofía y conciliarlas 
con la vivencia efectiva de las garantías, los Tribunales Constitucionales en el mundo 
contemporáneo, entre los cuales por fortuna no es la excepción la Corte Constitucional 
colombiana, han venido otorgando sentido y construyendo un discurso respecto a 
aquellos derechos que a pesar de no estar explícitamente plasmados en las 
Constituciones detentan una jerarquía superior. Como se ve, según la teoría de los 
derechos fundamentales, esas valoraciones no inmersas estrictamente en el lenguaje 
jurídico que comporta un ordenamiento, por otra vía, por la de la teoría de los derechos, 
han emergido como conquistas políticamente exigibles que trascienden un ejercicio de 
mera retórica  y evidencian en la práctica su efectividad.  
 
Puede decirse que a pesar de corresponderse con una postura menos rigurosa, no 
por ello carece de argumentos serios, que a través de las sentencias en distintas 
instancias han consolidado líneas jurisprudenciales robustas que soportan el contenido 
de esas garantías. 
 
Es válido entonces insistir en afirmar que la Carta de 1991 no contempló el 
derecho a la objeción de conciencia dentro de su articulado, sino que se refirió a la 
libertad de conciencia y de cultos (Constitución Política de Colombia, 1991, art. 18), 
pretendiendo quizás que el derecho a la objeción fuese subsumido en esta norma como 
una acción positiva de protección a la libertad de conciencia. Sin embargo, el resultado 
ha sido la ausencia de protección del mismo por diversas motivaciones, como se verá 
después.  
 




Como se desprende del análisis de las sentencias, ha sido la jurisprudencia de la 
Corte Constitucional colombiana la que ha llenado de contenido el derecho a la objeción 
de conciencia a través de sus fallos, que si bien durante los primeros años ratificaron la 
vocación inicial de no reconocimiento de este derecho, durante los últimos tiempos ha 
ido variando de posición, protegiendo ciertas garantías hasta llegar a declarar que 
efectivamente puede desprenderse de una lectura holista de la Constitución que en 
Colombia es posible entender y salvaguardar el derecho a la objeción de conciencia por 
variadas motivaciones, entre ellas las de índole religiosa, ética, política y filosófica. 
 
A modo de colofón es entonces oportuno plantear uno de los conceptos más 
aceptados en el medio académico sobre el derecho a la objeción de conciencia, que es el 
propuesto por Marina Gascón Abellán, quien la define como  
 
«HO LQFXPSOLPLHQWRGHXQGHEHU MXUtGLFRPRWLYDGRSRU ODH[LVWHQFLDGH
un dictamen de conciencia, que impide observar el comportamiento 
prescrito y cuya finalidad se agota en la defensa de la moralidad individual, 
renunciando a cualquier estrategia de cambio político o de búsqueda de 
DGKHVLRQHV >«@ XQD H[WHULRUL]DFLyQ LQGLYLGXDO \ VLQ SXEOLFLGDG R TXH OD
obligación objetada sea de naturaleza personal. (1990, p. 85) 
 
Dicha definición deberá ser complementada con el significado que ha otorgado el 
Tribunal Constitucional colombiano a esta garantía, la cual ha definido como:  
 
«ODUHVLVWHQFLDDREHGHFHUXQLPSHUDWLYRMXUtGLFRLQYRFDQGRODH[LVWHQFLD
de un dictamen de conciencia que impide sujetarse al comportamiento 
prescrito, por lo que la objeción de conciencia supone la presencia de una 
discrepancia entre la norma jurídica y alguna norma moral, siendo 
reconocido por la Corte que es posible objetar por razones de conciencia 
deberes laborales, educativos y profesionales.11 
 
Conviene, sin embargo, reiterar que la Corte Constitucional se tardó varios lustros 
en virar el rumbo de su jurisprudencia y aceptar la objeción como un derecho 
                                                                                                            
11 Corte Constitucional de Colombia (14 de octubre de 2009). Sentencia C-728/09, Magistrado Ponente 
Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, apartado sobre definición de objeción de conciencia. 




fundamental y, en consecuencia, desarrollar una postura que llenara de contenido dicho 
reconocimiento. Cierto es que lo hizo a partir de los derechos consagrados en los 
artículos 18 (sobre libertad de conciencia) y 19 (que se refiere a la libertad de cultos) de 
la Constitución Nacional, armonizándolos además con el bloque de constitucionalidad. 
4.5 Objeción de conciencia al servicio militar 
 
Es necesario señalar que los orígenes de esta figura se inscriben en el pacifismo 
radical de algunas comunidades religiosas del siglo XVIII, casi todas herederas de la 
reforma protestante, quienes se oponían a ser reclutados para hacer parte de los ejércitos 
con base en su fe y sus creencias; pero fue a partir de la Primera Guerra Mundial que 
esta figura tuvo mayor difusión.  
 
La creación del Estado moderno en Occidente y, como consecuencia, la 
consolidación de regimientos permanentes para su mantenimiento y defensa, gestaron 
un efecto contrario en esas comunidades clericales, permeadas por las posturas 
luteranas, quienes rechazaron de manera enfática y absoluta la obligatoriedad de 
enlistarse, tomar las armas y estar dispuesto al ejercicio de la violencia física contra sus 
pares. 
 
Apelando a razones históricas, se establece una relación entre la objeción de 
conciencia y las tesis de Martin Lutero, porque la práctica de rehusarse a ser 
LQFRUSRUDGRDODLQVWLWXFLyQFDVWUHQVH³SRUUD]RQHVGHFRQFLHQFLDDGTXLULyODFDWHJRUtD
MXUtGLFD GH GHUHFKR LQGLYLGXDO´ (Gordillo, 1993, p. 44) en los países que inicialmente 
fueron más influenciados por la reforma protestante, como son Estados Unidos, 
Australia, Nueva Zelanda y otros países de Europa. Ahora bien, las ideas antimilitaristas 
contemporáneas tienen también su génesis en posturas éticas y morales laicas (no 
necesariamente religiosas) que desde otra cosmovisión persiguen similares objetivos. 
 
Justamente, la obra de Thoreau se inscribe en esa tradición. En 1846, Thoreau se 
negó a pagar impuestos debido a su oposición a la guerra contra México y a 
la esclavitud en Estados Unidos, por lo que fue encarcelado. De este hecho nace su 
obra Del deber de la Desobediencia Civil (1848/2008), en que deja entrever sus ideas 
políticas. En este texto declara uno de los conceptos principales de su ideología: la idea 




de que el gobierno no debe tener más poder que el que los ciudadanos estén dispuestos a 
concederle, llegando a tal punto que propone la abolición de todo gobierno. 
 
El desarrollo de varias de las ideas contenidas en el capítulo anterior fundamenta 
la idea principal de este trabajo, en el sentido en que muestra que el derecho a objetar 
por motivos de conciencia se inscribe dentro de una de las formas que existen 
ʊDFHSWDGDVFRPRLQVWLWXFLyQOHJDOHQDOJXQDVVRFLHGDGHV\HQRWUDVQRʊ\³DXWRUL]DQ´
superponer la convicción personal cuando esta riñe con una norma legalmente 
establecida.  
 
Consecuente con ello, y a partir de la premisa de que la conciencia es una libertad, 
pero el derecho a desobedecer o la resistencia es un derecho, el apartado siguiente 
presentará un breve resumen de la doctrina de la Corte Constitucional colombiana, para 
de esa manera avizorar los cambios de postura que dicho Tribunal ha tomado respecto a 
la concepción de la defensa y garantía del derecho a la objeción de conciencia en 
Colombia, a pesar de que la Carta Constitucional de 1991 no ha cambiado ni se ha 








CAPÍTULO V. LA EVOLUCIÓN DEL DERECHO EN LA JURISPRUDENCIA 
DE LA CORTE CONSTITUCIONAL HACIA LA OBJECIÓN DE 
CONCIENCIA COMO DERECHO FUNDAMENTAL  
 
Seguidamente se mostrará la manera en que la Corte Constitucional colombiana 
ha entendido desde su entrada en funcionamiento la objeción de conciencia; esta 
entidad, a pesar de haber reconocido per se el carácter principalísimo de la libertad de 
cultos y las otras que de ella se derivan, solo desde el año 2009 le ha otorgado el 
carácter de derecho fundamental en nuestro entorno. Es valioso señalar que este cambio 
de jurisprudencia se ha dado sin que se haya reformado el contenido de la Carta de 1991 
en ese sentido, sin embargo, y a pesar del cambio de postura del Tribunal, dicha 
garantía no se encuentra plenamente legitimada en la  sociedad actual.  
 
La finalidad de este apartado no es otra que mostrar cómo desde los primeros años 
de entrada en vigencia de la Carta Fundamental del 91, las posturas disidentes y 
minoritarias que al principio presentaron algunos magistrados a través de los 
salvamentos de voto fueron ganando espacios y terminaron por imponerse. No obstante, 
también existen diferencias sustanciales en cuanto a las materias que se objetan y la 
protección que depreca el Estado y la misma Corte. Hay situaciones, como la prestación 
del servicio militar obligatorio, que tienen cargas adicionales excesivas que tornan 
nugatoria dicha objeción, mientras que otros asuntos se facilitan en el sentido en el cual 
está concebido efectivamente ese derecho. Para mayor precisión, ver el Anexo 1, en 
donde se hace un recorrido por la jurisprudencia de la objeción de conciencia en la 
Corte Constitucional de Colombia.  
 
Es oportuno ahora, como antesala al desarrollo jurisprudencial que ha construido 
el Tribunal Constitucional colombiano en torno al derecho a la objeción de conciencia, 
presentar la propuesta del profesor Charles Epp (2013), quien con una teoría moderna 
defiende la tesis de que la concesión de los derechos no proviene exclusivamente del 
Tribunal Constitucional, sino que se requiere el acopio de varias condiciones para 
generar cambios trascendentales que ofrezcan como resultado el reconocimiento de 
derechos individuales fundamentales, que Epp ha preferido denominar La Revolución 
de los Derechos. 
 




En algunas sociedades, incluida la colombiana, el Tribunal Constitucional ha 
RSWDGRSRUVDOYDJXDUGDUORV³PRGHUQRVGHUHFKRV´GHORVindividuos, constituyéndose en 
un actor más en la ardua tarea de convertirse en un elemento dinamizador y protector de 
las garantías fundamentales. Es importante dicha claridad, puesto que mal se haría si se 
le abrogara a la justicia constitucional la titularidad y el exclusivo protagonismo de los 
logros alcanzados por las diferentes colectividades en cada uno de los Estados, teniendo 
en cuenta que muchos países no cuentan con una jurisdicción constitucional separada, 
como en nuestro caso. En ese mismo sentido, sería también equivocado endilgar a la 
Corte Suprema de Justicia de países como Estados Unidos de Norteamérica o Canadá, 
HQWUH RWURVʊTXH HV TXLHQ GHILQH HQ ~OWLPD LQVWDQFLD D WUDYpV GH VXV VHQWHQFLDV OR
atinente a la preservación de derechos y libeUWDGHV GH FDUiFWHU IXQGDPHQWDOʊ HO
privilegio exclusivo y excluyente de ser la entidad que por sí sola ha legitimado los 
derechos de los ciudadanos. 
5.1 La Revolución de los derechos en la obra de Epp 
 
Consideramos que es muy razonable acoger la propuesta del teórico Charles R. 
Epp, quien en su reciente texto La Revolución de los derechos (2013) llama la atención 
sobre el cambio que aportó la transformación por acción social de los derechos al 
constitucionalismo, el cual en sus inicios surgió principalmente como límite a las 
políticas gubernamentales para posteriormente abanderar la protección de garantías de 
los ciudadanos. 
 
La investigación del profesor Epp indaga sobre la manera en que se han 
impactado cuatro sociedades distintas (Estados Unidos, India, Gran Bretaña y Canadá) 
alrededor de la revolución de los derechos, y utiliza ciertos parámetros de comparación 
entre ellas para confirmar su moderna teoría respecto a las condiciones requeridas para 
que exista en la práctica una real y verdadera revolución. 
 
Inicialmente propone que la suma de una serie de condiciones especiales fue la 
que en los Estados Unidos de Norteamérica generó un cambio importante que arrojó 
como resultado, por un lado, una sociedad más justa y equilibrada, en la cual la garantía 
de los derechos fundamentales e inalienables se ubicó en primer plano, y por el otro, un 
aparato judicial consciente e independiente dispuesto a instrumentalizar el texto 




constitucional como la herramienta idónea para poner en funcionamiento las 
instituciones estatales, de tal modo que el individuo como epicentro del actuar estatal 
HVWp SRU HQFLPD GH ORV LQWHUHVHV GHO (VWDGR 6XPDGR D OR DQWHULRU VH HQFXHQWUD ³HO
aumento de la conciencia sobre lRV GHUHFKRV HQ OD FXOWXUD SRSXODU´ 1R REVWDQWH ODV
condiciones anteriormente descritas, en consideración del autor continúan siendo 
H[LJXDVSDUDGDU FXHQWDGHOSRUTXpVHJHQHUy³XQD UHYROXFLyQGH ORVGHUHFKRV´ (Epp, 
2013). 
 
Apreciando la sociedad norteamericana como aquella en la cual el discurso de los 
derechos civiles está enraizado en todos sus ciudadanos y se transita del discurso al 
disfrute real de los mismos, hay que advertir que dicho reconocimiento es relativamente 
reciente, generado gracias a la sucesión simultánea de varios factores, como la 
conformación de una Corte Suprema con mayoría de jueces liberales, aunada a una serie 
de condiciones que son las que componen la teoría de Epp, las que, por último, 
permitieron que se abriera paso a las discusiones que frente a las garantías y derechos 
individuales debían ser asumidas y resueltas por la máxima instancia de la justicia 
ordinaria norteamericana. 
 
Es significativa la importancia que tiene para el caso colombiano la tesis 
planteada por Epp en el sentido de que reconoce que son varias las fuentes 
concomitantes frente al robustecimiento de los derechos individuales, sin embargo, 
sostiene que el activismo judicial en procura de la defensa de las garantías de los 
ciudadanos está apalancado en la presión ejercida desde las bases mismas de la sociedad 
civil.   
 
Esta teoría reconoce que lo que se ha dado en llamar la revolución de los derechos 
VHHQWLHQGHFRPRXQSURFHVRHVFDORQDGRTXHDUURMyQRYHGRVRV³GHUHFKRV\ OLEHUWDGHV
ciYLOHV´ y que establece una relación dialéctica entre la democracia y los derechos, pues 
HQ ODPRGHUQLGDG \ D WUDYpV GH OD LQWHUSUHWDFLyQ MXGLFLDO VH KDQ LGR FUHDQGR ³QXHYRV
GHUHFKRV LQGLYLGXDOHV´ por parte de los juzgadores, aplaudidos por muchos pero 
también desestimados por posturas bastante conservadoras que han leído  la garantía 
RIUHFLGD SRU ORV MXHFHV D WUDYpV GH OD FUHDFLyQ GH HVRV ³QXHYRV GHUHFKRV´ FRPR OD
usurpación del proceso democrático, al punto de plantear que si bien la vocación de un 
texto constitucional significa, entre otros asuntos, la posibilidad de limitar la 




arbitrariedad del accionar del gobierno de turno, dicha iniquidad ha pasado a manos del 
poder judicial, al permitírsele desplegar su actividad creadora.   
 
La Revolución de los Derechos desde una elucidación tradicional da cuenta de tres 
asuntos puntuales en la construcción de la teoría que la respalda: el primero es el que se 
soporta desde la Constitución, el otro se sostiene desde la judicatura y el último se 
sustenta desde la cultura. Sin embargo, Epp (2013) le apuesta a lo que ha denominado 
³HVWUXFWXUD GH VRVWpQ´ para complementar la interpretación  convencional de esa 
revolución y llenar de contenido su apuesta. 
 
Cuando de defender el concepto de la revolución de los derechos se trata, desde la 
ySWLFDGH OD&RQVWLWXFLyQSODQWHDHO DXWRUTXH³>H@OGHVWLQRGHXQD&DUWDGHGHUHFKRV
GHSHQGH GH IXHU]DV H[WHULRUHV D HOOD´ (Epp, 2013, p. 36), pues un compendio de 
derechos y garantías que conforman un texto no es por sí solo suficiente para su 
efectividad, ya que el articulado de una Constitución es un compendio de ofrecimientos 
que distan mucho de realizarse por sí solos si no cuentan con los medios idóneos para 
hacerse realidad.  
 
La marginalidad del poder judicial con respecto a las presiones políticas derivadas 
de otros órganos de poder lo erige en un órgano verdaderamente independiente, y en el 
imaginario colectivo persiste la idea de que las decisiones adoptadas por los jueces que 
favorecen los intereses y derechos fundamentales derivan del hecho de encontrarse estos 
plasmados en las codificaciones constitucionales, y que es de allí de donde se deriva la 
legitimidad que adquiere el juzgador para protegerlos. 
 
Por tanto, la liberalidad que se abrogan los jueces en aras de otorgar garantías se 
puede fundamentar en la independencia de los juzgadores, que va de la mano con 
algunos derechos plasmados en los textos constitucionales de cada sociedad. Hay 
también quienes son partidarios de considerar que una Carta Constitucional abundante 
en garantías coadyuva la gestación y promoción en los ciudadanos del conocimiento 
acerca de sus derechos, lo cual se convierte en una dinámica que mientras persigue la 
salvaguarda de esos derechos individuales, opera a modo de control frente al actuar de 
los gobiernos. De tal forma que esta presencia de las garantías inherentes a los 




ciudadanos en los textos cRQVWLWXFLRQDOHVSHUPLWH³HOGHVDUUROORGHODFRQFLHQFLDGHlos 
GHUHFKRV´(Epp, 2013, p. 36).  
 
De lo anterior puede colegirse que la fuerza que comporta un texto constitucional, 
en términos de derechos, no depende exclusivamente de él sino de factores externos, 
como el activismo judicial y el control frente al poder legislativo y ejecutivo, entre 
otros.  
 
En lo que toca a esta revolución desde los jueces, se evidencia en una actitud 
protectora frente a los derechos y libertades civiles, ya que sus decisiones en última 
instancia son las que otorgan o niegan la razón de la situación en disputa. De esto se 
desprende que es un activismo judicial fuertemente liberal y respaldado en garantías, 
protección y defensa de derechos lo que ha gestado esa rebelión (Epp, 2013).  
 
El liderazgo de los jueces depende también no solo de su actitud sino de la 
posibilidad que tienen (al menos el Tribunal Constitucional) de controlar la agenda de 
los casos sobre los cuales habrán de pronunciarse, ya que de esa forma pueden dejar de 
lado asuntos que no comprometan de manera relevante los derechos civiles y políticos 
de los gobernados, para ocuparse de situaciones realmente apreciables sobre este asunto 
(Epp, 2013). 
 
Adviértase que a pesar de todo, o sea, de unos jueces abiertamente liberales y 
dispuestos a salvaguardar derechos y garantías y una Constitución generosa en el mismo 
sentido, es insuficiente esa dupla, pues se requiere una legislación favorable y acorde 
con una política orientada a la preservación de esas libertades. En ese sentido continua 
siendo exigua la decisión libertaria de los juzgadores, soportada en una Carta garantista. 
 
/DRWUDH[SOLFDFLyQ³FRQYHQFLRQDO´SRUGHFLUORGHDOJXQDPDQHUDVREUHODIXHU]D
y operancia de la revolución de los derechos se plantea desde la cultura y la conciencia 
de poseer ciertos derechos y de que son los movimientos populares los que han 
impulsado el quehacer de los jueces y han influenciado las decisiones que preservan los 
derechos. Adicionalmente la &RUWH HQ VXV SURQXQFLDPLHQWRV PDWHULDOL]D ³ODV
FUHHQFLDV´ GH ORV FLXGDGDQRV SXHV VRQ ODV FRQGLFLRQHV SDUWLFXODUHV GH ORV FDVRV TXH




debe conocer el Tribunal Constitucional las que dan cuenta de cómo la sociedad 
enfrenta lo relativo a sus derechos y libertades civiles y políticas (Epp, 2013). 
 
La importancia del individualismo tomado de las tesis de John Locke, que 
caracteriza a la sociedad norteamericana, es según algunos estudiosos la génesis de la 
tendencia preservadora de los derechos, que además están plasmados en el texto 
constitucional y direccionan el obrar de los jueces que en última medida deprecan la 
protección. Sin embargo, fenómenos como la globalización han contribuido a permear 
HVD ³FXOWXUD GH ORV GHUHFKRV´ HQ JHQeral en casi todos los Estados, lo cual ha ido 
articulando desde el discurso de los ciudadanos unas demandas en clave de derechos y 
un mayor control frente a las instituciones burocráticas, para de esta manera, con un 
fuerte protagonismo de los derechos y una irrestricta protección judicial, propiciar 
SRVWXUDVPiVLJXDOLWDULDVGHSDUWHGHO(VWDGRRHQSDODEUDVGHODXWRU³ODGLIXVLyQGHOD
conciencia de los derechos civiles en casi todo el mundo sin duda ha contribuido a que 
los sistemas judiciales presten FDGD YH]PiV DWHQFLyQ D OD GHIHQVD GH HVRV GHUHFKRV´
(Epp, 2013, p. 41). 
 
Esta línea de argumentación, o sea la confluencia de factores como la toma de 
conciencia alrededor de los derechos aunada a una Carta generosa y garantista, más la 
voluntad  del poder judicial de materializar las demandas de protección, se convierten 
en la materia prima para la revolución de los derechos; sin embargo, en la propuesta de 
Charles Epp queda faltando la puesta en práctica o materialización del proceso que 
moviliza el aparato estatal y que concluye, en el mejor de los casos, con una sentencia 
favorable en términos de derechos, y esto se logra, de acuerdo con su proposición, a 
través de lo que ha denominado ³HVWUXFWXUDGHVostén´.  
 
Dicha HVWUXFWXUD HV OD TXH YLDELOL]D OD ³PRYLOL]DFLyQ OHJDO´ FRQIRUPDGD SRU
personas naturales y jurídicas que ejercen el litigio y que adicionalmente cuentan con el 
tiempo, el conocimiento y los recursos materiales y demás, para adelantar los procesos 
que han dado como resultado el reconocimiento de los derechos civiles. Conviene, sin 
embargo, advertir que de manera muy particular es el derecho constitucional el que por 
excelencia requiere de un precedente muy fuerte, esto es, de una cantidad de casos 
fallados en el mismo sentido que vayan fortaleciendo una postura en una dirección 
determinada y sentando jurisprudencia para que el resultado final sea un 




pronunciamiento que refleje la posición del Tribunal en determinado ámbito (Epp, 
2013). 
 
En el ejercicio de derecho comparado que ofrece el autor en su texto, sugiere que 
³ODHVWUXFWXUDGHVRVWpQVHGHVDUUROOyDQWHV\PiVVXVWDQFLDOPHQWHHQ(VWDGRV8QLGRV\
VREUH VXV FLPLHQWRV OD &RUWH 6XSUHPD HGLILFy OD 5HYROXFLyQ GH ORV GHUHFKRV´ (Epp, 
2013, p. 118). Si bien los fallos judiciales aportaron para que esa estructura se 
fortaleciera, el resultado final surge por la coadyuvancia de varios factores y no por el 
exclusivo activismo de la magistratura. 
 
El caso de la India hace parte del estudio al que nos hemos referido y se torna 
relevante nombrarlo por haber tenido en la década de los setenta una de las Cortes 
Supremas mas libertarias, garantista, independiente y poderosa; este Tribunal emitió 
sentencias que fueron verdaderos hitos del constitucionalismo indio y representaron el 
LQLFLRGHXQDpSRFD³JORULRVD´SDUDORVGHUHFKRVGHORVFLXGDGDQRV(Epp, 2013).   
 
Hay que reconocer el contenido de los artículos 13 y 32 de la Constitución india, 
que establecen, el primero, la anulación de toda ley que contraríe cualquiera de los 
derechos fundamentales, y el otro, que habilita a los ciudadanos para elevar ante la 
Corte Suprema cualquier petición que tenga que ver con el cumplimiento de los 
derechos fundamentales o principios directivos, como son llamados en algunos casos. 
(Q HO VHQWLU GH DOJXQRV HVWXGLRVRV HVWH ~OWLPR DUWtFXOR HV HO ³DOPD PLVPD GH OD
&RQVWLWXFLyQ\VXYHUGDGHURFRUD]yQ´(Epp, 2013, p. 133). 
 
No obstante, a pesar de que esa sociedad contaba con varios de los requisitos para 
llevar a cabo una verdadera revolución de los derechos, adolecía de una insuficiente 
³HVWUXFWXUD GH VRVWpQ GH OD PRYLOL]DFLyQ OHJDO´ (Epp, 2013, p. 120) o, lo que es lo 
mismo, de una impropia convergencia de recursos de diversa índole, aunado a 
organizaciones sociales y demás, comprometidas con adelantar las demandas y llevarlas 
hasta la última instancia; condiciones estas que han menguado la defensa y garantía de 
los derechos individuales por parte de la Corte Suprema; de esa forma, se tornaron 
insuficientes tanto el texto constitucional como las garantías allí contenidas, y el sistema 
judicial y la actividad de los operadores jurídicos, decididos a poner a los ciudadanos en 




condiciones de un disfrute real de derechos fundamentales, aunque esos derechos no 
estuviesen explícitamente enumerados en la Carta. 
 
Aquí ha de hacerse referencia también a Gran Bretaña, que hace parte del análisis 
comparado del profesor Epp. Deben recordarse algunas características que no 
favorecerían allí la revolución de los derechos, como son: la ausencia de una Carta de 
derechos, el conservadurismo evidente de sus jueces y la irrestricta confianza en la 
preponderancia y supremacía del órgano parlamentario; lo que en la práctica pareciera 
inviabilizar una actividad más liberal y proactiva por parte de los operadores jurídicos. 
Sorprende comprobar, no obstante, durante los últimos años, cómo el Comité de 
$SHODFLRQHV GH OD &iPDUD GH ORV /RUHVʊHV GHFLU OD &RUWH 6XSUHPD %ULWiQLFDʊ \
jueces de otras jerarquías se han pronunciado en el sentido de desplegar protección 
frente a garantías individuales de los ciudadanos. Aunque conviene precisar que esa 
sociedad tiene como antecedente una solvente conciencia sobre sus derechos, lo cual se 
conjuga, además, con una importante atención ejercida sobre el gobierno sajón en lo que 
respecta a derechos humanos y demás, desplegada por parte de la comunidad europea 
(Epp, 2013). 
 
3XHGH DILUPDUVH TXH HQ HVWD UHJLyQ KD RSHUDGR XQD ³PRGHVWD UHYROXFLyQ GH ORV
GHUHFKRV´HQODPHGLGDHQTXHOD&RUWHGHVYLyVXDWHQFLyQTXHDQWHVVRORVHGLULJtDD
controversias de tipo económico, hacia aquellas que demandaban la protección de 
garantías individuales. Adicionalmente a ello, habrá de nombrarse la estructura de 
sostén de la cual ha podido disponer el Reino Unido, que si bien es incomparable a 
aquella con la que cuenta una sociedad como la norteamericana, ha sido el elemento 
dinamizador y proactivo, dado el compromiso de abogados y colectivos ligados con la 
causa de los derechos civiles, que más ha jalonado ese cambio. Como es sabido, la 
carencia de una Constitución y el conservadurismo de sus jueces, representan para Gran 
Bretaña una aguda dificultad, hechos que reiteran y permiten concluir que el cambio 
que se ha gestado en cuanto a los derechos no tiene su origen en el texto constitucional 
ʊLQH[LVWHQWHʊQLHQVXVRSHUDGRUHVVLQRHQODGHFLGLGDSRVWXUDGHOos defensores de la 
causa y en la disponibilidad de los recursos para concretarla (Epp, 2013). 
 
Canadá es el último país que hace parte del estudio en el cual se compara el 
proceso y la puesta en marcha de la revolución de derechos, teniendo en cuenta tópicos 




similares para confrontar (como se hizo) con las legislaciones de los otros países que 
hacen parte de la investigación del profesor Charles Epp, por ejemplo: los derechos de 
las mujeres, la legislación penal para la comunidad carcelaria, el derecho probatorio, 
entre otros tópicos.   
 
La sociedad canadiense es un claro y vívido ejemplo de convivencia de la casi 
totalidad de las condiciones necesarias para que pueda operar una verdadera revolución 
de derechos, esto es: conciencia popular de los derechos, libertad de la Corte Suprema 
para seleccionar los casos objeto de su estudio o revisión, una Constitución garantista 
con derechos individuales incorporados y una conformación mayoritariamente liberal de 
los togados que conforman la Corte Suprema de Justicia. De esta manera, confluyen 
WRGRV ORV FRPSRQHQWHV SDUD OD FRQIRUPDFLyQ GH XQD YHUGDGHUD ³HVWUXFWXUD GH VRVWpQ
SDUDODPRYLOL]DFLyQOHJDO´(Epp, 2013, p. 239). 
 
A pesar de las similitudes entre las sociedades norteamericana y canadiense en 
cuanto a diversidad cultural, acceso a la educación y alto poder adquisitivo, para el 
presente análisis es más valioso hablar de las diferencias entre ellas, que pueden 
resumirse, en palabras de Charles Epp (2013), como que la primera es liberal e 
individualista, mientras la segunda es comunitaria y conservadora; condiciones estas 
que han influido en la forma como los ciudadanos han accedido al disfrute de sus 
derechos. Así, la sociedad canadiense se identificaba con una postura política e 
ideológica arraigada en programas comunitarios, con alta credibilidad en las 
instituciones, lo cual generaba mucha resistencia de los jueces para otorgar garantías 
individuales al margen de las ya reconocidas. Sin embargo, es de anotar que la 
implementación de la Carta de derechos de 1982 generó un notorio impacto en la Corte 
Suprema, lo que se tradujo en un irrestricto compromiso a favor de los derechos 
individuales y sedujo a  defensores y litigantes a continuar la tarea de perseguir su 
preservación, y adicional a ellos, los jueces optaron por una labor más creativa y garante 
en beneficio de los ciudadanos (Epp, 2013). 
 
Sin embargo, el logro de la experiencia canadiense no puede atribuirse 
exclusivamente al contenido de la Constitución de la década del ochenta, pues a ella la 
DQWHFHGLy³HOGHVDUUROORGHXQDDFWLYDHVWUXFWXUDGHVRVWpQSDUD ODPRYLOL]DFLyQ OHJDO´
(Epp, 2013, p. 258), que también es responsable de esa Carta de Derechos generosa y 




OLEHUWDULD R FRPR GLFH 0RUWRQ ³/D &DUWD HQ Vt QR KD VLGR WDQWR OD FDXVD GH OD
UHYROXFLyQFRPRHOPHGLRDWUDYpVGHOFXDOVHODLPSXOVy´(citado en Epp, 2013, p. 258). 
 
En la teoría moderna de Charles Epp se evidencia la aparición de los Tribunales 
Constitucionales y la posición asumida por estos de enarbolar la incorporación y 
defensa de derechos civiles y garantías individuales, al margen de las posturas 
mayoritarias e institucionales. Esta labor ha sido también asumida por las distintas 
Cortes Supremas en aquellas sociedades donde no está separada la jurisdicción 
constitucional de la jurisdicción ordinaria, como es el caso colombiano. 
 
No obstante, la labor de las altas Cortes no ha sido exclusiva y excluyente para el 
logro de las metas alcanzadas; como bien  ha demostrado el texto de referencia, ha sido 
la confluencia de diversos factores la que consecuencialmente ha provocado 
experiencias exitosas, como es el caso de Canadá. Como se dijo al principio, las 
condiciones convencionales han de estar acompañadas por esa estructura de sostén 
conformada por la posición decidida de abogados y defensores de derechos civiles con 
capacidad de llegar hasta las altas esferas del aparato judicial y hacerse escuchar, 
conjuntamente con recursos económicos, materiales y profesionales para desempeñar la 
labor y la puesta en escena de la defensa de los derechos que se pretende.  
 
Para simplificar podría decirse que las revoluciones de derechos se gestan de 
abajo hacia arriba (y no viceversa), lideradas por una sociedad civil comprometida con 
la causa de los derechos y que posterior o simultáneamente logran tener eco en el 
tribunal encargado de pronunciarse frente a esos asuntos. La incorporación en las 
agendas de las Altas CRUWHV GH ORV DVXQWRV DWLQHQWHV D ORV GHUHFKRV FLYLOHV ʊTXH
desplazaron las pasadas súplicas de asuntos referidos casi exclusivamente a la 
HFRQRPtD OD LQGXVWULD \ GHPiVʊ HV SURGXFWR GH XQD GREOH tributación, esto es, una 
judicatura comprometida con la causa de los derechos y las libertades y una estructura 
de sostén que acompaña y crea la sinergia necesaria para tal fin. 
 
El argumento que descalifica el accionar de los jueces que se han atrevido a crear 
y aplicar medidas garantistas aún al margen de su positivización por no haber sido 
funcionarios nominados en el ejercicio democrático queda descartado si se entiende 




también como una intervención democrática la defensa a ultranza que hacen de los 
derechos, en ocasiones frente a las mismas mayorías. Cabe por último señalar que  
 
El respeto de los derechos es el resultado de esfuerzos colectivos y de una 
HVWUXFWXUDGHVRVWpQDVHQWDGDHQODVRFLHGDGFLYLO>«@1LXQD&RQVWLWXFLyQHVFULWD
ni una cultura defensora de los derechos ni la actitud liberal de los jueces son 
suficientes para lograr que el sistema judicial preste una atención sostenida a los 
derechos y los respalde. (Epp, 2013, p. 302) 
5.2 La objeción de conciencia en la Corte Constitucional 
 
La entrada en vigencia de la Corte Constitucional como órgano novedoso dentro 
la Constitución Política de 1991 presentó una postura programática de la Constitución y 
un desarrollo de los derechos fundamentales. Sin embargo, en el tema de la objeción de 
conciencia hubo inicialmente una postura bastante conservadora y mayoritariamente 
reacia al reconocimiento del derecho a la objeción de conciencia como una garantía de 
rango fundamental, por lo cual esa tendencia marcó el primer momento de la 
jurisprudencia de esta Corporación.  
 
Es así como puede nombrarse una predisposición ortodoxa al reconocimiento de 
este derecho, no tanto en lo que hace referencia a su fundamentación sino en cuanto a la 
aplicación y la forma de garantizarlo para tener un goce efectivo del mismo; todo ello  
bajo el argumento de que las libertades reguladas en los artículos 18 y 19 de la 
Constitución Nacional, esto es, la libertad de conciencia y la libertad de cultos 
respectivamente, no comportan el derecho a la objeción de conciencia. Se acudió al 
argumento originalista de que la intención de los constituyentes no fue la de incorporar 
la objeción de conciencia al articulado de la Carta de 1991 y, por tanto, debía 
continuarse con idéntica tendencia por parte del Tribunal Constitucional. 
 
Hacer una enumeración de los argumentos más significativos que se encuentran 
en las sentencias emitidas por la Corte en torno al derecho a la objeción de conciencia y 
sugerir escuetamente el desarrollo que ha tenido el mismo es la tarea propuesta en este 
apartado; labor que va a desplegarse siguiendo la recomendación del profesor Diego 
/ySH] 0HGLQD TXLHQ UHVSHFWR DO DQiOLVLV MXULVSUXGHQFLDO SURSRQH TXH ³OD
interpretación de sentencias aisladas no da una buena idea del desarrollo sistemático de 




la jurisprudencia y esto resulta crucial para entender el aporte del derecho de origen 
MXGLFLDODWRGDVODVUDPDVGHOGHUHFKR´(López Medina, 2012, p. 139).  
 
El concepto del derecho a la objeción de conciencia que actualmente asume la 
Corte Constitucional ha ido mutando desde los inicios de su funcionamiento. Nuestra 
Carta Constitucional habla de libertad de conciencia y la propone así: 
 
Se garantiza la libertad de conciencia. Nadie será molestado por razón de 
sus convicciones o creencias ni compelido a revelarlas ni obligado a actuar 
contra su conciencia. (Constitución Política de Colombia, 1991, art. 18) 
 
Esta libertad de conciencia habrá de entenderse como una consecuencia de la 
libertad de pensamiento y la libertad de profesar cualquier religión, y está incluida 
dentro de prácticamente todos los tratados, acuerdos y pactos internacionales sobre 
derechos humanos, sociales y políticos, definida de una manera muy similar,12 pero la 
mayor parte del desarrollo de esos derechos, a partir de pronunciamientos de diferentes 
Cortes Internacionales e informes, hace relación principalmente al derecho al ejercicio 
de la libertad religiosa y la libertad de credos. En pocos apartes se menciona la 
posibilidad de la objeción de conciencia en los casos, por ejemplo, del servicio militar 
obligatorio.  
 
Ahora bien, entendiendo la objeción de conciencia como la insumisión a la norma 
positiva o el incumplimiento de un mandato legal porque riñe con el convencimiento 
íntimo del objetor, podría nombrarse dicha resistencia como una especie del género 
libertad de conciencia. 
 
                                                                                                            
12 $UWtFXOR  GH OD 'HFODUDFLyQ 8QLYHUVDO GH 'HUHFKRV +XPDQRV ³7RGD SHUVRQD WLHQH GHUHFKR D OD
OLEHUWDGGHSHQVDPLHQWRGHFRQFLHQFLD\GHUHOLJLyQ«´ 
Artículo 3 de la Declaración AmericanDGHORV'HUHFKRV\'HEHUHVGHO+RPEUH³7RGDSHUVRQDWLHQHHO
derecho de profesor libremente una creencia religiosa y de manifestarla y practicarla en público y en 
SULYDGR´ 








Los primeros pronunciamientos de la Corte Constitucional, al referirse a la 
libertad de conciencia, la cual se encuentra consagrada en nuestro ordenamiento,  
plantearon que:  
 
« la Constitución Política, en su artículo 18, garantiza la libertad de 
conciencia, de lo cual se desprende que, a partir del inalienable fuero interno de 
cada individuo, este goza de facultad para actuar o abstenerse de hacerlo en 
virtud de su razón práctica, de su pensamiento y de su íntima convicción, claro 
está, sobre la base, implícita en todo derecho y en toda libertad, de que sus 
expresiones están limitadas por los derechos de los demás y por las necesidades 
propias del orden público, la tranquilidad, la salubridad y la seguridad 
colectivas.13  
 
Sin embargo, no sucedió lo mismo cuando se empezó a demandar el 
reconocimiento del derecho fundamental a la objeción de conciencia frente a la 
prestación del servicio militar obligatorio, soportándose en el mismo artículo, ya que 
frente a este asunto, en la misma providencia, declaró la Corte:  
 
La garantía de la libertad de conciencia no necesariamente incluye la 
consagración positiva de la objeción de conciencia para prestar el servicio 
militar.  Esta figura, que en otros sistemas permite al individuo negarse a cumplir 
una obligación como la mencionada cuando la actividad correspondiente 
signifique la realización de conductas que pugnan con sus convicciones íntimas, 
no ha sido aceptada por la Constitución Colombiana como recurso exonerativo 
de la indicada obligación.14 
 
Es así como el Tribunal Constitucional durante los primeros lustros de su 
existencia no reconoció el derecho a objetar por asuntos de conciencia en lo que 
respecta al deber constitucional de prestar servicio militar obligatorio, bajo diversos 
argumentos: uno de ellos, de carácter originalista acudiendo a la voluntad del 
constituyente, como ya se había mencionado, consistía en que la propuesta de plasmar 
                                                                                                            
13 Corte Constitucional de Colombia (8 de junio de 1992). Sentencia T-409/92, Magistrado Ponente José 
Gregorio Hernández, num. III. Consideraciones de la Corte Constitucional, literal D. La Libertad de 
Conciencia. 
14 Ibíd. 




este derecho en la Carta Constitucional de los colombianos fue derrotada en el seno de 
la Asamblea Nacional Constituyente de 1991, encargada de la elaboración de este 
instrumento; por lo tanto, esta posición, que debía tomarse como una simple referencia, 
fue utilizada durante algún tiempo para no permitir que este derecho tuviese el rango 
que finalmente ostenta.  
 
Otra tesis mediante la cual se soportaba el no reconocimiento de este derecho 
como una causal eximente de la prestación del servicio militar era que dichas causales  
contempladas en la ley son taxativas, de lo que se desprende que el legislador no las 
consideró, motivo por el cual no le era dable al juez constitucional hacerlo. De otro 
lado, se planteaba que de la Constitución también emanan deberes (como la prestación 
del servicio militar) que propugnan por el bien común, por tanto su cumplimiento se 
torna obligatorio en aras del mantenimiento del orden, la convivencia pacífica y el 
cumplimiento del principio de solidaridad, pues de lo contrario, si fuera al arbitrio de 
los ciudadanos cumplir o no los preceptos legales soportados en los mandatos de su 
conciencia, se haría inviable una sociedad organizada; sin embargo, la anterior 
descripción sería incompleta si se pasara por alto el planteamiento de la misma Corte 
que propone que así como no existen derechos absolutos, tampoco deberes absolutos, 
por tanto, en determinadas circunstancias podría obviarse el cumplimiento del deber 
mencionado.  
 
Para un mejor entendimiento, veremos de forma abreviada la evolución que ha 
tenido el derecho fundamental a la objeción de conciencia, no solo frente al servicio 
militar obligatorio, sino respecto a otras realidades, por parte del Tribunal 
Constitucional colombiano, el cual en sus inicios evidenció un marcado acento 
conservador y discreto cuando de garantizar el derecho a la objeción de conciencia se 
trataba; pero, en efecto, a través del tiempo y de desarrollos doctrinales y 
jurisprudenciales posteriores, terminó por reconocer, proteger y garantizar en alguna 
medida este derecho, desde la perspectiva de la supremacía constitucional, el bloque de 
constitucionalidad, los tratados internacionales suscritos por el Estado colombiano, 
entre otros.  
 
  




5.2.1 Primera Etapa (1992-2009). Negación de la existencia y protección del 
derecho fundamental a la objeción de conciencia. 
 
Las sentencias proferidas por la Corte Constitucional durante gran parte de su 
existencia fueron adversas al reconocimiento y protección del derecho fundamental a la 
objeción de conciencia frente a la prestación del servicio militar obligatorio, pues a 
excepción de unos cuantos salvamentos de voto, la posición mayoritaria apuntó siempre 
a defender la imperativa obligatoriedad de cumplir con el mandato constitucional de 
incorporarse a las filas. Es así como durante ese período se sostenía que  
 
«SRU IXHUD GHO iPELWR GH ODV H[HQFLRQHV SUHYLVWDV HQ OD OH\ H[LVWH XQ GHEHU
ineludible de prestar el servicio militar. Como se puede apreciar a partir del 
recuento legislativo realizado, al regular las exenciones al servicio militar 
obligatorio el legislador no se ocupó de la objeción de conciencia, razón por la 
cual cabría decir que el ordenamiento jurídico, ni consagra, ni excluye, la objeción 
de conciencia al servicio militar.15 (El subrayado es mío) 
 
Es el caso, por ejemplo, de las sentencias T-409/92 y T-363/95 (M.P. José 
Gregorio Hernández), en las cuales la solicitud radicaba en proteger el derecho a la 
libertad de conciencia (Constitución Política de Colombia, 1991, art. 18) de tres 
bachilleres menores de edad quienes alegaron la pugna que se generaba entre sus 
íntimas convicciones, por el credo que profesaban, y el cumplimiento del deber 
constitucional de incorporarse al ejército. En estos eventos el Tribunal resolvió que la 
libertad de conciencia como derecho subjetivo no se impactaba de manera negativa con 
el cumplimiento de un deber, como lo es la prestación del servicio militar. De manera 
específica, la sentencia T-409/92 reconoce la superioridad de los postulados que 
reivindican la libertad de conciencia como la emanación de las libertades de las que 
disfrutan los individuos en sociedades que se desenvuelven como verdaderos Estados de 
derecho, y señala:  
 
En principio, la conciencia misma del individuo, dada su propia naturaleza, 
no está expuesta a violaciones por actos de la autoridad. Son las 
manifestaciones exteriores, derivadas del proceso interno, las que pueden 
                                                                                                            
15 Corte Constitucional de Colombia (14 de octubre de 2009). Sentencia C-728/09, Magistrado Ponente 
Gabriel Eduardo Mendoza, apartado V. Concepto de la Procuraduría General de la Nación, num. 5.2.3. 




verse coartadas, impedidas, dificultadas o condicionadas mediante acción 
del Estado o sus agentes, o de particulares.  
« OD GRFWULQD MXUtGLFD KD FODVLILFDGR D OD OLEHUWDG GH FRQFLHQFLD FRPR
individual, por cuanto antes de ser un ciudadano libre frente a la sociedad, el 
hombre tiene derecho a ser un individuo libre, esto es, exento de coacciones 
y atentados arbitrarios que afecten, impidan o sancionen la exteriorización 
de sus convicciones íntimas, mientras ellas en sí mismas no causen daño a la 
colectividad. 
Las constituciones políticas de la mayoría de los estados democráticos 
garantizan la libertad de conciencia, lo cual implica dos efectos: que cada 
individuo tiene derecho a regular su vida de acuerdo con sus creencias y que 
el Estado no tiene facultad para imponérselas; él debe tener en cuenta tales 
creencias para permitirle ejercer su libertad.16 
 
Sin embargo, el Tribunal concluye en ambos casos que la incorporación de estos 
ciudadanos a las filas no debe contravenir sus convicciones íntimas, ya que pueden 
desempeñar actividades de tipo administrativo dentro de la institución; reiterando, 
además, que el reconocimiento de la objeción de conciencia en esos eventos requería la 
previa incorporación de esa figura al ordenamiento jurídico, por lo que protegerla sería 
actuar por fuera de las competencias de esa Corporación.  
 
Aquí hemos de referirnos también a otras providencias que por la misma época 
dictó la Corte, con la particularidad de que en ellas se evidenciaba una colisión de 
derechos, esto es, la libertad de conciencia enfrentada a otro u otros derechos. Es así 
como se demandaba protección de ciertas garantías, con fundamento en el derecho a la 
objeción de conciencia, referido a circunstancias como la que plantea la sentencia T-
539A/93, en la cual la demandante solicitaba protección a su derecho de guardar el 
sabath, ya que su pertenencia a la iglesia adventista le impedía cursar una materia del 
pensum de su pregrado, que solo era ofrecida los días sábados por la institución 
universitaria en la cual estaba matriculada. En esta sentencia, la Corte negó el amparo 
deprecado, confirmando los pronunciamientos de ambas instancias y enfatizando en la 
                                                                                                            
16 Corte Constitucional de Colombia (8 de junio de 1992). Sentencia T-409/92, Magistrado Ponente José 
Gregorio Hernández., apartado III. Consideraciones de la Corte Constitucional, literal D. La Libertad de 
Conciencia. 




flexibilidad que debería desprenderse de las prácticas religiosas, toda vez que en el caso 
puntual se atentaba contra la autonomía universitaria y, de paso, se hacía inviable el 
funcionamiento de cualquier institución al tener que atender las necesidades particulares 
de cada estudiante.  
 
Aun así, con salvamento de voto de esta sentencia, el magistrado Eduardo 
Cifuentes Muñoz se apartó de la decisión mayoritaria y consideró que frente a la 
colisión de derechos evidenciada debió protegerse la libertad de conciencia por la fuerza 
normativa que este derecho comporta, toda vez que hace parte de la Declaración de 
derechos del hombre de 1789, lo que le otorga un rango superior indiscutible. Es así 
como la Corte propone, entonces, que  
 
La objetividad del derecho hace más seguro al sistema pero afecta la 
comunicación entre el derecho y la realidad. La justicia del caso satisface las 
necesidades sociales de justicia pero hace inseguro y aleatorio el sistema. Por eso 
es necesario encontrar un punto intermedio en el cual beneficios y desventajas 
encuentren su mejor combinación.17 
 
La tesis que sustenta el salvamento de voto puede considerarse como un esbozo o 
un primer ejercicio de construcción de la doctrina, que años más adelante se terminaría 
por imponer al interior del Tribunal.  
 
En un sentido similar se pronunció la Corte a través de la sentencia T-877/99, 
M.P. Antonio Barrera Carbonell, cuando un grupo de estudiantes de secundaria de un 
plantel privado, pertenecientes a la comunidad de los Testigos de Jehová, solicitaron se 
les protegieran sus derechos conculcados, pues perdieron la posibilidad de continuar su 
formación en dicho plantel al negarse a participar en actos cívicos ajenos a la religión 
que profesaban. 
 
En el análisis asumido por la Corporación, se determinó que la libertad religiosa 
es un derecho de rango superior susceptible de ser protegido, no obstante los actos a los 
que se oponían los tutelantes (izar la bandera, participar en actos cívicos, etc.), y que 
                                                                                                            
17 Corte Constitucional de Colombia (22 de noviembre de 1993). Sentencia T-539A/93, Magistrado 
Ponente Carlos Gaviria Díaz, num. IV. 1 del Salvamento de voto. 





un deber cívico previsto en el reglamento y manual de convivencia de la institución 
educativa y que bajo ninguna circunstancia pueden entenderse como generadores de 
contradicción entre la postura subjetiva a partir de las creencias religiosas y el 
cumplimiento de un deber ciudadano. 
 
De igual modo, en esta providencia el magistrado Eduardo Cifuentes Muñoz salva 
nuevamente su voto por considerar que la oposición que plantean los accionantes de 
participar en actividades cívicas no tiene consecuencias relevantes ni frente a sus pares 
ni respecto a derechos fundamentales y que bajo ese entendido y en el marco de un 
Estado Social y Democrático de derecho sería mucho más pertinente garantizar la   
protección demandada. 
 
Como se afirmó anteriormente, los salvamentos de voto de algunas de las 
primeras sentencias alrededor de la objeción de conciencia se convirtieron en la génesis 
de la doctrina que con posterioridad se impondría al interior del Tribunal, por lo cual es 
pertinente visibilizar el contraste que respecto a la postura imperante en esta época se 
evidenció en algunos fallos, en lo atinente al otorgamiento de las garantías que se 
desprenden del reconocimiento del derecho a la objeción de conciencia. Particularmente 
la sentencia C-511/9418 propone que debe existir una correspondencia entre la demanda 
que hace el Estado respecto a la obediencia de los deberes y el respeto de los derechos 
humanos, cuya teoría se ha incorporado ampliamente al derecho positivo. 
 
Por lo anterior, es oportuno reiterar que uno de los temas que mayor polémica ha 
causado al interior de la Corte Constitucional cuando se trata de discutir alrededor del 
derecho a la objeción de conciencia es el que hace referencia al servicio militar 
obligatorio, ya que frente a esa situación puntual han emergido varias voces disidentes 
de la corriente mayoritaria (en ese período), por considerar que la libertad de conciencia 
sí debe incluir la objeción de conciencia, sobre todo cuando de cumplir ese deber 
constitucional se trata, como puntualmente lo ha dicho la Corte: 
 
En esta sentencia la Corte asume que este artículo 18 de la Carta no incluye la 
                                                                                                            
18 Corte Constitucional de Colombia (16 de noviembre de 1994). Sentencia C-511/94, Magistrado 
Ponente Gabriel Fabio Morón Díaz. Salvamanto de voto: Magistrados Eduardo Cifuentes, Carlos Gaviria 
y Alejandro Martínez Caballero. 




objeción de conciencia. Esta tesis es, por decir lo menos, discutible. En efecto, si 
una persona considera que su conciencia le impide incorporarse a una 
organización armada y actuar militarmente, es cuando menos poco lógico 
sostener que la Constitución le protege el derecho a actuar conforme a su 
conciencia, pero al mismo tiempo autoriza al Estado a sancionarlo 
jurídicamente  si la persona, debido a sus convicciones internas, se niega a 
prestar el servicio militar. Consideramos entonces que la interpretación no podía 
partir del supuesto de que la libertad de conciencia está limitada por el deber de 
SUHVWDUHOVHUYLFLRPLOLWDUʊFRPRORKDFHODVHQWHQFLD19 
 
Esta revisión, tan somera como inevitable, conduce también a advertir que si bien 
durante la primera década de entrada en vigencia de la Corte Constitucional colombiana 
no se reconoció en ningún evento la existencia del derecho fundamental a la objeción de 
conciencia frente a la prestación del servicio militar obligatorio, esporádicamente sí se 
reconoció respecto a otras solicitudes en las cuales se demandó dicho amparo, por la 
pugna suscitada entre los mandatos íntimos de la conciencia y la actuación que se 
esperaba desplegara el accionante; evidenciándose, de paso, que las exigencias y cargas 
fueron menos gravosas para quien objetaba por asuntos de conciencia, siempre que su 
insumisión no hiciera referencia a la prestación del servicio militar. 
  
Comencemos por mencionar la decisión adoptada por la Corte Constitucional en 
la sentencia T-547/93, M.P. Alejandro Martínez Caballero, donde se salvaguardó el 
derecho a la objeción de conciencia de un ciudadano que se opuso a prestar juramento 
(tal como lo exige el Código de Procedimiento Penal) previo a la presentación de una 
denuncia penal por la desaparición de su hija, a partir de sus creencias religiosas, que 
proscriben el juramento. Señaló en esta oportunidad la providencia que el derecho a la 
libertad de conciencia tiene un doble destinatario: de un lado la persona que pretende 
actuar conforme a su fuero interno y el deber de los demás de respetarle´,20 de esta 
manera, avaló que el juramento exigido por la ley procesal perfectamente puede ser 
reemplazado por el compromiso del ciudadano que entra en conflicto con su postura 
religiosa de decir la verdad y asumir la responsabilidad en caso de una falsedad.  
                                                                                                            
19 Ibíd., apartado objeción de conciencia/libertad de conciencia/servicio militar (Salvamento de voto). 
20 Corte Constitucional de Colombia (26 de noviembre de 1993). Sentencia T-547/93, Magistrado 
Ponente Alejandro Martínez Caballero, apartado sobre Libertad de Conciencia, Ratio Iuris. 




   
De igual modo, ante la colisión de dos derechos fundamentales (libertad de 
cátedra y libertad religiosa), la Corte resolvió a través de la sentencia T-588/98, M.P. 
Eduardo Cifuentes Muñoz21, proteger el derecho a la libertad de conciencia, en la 
medida en que los estudiantes de un colegio se negaron a adelantar una actividad 
académica dispuesta por el docente a partir de que dicha actividad contrariaba el fuero 
interno de los educandos y convertía dicha obligación académica en una experiencia 
negativa y humillante, por ir en contra de los designios de la religión profesada. En 
suma, ante la imposibilidad de armonizar los derechos en pugna, El Tribunal prefirió 
garantizar el derecho a objetar, en este evento, una actividad académica obligatoria, 
frente a las disposiciones curriculares que daban cuenta de la libertad de cátedra. 
 
Así mismo, la Corte ha entendido que no pueden imponerse cargas 
desproporcionadas a un ciudadano, en virtud de una norma legal que así lo prescriba; de 
este modo garantizó a una tutelante su derecho al trabajo y, conjuntamente, a la libertad 
de conciencia, al revocar las dos sentencias antecedentes en las cuales se le negó a la 
accionante su pretensión, que consistía en no laborar los días sábados, toda vez que su 
postura religiosa la obligaba a guardar el sabath, y en este caso el Tribunal prescribió 
TXH³no es justificable constitucionalmente el imponer a la accionante una afectación 
tan grave a su derecho a la libertad religiosa, en virtud del ejercicio de una facultad 
OHJDO´22 
 
Por último, es preciso mencionar la sentencia T-659/02, M.P. Clara Inés Vargas,23 
la cual se erige como un fallo de suma importancia en la construcción de la 
jurisprudencia constitucional en lo que concierne a la preservación y protección del 
derecho a libertad de conciencia y de cultos, dados los presupuestos de la misma. En 
este caso, una ciudadana en grave estado de salud requería una trasfusión de sangre, la 
cual se negaba a recibir por su condición de miembro de la comunidad de los Testigos 
de Jehová; su cónyuge solicitó al juez de tutela obligarla a someterse al procedimiento 
                                                                                                            
21 Corte Constitucional de Colombia (20 de octubre de 1998). Sentencia T-588/98, Magistrado Ponente 
Eduardo Cifuentes Muñoz. 
22 Corte Constitucional de Colombia (13 de febrero de 2001). Sentencia T-982/2001, Magistrado Ponente 
Manuel José Cepeda, num. 5.4. 
23  Corte Constitucional de Colombia (15 de agosto de 2002). Sentencia T-659/2002, Magistrado Ponente 
Clara Inés Vargas.  




prescrito, aún en contra de sus íntimas convicciones y afectando su derecho inalienable 
a la libertad en sus diferentes facetas. Pero en sede de revisión la Corte consideró que 
por encima de la decisión razonada de una ciudadana mayor de edad y en pleno uso de 
sus facultades mentales no podría imponerse la orden de un juez de tutela, así estuviera 
de por medio la vida, derecho sin el cual los demás son impensables, aunque tampoco 
goza de la condición de absoluto, máxime en un Estado social y democrático de derecho 
como lo es Colombia. Esto, porque su disposición  pertenece en exclusiva a su titular 
como ser libre, autónomo y razonable, en este caso la cónyuge del solicitante, quien se 
niega a recibir el tratamiento. 
 
Cabe señalar que durante este período, de manera tímida en unos casos, y más 
abierta y decidida en otros, la Corte fue insinuando la construcción del camino hacia la 
protección y salvaguarda del derecho fundamental a la objeción de conciencia, cuya 
jurisprudencia y desarrollos doctrinales sirvieron como referente para la construcción de 
la teoría acerca de la existencia en nuestra sociedad del derecho a objetar por motivos de 
conciencia la obligación constitucional y legal de prestar servicio militar obligatorio, a 
partir de los postulados de nuestra Carta Superior. 
 
Al lado de ello, algunos salvamentos y aclaraciones de voto de las sentencias 
dictadas durante el período arriba analizado plantearon un derrotero que concluyó con la 
sentencia  que en sala plena avaló y construyó una serie de garantías para convertir en 
realidad una protección  tantas veces pretendida.  
 
5.2.2 Segunda Etapa (2009-2014). Reconocimiento de la existencia del 
derecho a la objeción de conciencia frente al servicio militar obligatorio y 
prohibición del reclutamiento forzado. 
 
Cabe señalar que en la actualidad la Corte Constitucional ha mostrado posiciones 
más atrevidas y arriesgadas no solo en lo que respecta a asuntos como el servicio militar 
obligatorio sino también a la educación, la obligatoriedad de prestar juramento, el 
trabajo, la práctica médica, entre otros. Adviértase sin embargo que, en la mayoría de 
las ocasiones, ha vinculado este derecho con creencias de índole religiosa para viabilizar 
que de esta forma el individuo encuentre coherencia entre sus posturas y el sistema 
moral en el cual está inserto. 





Es importante señalar como otro de los fundamentos que reivindica la inicial línea 
discrepante de la Corte Constitucional aquel que se construyó a partir de la teoría de 
³ORV SRGHUHV QHJDWLYRV´ inherentes a la condición humana, que tienen asidero en los 
sistemas constitucionales como el colombiano y pueden definirse como la posibilidad 
de inaplicar  una ley que lesione derechos de rango constitucional. 
 
Es así como inicialmente la Corte Constitucional se rindió ante la liberalidad que 
tenía el legislador para reglamentar todo lo relacionado con el deber constitucional de 
prestar el servicio militar y consideró facultativo del mismo órgano incorporar o no el 
derecho a la objeción de conciencia en cuanto a esta práctica, como evidentemente no lo 
hizo, hecho que se desprende del contenido de la ley 48 de 1993,24 que reglamenta toda 
la materia del reclutamiento en el país.  
 
Sobran razones para afirmar que de manera bastante pausada ha ido abriéndose un 
espacio al reconocimiento a la objeción de conciencia por parte de la jurisprudencia del 
Tribunal Constitucional, que, con sano criterio, determinó en el año 2009, a través de la 
sentencia T-388/09,25 que las personas jurídicas no son titulares de este derecho y 
seguidamente instó a un operador jurídico a fallar en derecho, como es su obligación, y 
no en conciencia, como pretendió cuando se apartó del deber de pronunciarse sobre la 
solicitud que le hiciera una mujer de amparar sus derechos y ordenar a su EPS 
practicarle un aborto. 
 
Como se indicó, y justamente en la línea de avanzada, la Corte Constitucional en 
el año 2009 hizo un cambió jurisprudencial muy importante, lo que significó una 
redefinición del derecho a la objeción de conciencia como derecho fundamental, que se 
evidenció cuando la misma Corporación expresó: 
  
«la resistencia a obedecer un imperativo jurídico invocando la existencia 
de un dictamen de conciencia que impide sujetarse al comportamiento 
prescrito, por lo que la objeción de conciencia supone la presencia de una 
                                                                                                            
24 Congreso de la República de Colombia (3 de marzo de 1993). Ley 48 de 1993. Por la cual se 
reglamenta el servicio de Reclutamiento y Movilización. Diario oficial 40777, Bogotá.  
25 Corte Constitucional de Colombia (28 de mayo de 2009). Sentencia T-388/09, Magistrado Ponente 
Humberto Sierra Porto. 




discrepancia entre la norma jurídica y alguna norma moral, siendo 
reconocido por la Corte que es posible objetar por razones de conciencia 
deberes laborales, educativos y profesionales, y con referentes normativos 
del bloque de constitucionalidad26 como el que se desprende de la 
Resolución 1989/59 adoptada por la Comisión de Derechos Humanos de las 
Naciones Unidas, sobre objeción de conciencia al servicio militar, la cual se 
GDHQWUHRWUDV³UHFRQRFLHQGRHOGHUHFKRGHWRGDSHUVRQD  a tener objeciones 
de conciencia  al servicio militar como ejercicio legítimo del derecho a la 
libertad de pensamiento, de conciencia y de religión enunciado en el artículo 
18 de la Declaración Universal de Derechos Humanos y en el artículo 18 del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles  \3ROtWLFRV´27 
 
De todos modos, la sentencia en mención produce un giro en la posición que hasta 
ese momento había sostenido la Corte en todos sus fallos respecto al derecho a la 
objeción de conciencia en lo referente a la prestación del servicio militar obligatorio en 
Colombia, y fundamenta dicho cambio en los postulados de los artículos 18 y 19 de la 
Constitución Política, que se refieren a la libertad de conciencia y a la libertad de 
religión y cultos respectivamente. Con este argumento, el Tribunal acredita para que 
este derecho pueda ser reclamado por vía de la acción de tutela y no se argumente por 
parte de los obligados a salvaguardarlo la ausencia de un desarrollo legislativo 
específico del mismo.28 
 
La sentencia C-728/09 surge como una respuesta de la Corte Constitucional ante 
una acción de inconstitucionalidad, por la omisión legislativa relativa, que los 
accionantes consideraron existía respecto del artículo 27 de la ley 48 de 1993, al no 
incluir dentro de las causales de exención para la prestación del servicio militar la 
                                                                                                            
26 La Corte Constitucional describió así el concepto de bloque de constitucionalidad en la sentencia C-
225/95, FRQ SRQHQFLD GHO0DJLVWUDGR $OHMDQGUR0DUWtQH] &DEDOOHUR ³El bloque de constitucionalidad 
está compuesto por aquellas normas y principios que, sin aparecer formalmente en el articulado del texto 
constitucional, son utilizados como parámetros del control de constitucionalidad de las leyes, por cuanto 
han sido normativamente integrados a la Constitución, por diversas vías y por mandato de la propia 
Constitución. Son pues verdaderos principios y reglas de valor constitucional, esto es, son normas 
situadas en el nivel constitucional, a pesar de que puedan a veces contener mecanismos de reforma 
GLYHUVRVDOGH ODVQRUPDVGHODUWLFXODGRFRQVWLWXFLRQDO VWULFWRVHQVX´. (Nota no incluida en la sentencia 
original). 
27 Corte Constitucional de Colombia (14 de octubre de 2009). Sentencia C-728/09, Magistrado Ponente 
Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, apartado sobre la definición de la objeción de conciencia. 
28 Ibíd. 




objeción de conciencia. O, en otras palabras, por el silencio que decidió guardar el 
legislador cuando reglamentó el servicio militar obligatorio (a través de la mencionada 
ley) respecto de aquellos ciudadanos que no están obligados a enlistarse, porque sus 
convicciones íntimas y personales les impiden cumplir con dicho deber constitucional. 
Podría decirse que es este el pronunciamiento del juez constitucional colombiano que le 
da vía libre o hace un efectivo reconocimiento al derecho a la objeción de conciencia,  
al considerar que es un derecho de rango fundamental. 
 
Con todo lo anterior, para que puedan ser preservadas a través del amparo que 
despliega la acción de tutela, las opiniones e ideologías del individuo que obedecen a 
situaciones de diversa índole y consecuentemente imposibilitan la prestación obligatoria 
del servicio militar, deben, según el Tribunal Constitucional, cumplir con unos 
requerimientos que legitiman la invocación del derecho a la objeción de conciencia: i) 
tienen que definir y condicionar la conducta del objetor mediante manifestaciones 
externas y comprobables de su comportamiento; igualmente, deben ser ii) profundas; 
iii) fijas; y iv) sinceras.29  
 
Como breve conclusión, las anteriores son las condiciones que configuran en 
Colombia a un objetor de conciencia, y consecuentemente gozan de protección 
constitucional, y según la providencia objeto de análisis pueden definirse así: las 
convicciones del objetor, esto es, las manifestaciones de su condición, deben 
evidenciarse en su comportamiento externo. Adicionalmente, esas manifestaciones 
externas susceptibles de probarse deben ser: i) profundas, en la medida en que 
atraviesan la existencia y se tornan en parte estructural de su proyecto de vida; ii) fijas, 
esto es, que tienen un fuerte arraigo dentro de su postura personal y poseen además 
vocación de permanencia; iii) sinceras, lo que significa que evidentemente den cuenta 
de una actitud personal y no de una maniobra acomodada para exonerarse de un deber 
legal. 
 
Habría que decir, no obstante lo anterior, que sin lugar a dudas al momento de 
dictarse la sentencia C-728/09, la totalidad de los magistrados de la Corte 
Constitucional estuvieron de acuerdo en afirmar que  
 
                                                                                                            
29 Ibíd. 





razones de conciencia o de creencia su obligación constitucional a prestar servicio 
militar obligatorio. De igual forma, si tal derecho no es reconocido por las 
autoridades respectivas, puede ser reclamado mediante acción de tutela, 
independientemente de si existe un procedimiento legal específico desarrollado 
para el efecto.30 
 
Es pertinente anotar que el cambio de jurisprudencia evidencia dos situaciones: 
una, el reconocimiento del derecho a la objeción de conciencia frente a la obligatoriedad 
del servicio militar, aunque dicho reconocimiento se ha enfocado claramente en 
salvaguardar el derecho a la objeción de conciencia cuando tiene como sustento el 
derecho a la libertad religiosa; en la práctica puede evidenciarse cómo la protección 
constitucional a través de la acción contemplada en el artículo 86 de la Constitución 
Política ha sido otorgada a quienes, habiendo invocado su derecho como objetores, han 
podido demostrar su relación entre la objeción de conciencia y su creencia y práctica de 
determinado culto. 
 
La otra situación tiene que ver con que se amplió el espectro de los individuos 
exonerados del servicio obligatorio, toda vez que el Tribunal Constitucional a través de 
este fallo incluyó a los objetores cuya renuencia se desprende de la libertad de 
conciencia y religión, que si bien no se encuentran de manera taxativa protegidas por la 
ley, sí lo están por el mandato constitucional que, a través del fallo, reconoció la Corte. 
 
Así las cosas, si bien en un inicio la Corte Constitucional no entendió la objeción 
de conciencia como derecho constitucional fundamental, lo cierto es que la evolución 
doctrinal de este Tribunal llevó a las importantes conclusiones que se han mencionado y 
que protegen al objetor como titular de un derecho fundamental y, además, protegen su 
derecho a través de la tutela. 
 
Posterior a la sentencia de constitucionalidad C-728/09, el Tribunal se ha 
pronunciado en numerosas ocasiones, debido a que la institución castrense continúa 
desconociendo en la práctica los lineamientos jurisprudenciales señalados para el 
                                                                                                            
30 Ibíd. 




reconocimiento del derecho a objetar por asuntos de conciencia la obligación 
constitucional de prestar servicio militar. Es así como en la sentencia T-018/12,31 en la 
cual el ejército nuevamente vulneró el derecho a objetar por asuntos de conciencia a un 
joven reclutado para que cumpliera con su obligación constitucional, pasó por alto los 
argumentos señalados en la C-728/09, arguyendo la inexistencia de un desarrollo 
legislativo puntual.  
 
El Tribunal Constitucional además de reiterar en la sentencia T-018 de 2012 las 
tesis esbozadas en la sentencia C-728/09, ordena al Ministerio de Defensa que inicie de 
manera perentoria una campaña dirigida a los ciudadanos para dar a conocer los 
alcances de esta última sentencia, prestando especial atención a informar la existencia 
del derecho a la objeción de conciencia frente a la prestación del servicio militar 
obligatorio y las demás garantías que de este derecho se desprenden a partir de lo dicho 
en la sentencia del 2009. 
 
La Corte ha entendido que tanto el Ejército Nacional como los operadores 
judiciales están obligados a salvaguardar el derecho de los objetores cuando se cumplen 
los lineamientos expresados por la misma Corporación. Así, por ejemplo, hizo un 
llamado a los jueces de ambas instancias cuando negaron el amparo solicitado por un 
ciudadano, quien iba a ser reclutado pese a su condición de clérigo del rito al cual está 
adscrito, otorgándole en esta ocasión la razón a la división de reclutamiento del ejército, 
por considerar la inexistencia de las pruebas que daban cuenta de su condición y 
absteniéndose de decretarlas pese a tener la posibilidad de hacerlo. 
 
Uno de los últimos fallos emitidos por la Corte Constitucional colombiana en 
referencia al derecho a la objeción de conciencia frente a la prestación del servicio 
militar obligatorio es el que se plantea en la sentencia T-455 de 2014, que se encarga de 
recoger nuevamente todos los argumentos que han dado fundamento a la 
constitucionalización de este derecho, para evidenciar que el ejército nacional continúa 
violando el precedente en esta materia, pues sigue esgrimiendo como tesis de su postura 
la carencia de desarrollo legislativo del derecho en mención. La alta Corporación ordena 
al Ministerio de defensa aceptar y asumir este derecho (objeción de conciencia) como 
                                                                                                            
31 Corte Constitucional de Colombia (20 de enero de 2012). Sentencia T-018/12, Magistrado Ponente 
Luis Ernesto Vargas Silva, num. 3 del Salvamento de voto. 




una nueva exención a la obligación constitucional de prestar el servicio militar y, en 
consecuencia, establece que este derecho se caracteriza por ser subjetivo y permanente, 
y en esa medida puede ser reclamado en cualquier tiempo mientras el individuo tenga 
pendiente definir su situación militar, lo cual puede lograr por vía de la acción de tutela.   
 
Al mismo tiempo y en pos de blindar cada vez más el derecho a la objeción y 
rodearlo de una serie de garantías que lo protejan, en esta sentencia la Corte advierte al 
Ejército Nacional que debe abstenerse de ejecutar redadas para identificar a aquellos 
ciudadanos que no han resuelto su situación militar, porque tal retención para ese fin se 
torna en una vulneración al derecho fundamental a la libertad personal, derecho de 
raigambre constitucional. Así las cosas, sentenció la Corte que solo puede retenerse a 
los ciudadanos temporalmente a fin de que realicen la inscripción en caso de no haberlo 
hecho, pero los exámenes previos, la incorporación y demás asuntos deben surtirse 
atendiendo el derecho al debido proceso, y por tanto prescribe:   
 
« ORDENAR al Jefe de Reclutamiento del Ejército Nacional que en lo 
sucesivo se abstenga de adelantar, autorizar, ordenar o permitir redadas o batidas 
indiscriminadas, dirigidas a identificar a los ciudadanos que no han resuelto su 
situación militar y con el objeto de conducirlos a unidad militares u otros sitios de 
concentración, a fin que sean acuartelados para la prestación del servicio militar.32 
 
Por otra parte, una mera lectura del texto de la sentencia permite interpretar la 
intención del juez constitucional de darle efectos erga omnes a las decisiones contra el 
reclutamiento que hace el Ejército Nacional, hacer visible ante la sociedad esta garantía 
y preservarla de las tradicionales y persistentes vulneraciones; es por esto que en la 
parte resolutiva (que por su importancia transcribimos) de la providencia decide, entre 
otros asuntos:  
 
«ORDENAR al Jefe de Reclutamiento del Ejército Nacional que al momento 
que cualquier ciudadano colombiano inicie el proceso de inscripción para resolver 
su situación militar, sea notificado por escrito de las causales de exención al 
                                                                                                            
32 Corte Constitucional de Colombia (7 de julio de 2014). Sentencia T-455/14, Magistrado Ponente Luis 
Ernesto Vargas Silva, num. 6 de la decisión de la Corte. 
 




servicio militar obligatorio que prevé la Constitución y la Ley, entre ellas la 
derivada del derecho fundamental a la objeción de conciencia. Para cumplir esta 
orden, el Jefe de Reclutamiento del Ejército Nacional adelantará dentro de los tres 
(3) meses siguientes a la notificación de esta sentencia las acciones tendientes a 
que sea publicada una cartilla impresa, en la que se explique, al menos (i) las 
causales de exención al servicio militar obligatorio que prevé la Constitución y la 
ley, entre ellas la objeción de conciencia; y (ii) los mecanismos legales que tienen 
a sus disposición los inscritos para solicitar la exención al servicio militar 
obligatorio, cuando cumplan con los requisitos para ello. Esta cartilla deberá 
entregarse, de forma impresa, a todos y cada uno de los ciudadanos que inicien el 
trámite de inscripción para resolver su situación militar. Así mismo, en el portal de 
internet de la Jefatura de Reclutamiento del Ejército Nacional deberá incluirse un 
vínculo con la versión electrónica y actualizada de esa cartilla. Este vínculo debe 
tener carácter visible a los usuarios y se mantendrá en el portal de internet de 
forma permanente. ORDENAR al Jefe y al Director de Reclutamiento del Ejército 
Nacional que en el término de seis (6) meses contados a partir de la notificación 
de esta sentencia, remitan a la Corte un informe pormenorizado sobre el 
cumplimiento de las órdenes descritas en los numerales anteriores.  Al respecto, la 
Corte mantendrá la competencia para determinar el cumplimiento de esta 
sentencia, en los términos del artículo 27 del Decreto Ley 2591 de 1991.33 
  
5.3 Derecho a la objeción de conciencia frente al servicio militar obligatorio vs 
objeción de conciencia frente a otros derechos en la doctrina de la Corte 
Constitucional 
 
Nuevamente acudimos a la sentencia T-455 de 2014 para explicar el tema. En esta 
decisión la Corte estudia el servicio militar respecto a otros derechos como la salud, la 
educación, el trabajo etc. Es básicamente a partir de este pronunciamiento que se hizo 
XQ FDPELR MXULVSUXGHQFLDO FRQ EDVH HQ XQD ³OHFWXUD DUPyQLFD GH ORV DUWtFXORV 
(libertad de conciencia) y 19 (libertad de religión y cultos) de la Constitución, a la luz 
GHOEORTXHGHFRQVWLWXFLRQDOLGDG´34 
 
                                                                                                            
33 Ibíd., num. 7 de la decisión de la Corte. 
34 Ibíd., num. 6.3. 




Aquí conviene detenerse un momento a fin de observar por separado los 
elementos que configuran la objeción de conciencia en el texto de la sentencia C-
728/09, anteriormente analizada, para afirmar que la misma da un trato arbitrario a 
quienes se resisten a prestar el servicio militar por motivos de conciencia: 
 
En primer lugar, cabe resaltar que las convicciones o las creencias que son 
objeto de protección constitucional, tienen que definir y condicionar la 
actuación de las personas. Esto es, su obrar, su comportamiento externo. No 
puede tratarse de convicciones o de creencias que tan sólo estén en el fuero 
interno y vivan allí, que no trasciendan a la acción. En tal sentido, si una 
convicción o una creencia han permanecido en el fuero interno durante 
algún tiempo, al llegar el momento de prestar el servicio militar obligatorio, 
tal convicción o creencia puede seguir limitada a ese ámbito interno. No 
existe en tal caso, en principio, un deber constitucional de garantizar el 
derecho a no ser obligado a actuar en contra de su conciencia.35 
 
No obstante, este reconocimiento ha generado en sí mismo un trato 
discriminatorio, pues esta Corporación impone unas obligaciones para los objetores de 
conciencia al servicio militar obligatorio que lo hace nugatorio a quienes no sustenten 
su incumplimiento en una postura religiosa determinada. Al respecto conviene decir que 
deja por fuera del ámbito de protección constitucional a aquellos ciudadanos que son 
agnósticos, incrédulos, ateos o no tienen vínculo religioso alguno y pretenden ser 
considerados como objetores frente al servicio militar. En este caso, se trata de una 
discriminación que hace la Corte Constitucional y que aún hoy no ha superado, a pesar 
de que la Corte aclara en su providencia que el único motivo a invocar en el caso de la 
objeción de conciencia no es el argumento de carácter religioso y, por tanto, señala que: 
 
Las convicciones o creencias susceptibles de ser alegadas pueden ser de 
carácter religioso, ético, moral o filosófico. Las normas constitucionales e 
internacionales, como fue expuesto, no se circunscriben a las creencias 
                                                                                                            
35 Corte Constitucional de Colombia (14 de octubre de 2009). Sentencia C-728/09, Magistrado Ponente 
Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, numeral 5.2.6.1. 




religiosas, contemplan convicciones humanas de otro orden, que estructuran 
la autonomía y la personalidad de toda persona.36 
 
La exigencia de la externalidad del comportamiento favorece exclusivamente el 
disfrute de este derecho para quienes profesan una religión, ya que se tornan de difícil 
demostración las posturas éticas, morales o filosóficas, que aparecen como otras de las 
opciones excepcionantes que pueden alegar los objetores de conciencia para exonerarse 
del enlistamiento.  
 
Nótese cuán difícil se hace para el ciudadano lograr el ámbito de protección 
constitucional cuando el fundamento de su objeción es de carácter ético, moral o 
filosófico, puesto que no existen instituciones (como es el caso de las iglesias) que 
coadyuven a probar la postura individual alegada ante las autoridades pertinentes, 
corroborando que la prestación del servicio militar obligatorio afectaría profundamente 
el propio convencimiento. Esta situación configura abiertamente una mengua en el 
derecho a la libertad de conciencia, el cual también incluye la posibilidad de no estar 
vinculado con creencia alguna. 
 
Como se indicó, el reconocimiento de la sentencia T-455/14 es discriminatorio 
porque se excede en las cargas que ha de soportar quien quiera invocarlo y termina 
dando la garantía a quien la exhorte desde una justificación religiosa; no obstante, puede 
afirmarse que es a partir de esta sentencia que se acepta de manera clara e inequívoca el 
derecho a la objeción de conciencia como un derecho autónomo, que se ha reclamado 
desde la puesta en marcha de la Carta Constitucional de 1991. Puntualmente, este 
pronunciamiento establece un cambio jurisprudencial en relación, como ya se dijo, con 
la objeción de conciencia, pero sobre todo cuando lo que se objeta es la incorporación a 
la institución castrense.  
 
Como se señaló anteriormente respecto a la obligación de exteriorizar el 
comportamiento, deberá precisarse que adicional a esta demostración la Corte 
Constitucional determinó que el objetor, para ser considerado tal, debe poseer unas 
FUHHQFLDV ³SURIXQGDV ILMDV \ VLQFHUDV´,37 condiciones que deberán también ser 
                                                                                                            
36 Ibíd., numeral 5.2.6.4. 
37 Ibíd., numeral 5.2.6 




corroboradas por la autoridad competente. De tal modo que la sentencia objeto de 
análisis por un lado reivindLFDODV³FUHHQFLDVELHQVHDGHFDUiFWHUUHOLJLRVRpWLFRPRUDO
RILORVyILFR´SDUDSRVLELOLWDUH[RQHUDUVHGHOGHEHUMXUtGLFRGHSUHVWDUHOVHUYLFLRPLOLWDU




La Corte no se ocupa de determinar de qué forma podría asumirse la carga 
probatoria para presentar evidencias notorias y comprobables de posturas que dan 
cuenta del fuero interno del ser humano o, lo que es lo mismo, de una convicción íntima 
y personal. Los requisitos que plantea el fallo de la Corte para ostentar la calidad de 
objetor de conciencia, a partir del reconocimiento de esta condición como un derecho 
fundamental, conllevan en la práctica una limitación de las reclamaciones ciudadanas 
que se oponen a la prestación del servicio militar obligatorio. El fallo circunscribe 
ʊFRPR VH DQRWy DQWHULRUPHQWHʊ HVWH UHFRQRFLPLHQWR D TXLHQHV VXVWHQWHQ VX
oponibilidad en una postura religiosa fácilmente verificable. 
 
Paradójicamente, esta postura de la Corte crea una especie de discriminación 
frente a los ciudadanos que a pesar de pretender ejercer su derecho fundamental a la 
objeción de conciencia no pueden hacerlo por carecer de vínculos religiosos, que al 
parecer son los únicos que cumplen con los parámetros exigidos en la sentencia. Este 
argumento se torna contradictorio con el planteamiento del mismo Tribunal 
Constitucional alrededor de ciertos grupos históricamente discriminados y frente a los 
FXDOHV KD HVWDEOHFLGR XQRV ³FULWHULRV VRVSHFKRVRV GH GLVFULPLQDFLyQ´,38 evidenciando 
TXH KDFHQ SDUWH GHO OLVWDGR GH HVDV SRQGHUDFLRQHV GXGRVDV ³OD RSLQLyQ SROtWLFD R
ILORVyILFD´,39 que abarca otro de los argumentos que puede predicar un objetor cuando 
sustenta su renuencia al cumplimiento de la norma que lo obliga a incorporarse a una 
institución militar y tomar las armas.  
 
Es interesante, por decir lo menos, preguntarse por qué es tan oneroso para el 
ciudadano desprenderse del deber legal de prestar el servicio militar acudiendo al 
                                                                                                            
38 Corte Constitucional de Colombia (4 de mayo de 2011). Sentencia T-314/11, Magistrado Ponente Jorge 
Iván Palacio Palacio, numeral 7. 
39 Ibíd., numeral 7. 




derecho a la objeción de conciencia, cuando se compara, por ejemplo, con quien ejerce 
la práctica médica y por los mismos motivos (de conciencia) se niega a la interrupción 
de un embarazo (en los casos permitidos por el ordenamiento); al profesional de la salud 
le basta con manifestar su negativa por su condición de objetor, quedando eximido de 
inmediato de la práctica que considera adversa a su conciencia, a sus principios, a su 
filosofía de vida, sin ninguna carga adicional ni la exigencia de una evidencia 
verificable de tal condición. 
 
Es necesario recalcar que ante la conciencia de que los actos discriminatorios son 
muchas veces bastante sutiles y difíciles de probar, la Corte Constitucional ha 
considerado que: 
 
8.1 Para la Sala no es ajeno que en muchas ocasiones los actos 
discriminatorios son de difícil o compleja prueba. En virtud de ello la 
jurisprudencia ha señalado que en casos de discriminación la carga de la 
prueba se traslada a la persona que pretende tratar de forma diferenciada a 
otra y no en quien alega la vulneración del derecho a la igualdad. Lo 
anterior encuentra sustento en la naturaleza misma del acto sospechoso y en 
la necesidad de proteger a las personas o colectividades señaladas 
anteriormente.  
>«@HVFODURTXHDQWHODFRPSOLFDGDSHURQRLPSRVLEOHSUXHEDGHORVDFWRV
discriminatorios, es la persona de quien se alega la ejecución del acto 
discriminatorio la que debe desvirtuar la presunción de discriminación. 
Aunque lo anterior no riñe con que la persona afectada aporte las pruebas en 
el evento que pueda hacerlo. Así, el sujeto pasivo de la discriminación 
deberá demostrar (i) que la persona se asocia o hace parte de un grupo 
históricamente discriminado; (ii) que en una situación similar, otras 
personas que no son del grupo sospechoso no han recibido el mismo trato 
frente a la misma situación; y (iii) que el trato diferenciador haya 
ocasionado daño o permanezca en el tiempo.  
8.2 Finalmente, es muy importante subrayar que el juez constitucional tiene 
la obligación de valorar con especial detenimiento el acervo probatorio que 
obra en el expediente para establecer si la tutela de los derechos es 
procedente como mecanismo para que la igualdad sea real y efectiva 




respecto de personas o grupos discriminados. En cumplimiento de tal 
propósito, al operador judicial le asiste la responsabilidad de dilucidar la 
existencia o no de la discriminación desplegando las herramientas posibles 
para ello, por supuesto dentro de supuestos razonablemente posibles y en 
armonía con el ordenamiento jurídico.40 
 
Del anterior extracto se desprende una doble segregación para quien pretende le 
sea reconocido su derecho a objetar por motivos de conciencia: la primera es que 
cuando se trata de resistirse al cumplimiento del mandato legal que obliga a la 
prestación del servicio militar existen una serie de condiciones con las cuales hay que 
cumplir y que terminan privilegiando exclusivamente a quien tenga y demuestre una 
tendencia religiosa arraigada. La segunda es la que se evidencia entre los objetores de 
conciencia frente al servicio militar obligatorio y los objetores frente a la práctica 
médica, en el caso puntual de la interrupción del embarazo, donde estos últimos no 
tienen que soportar ninguna carga adicional y mucho menos evidenciarla y probarla, 
pues basta con la mera manifestación para que el Estado les brinde toda la protección 
constitucional demandada. 
 
Es preciso subrayar que ni a objetores al servicio militar, ni a profesionales de la 
salud, ni a ningún ciudadano se le deben imponer sobrecargas anexas a su manifestación 
de estar en desacuerdo con el cumplimiento de una norma por motivos de conciencia, 
que es lo que significa esta expresión, y que en palabras de Manuel Atienza se define 
FRPR ³XQD FRQGXFWD TXH SHUVLJXH XQD OLFencia para incumplir un mandato legal, sin 
pretender la alteración de ésta; la cual se ejerce de manera personal, bien sea que tenga 
RQRUHFRQRFLPLHQWROHJDO´(Atienza, 1997, p. 151). 
 
Por otra parte, de la sentencia C-728/09 se apartaron algunos magistrados, quienes 
a través del salvamento de voto precisaron unos puntos en los cuales discrepaban de la 
posición mayoritaria de la Sala Plena, y que vale la pena nombrar por el aporte que 
significan para la discusión que se plantea al interior de la sociedad colombiana frente a 
este tema, un tanto novedoso dada la tradición conservadora de nuestras instituciones: 
 
                                                                                                            
40 Ibíd., numerales 8.1 y 8.2. 




Los Magistrados que salvamos el voto, concluimos la exposición de las razones 
que justifican nuestra disidencia a la posición mayoritaria, reiterando que 
celebramos y compartimos plenamente la decisión de la Corte Constitucional de 
considerar que, bajo el orden constitucional vigente, (i) toda persona tiene el 
derecho a objetar por razones de conciencia, o con base en sus creencias, su 
obligación a prestar servicio militar obligatorio y (ii) el goce efectivo de ese 
derecho puede ser garantizado judicialmente, incluso si el legislador ha omitido 
contemplarlo y desarrollarlo. 
No obstante, al estar bajo debate judicial si el legislador había incurrido o no en 
una omisión legislativa relativa por haber ajustado la ley de reclutamiento a la 
Constitución de 1991 y no haber incluido a los objetores de conciencia, teniendo 
en cuenta el mandato constitucional expreso de regular mediante ley los casos de 
exención en todo tiempo al servicio militar obligatorio, no queda otra alternativa a 
los Magistrados abajo firmantes que nos apartamos por completo de la decisión 
adoptada por la mayoría de la Sala Plena, pues a nuestro juicio, la respuesta a esta 
cuestión es afirmativa. Los objetores de conciencia son el gran ausente que 
evidencia la omisión en que incurrió la ley de reclutamiento de 1993.41 
 
Cierto es que el fallo sostiene que solo podrán ser objeto de protección 
constitucional aquellas conductas que se exterioricen y puedan verificarse, de ahí la 
oposición de algunos magistrados, por considerar esta posición abiertamente 
inconstitucional e improcedente, puesto que nada obedece más al fuero interno de un 
individuo que sus creencLDVGHWLSR³UHOLJLRVRpWLFRPRUDORILORVyILFR´FRQYLUWLHQGROD
obligatoriedad de ser exteriorizadas como requisito para su protección en una 
imposición anexa al individuo, que carece de todo sentido y vulnera la condición de 
fundamental del derecho en cuestión. 
 
Como si fuera poco, quienes asumieron la posición disidente en el fallo que se 
analiza consideraron que la imposición de la prestación del servicio militar a quienes 
son contrarios a ello por motivos de conciencia es adversa desde todo punto de vista, ya 
que no son suficientes los argumentos que sustentan dicha obligatoriedad de la 
                                                                                                            
41  Corte Constitucional de Colombia (14 de octubre de 2009). Sentencia C-728/09, Magistrado Ponente 
Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. Salvamento de voto, num. 7. 
  





al Estado por cuanto se ha recibido en condición de ciudadano, toda vez que existen 
otros medios para alcanzar similares objetivos. 
 
6L ELHQ OD &RUWH &RQVWLWXFLRQDO UHFRQRFH OD ³VXWLOH]D´ TXH VH GHVSUHQGH GH ORV
actos discriminatorios hacia determinados grupos, la misma Corporación ha incurrido 
en tal postura cuando desarrolla una jurisprudencia encaminada al reconocimiento de un 
derecho como es el de objetar por motivos de conciencia la obligatoriedad de prestar el 
servicio militar con los condicionamientos que en la sentencia C-728/09 plantea; 
desconociendo que además del carácter fundamental del citado derecho, el Estado 
colombiano ha suscrito acuerdos de carácter internacional en este sentido, de los cuales 
se desprenden compromisos tendientes a preservar este derecho. De tal modo, se ha 
planteado que: 
 
11. Muchas personas han reivindicado el derecho a negarse a cumplir el 
servicio militar (objeción de conciencia) sobre la base de que ese derecho se 
deriva de sus libertades en virtud del artículo 18. En respuesta a estas 
reivindicaciones un creciente número de Estados, en sus leyes internas, han 
eximido del servicio militar obligatorio a los ciudadanos que auténticamente 
profesan creencias religiosas y otras creencias que les prohíben realizar el 
servicio militar y lo han sustituido por un servicio nacional alternativo. En 
el Pacto no se menciona explícitamente el derecho a la objeción de 
conciencia pero el Comité cree que ese derecho puede derivarse del artículo 
18, en la medida en que la obligación de utilizar la fuerza mortífera puede 
entrar en grave conflicto con la libertad de conciencia y el derecho a 
manifestar y expresar creencias religiosas u otras creencias. Cuando este 
derecho se reconozca en la ley o en la práctica no habrá diferenciación entre 
los objetores de conciencia sobre la base del carácter de sus creencias 
particulares; del mismo modo, no habrá discriminación contra los objetores 
de conciencia porque no hayan realizado el servicio militar. El Comité 
invita a los Estados Partes a que informen sobre las condiciones en que se 
puede eximir a las personas de la realización del servicio militar sobre la 




base de sus derechos en virtud del artículo 18 y sobre la naturaleza y la 
duración del servicio nacional sustitutorio.42 
 
Es indiscutible la afirmación de que el derecho a la objeción de conciencia es una 
consecuencia irrefutable de los derechos a la libertad de pensamiento y a la libertad 
religiosa, entre otras, por lo que la intromisión institucional respecto a esos derechos 
requiere una vastísima defensa para que pueda legitimarse, toda vez que se encuentra en 
el ámbito interno del individuo, como núcleo de la sociedad y como exclusivo 
determinador de su conciencia, convicciones y  creencias. 
 
Habrá de concluirse, entonces, planteando que en criterio de la Corte 
Constitucional, el derecho a la objeción de conciencia respecto al servicio militar, pese a 
no haber sido tramitado en las instancias legislativas pertinentes, debe gozar de 
protección constitucional y ser amparado por los jueces de tutela siempre y cuando 
cumpla con ciertas restricciones, SXHVWRTXHHQVXRSLQLyQ³ODVFUHHQFLDVTXHVRQREMHWR
de protección constitucional, tienen que definir y condicionar la actuación de las 
personas. Esto es, su obrar, su comportamiento externo´,43 lo que significa que el 
objetor tiene para sí la carga de la prueba, en el sentido de externalizar sus ideologías, 
REOLJDFLyQ TXH UHVXOWD LPSURFHGHQWH ʊSRU GHFLU OR PHQRVʊ R GH PDQHUD PiV
adecuada, contradictoria, en la medida en que la objeción de conciencia tiene una 
inescindible relación con el fuero interno del ser humano, y el hecho de tener que 
demostrar una convicción la saca de su primigenia condición.  
 
A modo de acotación, puede plantearse que el cambio jurisprudencial frente al 
reconocimiento del derecho a la objeción de conciencia referente a la prestación del 
servicio militar obligatorio es un avance en términos de garantías, pero continúa 
soportando una imposición bastante onerosa para su disfrute real y efectivo; prueba de 
ello es que en escenarios distintos al servicio militar se ha protegido el derecho a la 
objeción sin mayores exigencias, como es el caso de la práctica médica. 
 
  
                                                                                                            
42 ACNUR, Observación General Nº 22, hecha en el 48º periodo de sesiones (1993) por la Oficina del 
Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos sobre el tema de la libertad de 
pensamiento, de conciencia y de religión (art. 18). 
43 Ibíd. 








escoja por él su plan de vida, no necesita otra facultad 
que la imitación simia. En cambio, quien elige su propio plan, 
pone en juego todas sus facultades. 
 
John Stuart Mill 
 
1. Estado de Derecho: la apuesta inicial 
 
Solo en el escenario de un Estado de Derecho podría tener asidero la garantía de 
objetar por asuntos de conciencia, teniendo en cuenta la condición de que este derecho 
no surgió como parte del articulado del texto de 1991. Como bien se ha afirmado, no 
existe una lista taxativa de derechos fundamentales constitucionales, situación esta que 
ha impulsado a la Corte Constitucional colombiana a ir construyendo algunos 
conceptos, tal como se dijo en las páginas 19 y siguientes del texto, que han derivado en 
la consolidación de derechos y garantías, como parte de la jurisprudencia y la doctrina 
de este Tribunal. 
 
Consecuente con un Estado de Derecho, la Constitución propugna porque 
prioritariamente o en un primer orden se despliegue el actuar del legislador, y solo de 
manera residual o excepcional lo haga el Tribunal Constitucional.  Sin embargo, en el 
caso colombiano, en la vigencia de la Constitución de 1991, se evidencia la actitud de 
un legislador ajeno a los intereses y necesidades de los ciudadanos, a quien además no 
le inquietan las preocupaciones de los electores y, en esa medida, solo se ocupa de 
tramitar los proyectos presentados por el Ejecutivo. En la tradición legislativa nacional 
se puede advertir, de un lado, la transferencia de potestades legislativas al Ejecutivo por 
parte del mismo legislador, evitando así la deliberación democrática de la ley y, de otro 
lado, la facilidad con que se tramitan en el Congreso los proyectos del Ejecutivo y se 
abandonan los intereses legítimos de la ciudadanía que eligió a sus representantes. 
 
Es por lo anterior, y teniendo como telón de fondo los presupuestos que subyacen 
en un Estado de derecho, que el poder judicial ha generado cambios a partir de la 
premisa de la obligatoriedad del Estado de amoldarse a las permanentes 




transformaciones y circunstancias de la sociedad, se ha marginado de una postura 
estática cohonestada por el legislador democrático y ha hecho de la actividad judicial el 
desarrollo del programa constitucional. 
2.  Los derechos fundamentales: el medio a través del cual se construye la teoría 
para poder objetar 
 
La concepción del ser humano como dueño de unas características propias a su 
condición de individuo emerge posteriormente a la época medieval, en la que la  postura 
teológica era la que marcaba el pensamiento de la época y, de paso, establecía una 
relación antagónica entre el autoritarismo propio y derivado de la concepción divina de 
la ley y el individualismo característico de la postura liberal, acorde a las palabras de 
9LFWRULD&DPSV FXDQGR DVHJXUD TXH ³HO VHU KXPDQR HV FRQFHELGR FRmo persona, un 
PLFURFRVPRV\QRXQHOHPHQWRPiVHQODMHUDUTXtDGHOFRVPRV´(Camps, 2011, p. 21).  
 
Más tarde, en efecto, la deificación del individuo y su pensamiento centrado en él 
mismo, fundamentado en la libertad, no tardó en entrar en conflicto con el absolutismo 
que era el rasgo característico del poder político de la época, toda vez que la religión no 
se conformaba con darle paso al poder de la razón, surgido como resultado de la 
secularización del pensamiento.  
 
Puede afirmarse que tanto la Gloriosa Revolución como la Revolución Francesa y 
la Revolución Americana gestaron y dieron a luz un abanico de derechos de los que se 
han ido apropiando los ciudadanos a través de los tiempos, pero que se han desarrollado 
y hecho parte de las dinámicas de las distintas sociedades en grados, formas y tiempos 
distintos. Derechos que hoy se constituyen, sin lugar a dudas, en el límite connatural del 
poder estatal. 
 
Tal como se afirmó en el primer apartado de estas consideraciones, es desde el 
escenario del Estado de Derecho, que incorpora derechos no disponibles en el ámbito de 
las mayorías, desde el cual se posibilita y viabiliza la puesta en marcha de un derecho 
como lo es el de objetar por asuntos de conciencia. Ahora bien, circunscritos a este 
marco, habrá de tomarse como material para la construcción de la dogmática de esta 
garantía la teoría de los derechos fundamentales y, más específicamente, lo que tiene 
que ver con el derecho a la libertad y la autonomía personal. 





En este punto, siguiendo a Carlos Santiago Nino (1997), los derechos 
constitucionales pueden entenderse como derechos morales, toda vez que comportan 
una serie de características que así los significan, entre las que puede nombrarse la 
generalidad, la autonomía y la universalidad; es por esto que al hablar del principio de 
autonomía personal se hace referencia, por parte de ciertos teóricos, a una postura un 
tanto utópica de la excelencia humana, perseguida desde una concepción intimista, 
marginada de las imposiciones institucionales. 
 
Por lo anterior podemos distinguir la autonomía personal como un principio 
contentivo del núcleo esencial de los derechos individuales, que se ocupa de proteger 
los bienes resguardados en esos derechos. De este modo, puede disponerse de esos 
bienes cuando de manera libre e independiente el individuo hace elecciones que le 
permiten acercarse a la materialización de sus proyectos de vida, en cuanto accede a la 
construcción de sus aspiraciones cuando dispone de recursos materiales e inmateriales 
que lo posibilitan. Entre estos últimos recursos podemos nombrar la libertad en todas las 
expresiones que de ella existen: de conciencia, de movimiento, de pensamiento, de 
cultos, de expresión, de asociación y, por supuesto, de objetar por motivos de 
conciencia, aunadas a todas las demás que puedan inferirse. Y justamente la libertad de 
objetar por razones de conciencia proviene de la gran libertad, reconocida en la teoría 
política y jurídica como la primera, esto es, la libertad de la conciencia. 
 
A modo de colofón, puede afirmarse que la forma como se ha incorporado el 
derecho a objetar por motivos de conciencia en nuestra sociedad es instrumentalizando 
para tal efecto la teoría de derechos fundamentales creada y mantenida por la Corte 
Constitucional, que es quien ha tenido que definir cuáles son, qué son y qué 
comprenden los derechos fundamentales, supliendo, de paso, la inactividad del 
legislador. 
 
El estatus actual de los derechos fundamentales indica que ellos no están 
disponibles en el ámbito de las mayorías políticas, que tienen aplicación directa desde 
su reconocimiento en el texto constitucional, que son subjetivos y que provienen todos 
de la dignidad humana. Así se encuentra un total desarrollo político y jurídico de la 




protección de los derechos y, en el desarrollo actual de los Estados, se ha otorgado esta 
protección de manera especial a los tribunales constitucionales. 
3. El Tribunal Constitucional: creador de derechos 
 
Una de las implicaciones más importantes de este texto es la de evidenciar que ha 
sido el Tribunal Constitucional colombiano el que ha protegido el derecho a objetar por 
motivos de conciencia, por vía de sus pronunciamientos, a través de sentencias de 
tutela, de unificación y de control constitucional en algunos casos.   
 
Tal y como se expresó en el capítulo pertinente, este órgano asumió una actitud 
especial y, de manera concreta, en lo que respecta al derecho a objetar, cuando la 
motivación se desprende del convencimiento íntimo de que el cumplimiento de la 
norma riñe con el fuero interno. De esta manera puede decirse, sin lugar a dudas, que ha 
sido la Corte el órgano abanderado de tal protección, dado que el señalado por el mismo 
ordenamiento para deprecar y garantizar derechos es el órgano deliberante, pero su 
LQDFFLyQKDGHJHQHUDGRHQXQD³VXSUD-DFWLYLGDG´GHXQyUJDQRTXHSULPLJHQLDPHQWHQR
tiene tal vocación, pero que se legitima en esa labor, en la búsqueda de la realización 
efectiva  de los principios que emanan de un Estado de Derecho; toda vez que las cartas 
de derechos en sociedades como la nuestra también han contribuido a materializar 
garantías que no están taxativamente expresadas en las mismas. 
 
No cabe duda de que la objeción de conciencia es una forma de desobediencia que 
en nuestro medio emerge del desarrollo jurisprudencial y doctrinal de la Corte 
Constitucional, aunque con cierto grado de discriminación, dependiendo de los intereses 
institucionales. Es así como de manera precisa han de señalarse las dificultades que se 
derivan de la objeción de conciencia cuando de exonerarse de la prestación del servicio 
militar se trata. No es de inferior interés recordar el actual conflicto armado colombiano 
y su nivel de escalamiento, que adicionalmente pueden haber obstaculizado la 
posibilidad de que el Estado considere la positivización de la objeción de conciencia 
frente al debe de tomar las armas, que tiene regulación constitucional, ya que se 
necesitan hombres disponibles para enfrentar y ganar la confrontación bélica planteada 
desde hace más de 50 años. La idea de que esté cerca el final del conflicto podría traer 
cierto grado de esperanza en que se concrete a través de la actividad legislativa el 




derecho de objetar, y en que esta legislación otorgue un trato igualitario en los 
requerimientos de la objeción, como en el caso de los médicos en la práctica del aborto. 
 
Por último, y después del rastreo jurisprudencial de las sentencias de la Corte 
Constitucional colombiana referidas al derecho a objetar por motivos de conciencia, es 
evidente cómo se da un giro importante en aras de la protección del mismo, aunque, 
como se afirmó, no hay una protección integral e igualitaria frente a todas las 
manifestaciones de la objeción. En este sentido se diría, pues, que de la lectura de las 
sentencias de la segunda etapa (2009-2014) se desprende que la Corte no entiende la 
objeción de conciencia como un derecho constitucional fundamental autónomo sino 
como una acción positiva de la libertad de conciencia. 
 
El que hoy estemos en la discusión acerca de la conciencia libre y las garantías 
necesarias para su protección, indica que hemos dado una especie de giro copernicano 
en la concepción de Estado, al abandonar una idea paternalista y autoritaria del mismo. 
Sin embargo, no resulta suficiente que dicho reconocimiento se dé en el poder judicial, 
es necesario que se activen los demás poderes públicos, las organizaciones no 
gubernamentales y todos los actores necesarios para que este derecho sea una realidad 
en el Estado. Tal como se dijo en el texto, no es suficiente el reconocimiento de estos 
derechos en el seno del Tribunal Constitucional. Este no es suficiente para la ejecución 
necesaria de los derechos, y con sus decisiones no se logra tampoco permear a toda la 
sociedad. Es un trabajo necesario, y ahora en tiempos de proceso de paz, el 
reconocimiento y protección a la libertad de conciencia resultan consustanciales a la 
existencia misma del Estado de derecho y a la construcción de un proyecto pacífico en 
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Anexo 1. Cuadro de rastreo jurisprudencial: objeción de conciencia 
 
No. 1 
RADICADO T 409/1992 
MP José Gregorio Hernández 
TEMA Libertad y Objeción de Conciencia /Servicio militar obligatorio/  
Deber Constitucional. 
CASO Dos bachilleres menores de edad, pertenecientes a la iglesia menonita, 
solicitan se les garantice el derecho a la libertad de conciencia, pues se 
niegan a incorporarse a las filas porque su postura religiosa les 
prohíbe, entre otras cosas, el uso de armas. Los padres de los 
peticionarios que coadyuvan la acción solicitan que se les respete su 
derecho a escoger la educación que quieren dar a sus hijos. 
TESIS Se evidencia la colisión de dos situaciones, por un lado, el derecho a la 
libertad individual, el cual se ve enfrentado, por otro lado, al poder 
público, representado por las fuerzas militares.   
La protección de la libertad de conciencia, entendida como un derecho 
individual, no significa que se haya institucionalizado la objeción de 
conciencia, la cual requiere incorporarse de manera positiva a los 
ordenamientos para que pueda oponerse en la práctica como una 
situación que exonera a quien la invoca de la prestación del servicio 
militar obligatorio. Acoger lo pedido en las circunstancias actuales 
significaría actuar al margen de las competencias de las autoridades, 
generando de paso inseguridad jurídica y vulnerando el principio de 
igualdad. 
Considera la Corte que la prestación del servicio militar no afecta la 
conciencia individual, en la medida en que puede cumplirse con esta 
obligación constitucional en diversas labores dentro de la institución 
castrense.  
 En el caso colombiano, durante el desarrollo de la Asamblea Nacional 
Constituyente de 1991, se propuso esta figura, pero fue negada de 
plano, de lo que se desprende que en esta discusión no se contempló ni 
someramente la inclusión de esta institución;   adicionalmente se 




propuso también, tal como existe en otras legislaciones, que se 
accediera a exonerar del uso de las armas a quienes a pesar de hacer 
parte del ejército se nieguen a la manipulación de las mismas por 
asuntos de conciencia; propuesta que también fue derrotada al interior 
de la Asamblea. 
DECISIÓN Se confirman los fallos de ambas instancias y no se accede a las 
pretensiones. 
No. 2 
RADICADO 539 A/1993 
MP Carlos Gaviria Díaz 
TEMA Libertad de cultos. Iglesia adventista/Autonomía universitaria 
CASO Una estudiante universitaria solicita no tener que asistir a clases los 
días sábados y compensar la inasistencia con otra actividad o que, en 
su defecto, pueda cursar la materia otro día de la semana, ya que su 
pertenencia a la iglesia adventista, que exige el cumplimiento del 
sabath, le imposibilita cumplir dicha exigencia académica.  
TESIS Toda libertad tiene su límite en el derecho y en la libertad del otro.  En 
aras de una sana convivencia, las prácticas religiosas han de ser más 
flexibles, pues las instituciones no pueden acomodarse a las 
particularidades de cada individuo, porque se imposibilitaría su 
quehacer cotidiano, atendiendo las demandas de cada uno de los 
ciudadanos. 
DECISIÓN No concede el amparo solicitado y confirma las sentencias de primera 
y segunda instancia que así lo manifiestan. 
 
SALVAMENTO DE VOTO: M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. 
Reivindica el derecho a la libertad de conciencia, y frente a la colisión 
de derechos entre este tipo de libertad y la autonomía universitaria 
considera que es más relevante la primera, por la fuerza normativa que 
comporta; el ejercicio de la libertad religiosa es uno de los pilares de  
la declaración de los derechos del hombre, de 1789: ³1LQJXQR GHEH
ser inquietado por su opiniones, aún religiosas, con tal que la 
manifestación de las mismas no perturbe el orden público establecido 




SRUODOH\$UW´ mientras que la autonomía universitaria significa 
la liberalidad para que una institución de ese nivel se dicte sus propios 
reglamentos y estatutos.   
Es evidente en este caso concreto que la afectación del derecho 
fundamental de la accionante es mucho más gravosa que la situación 
excepcional que debería asumir la institución universitaria, a la cual no 
le causaría un grave daño en su funcionamiento y cumplimiento de sus 
objetivos.  
El derecho a la igualdad ha de ser esguinzado en este caso, por cuanto 
ODDSOLFDFLyQGHOPLVPRDIHFWDRWURGHUHFKRIXQGDPHQWDOʊODOLEHUWDG
UHOLJLRVDʊORTXHGDFRPRUHVXOWDGRXQWUDWRGLVFULPLQDWRULR 
³/DREMHWLYLGDGGHOGHUHFKRKDFHmás seguro al sistema pero afecta la 
comunicación entre el derecho y la realidad. La justicia del caso 
satisface las necesidades sociales de justicia pero hace inseguro y 
aleatorio el sistema. Por eso es necesario encontrar un punto 
intermedio en el cual beneficios y desventajas encuentren su mejor 
FRPELQDFLyQ´ 
No. 3 
RADICADO T 547/1993 
MP Alejandro Martínez Caballero 
TEMA Libertad de conciencia/negación de la autoridad a recibir denuncia 
penal por oponerse a hacerla bajo la gravedad de juramento. 
CASO Un ciudadano perteneciente a una iglesia cristiana pretendió presentar 
una denuncia penal en una estación de policía de la Guajira, por la 
desaparición de su hija. El policía encargado de recepcionarla se negó 
a hacerlo cuando el denunciante le manifestó que la doctrina que 
profesaba le impedía prestar juramento.   
TESIS ³El derecho a la libertad de conciencia tiene un doble destinatario: de 
un lado la persona que pretende actuar conforme a su fuero interno y 
HOGHEHUGHORVGHPiVGHUHVSHWDUOH´ 
En este caso se da una confrontación entre el derecho a la libertad de 
conciencia y el poder público, entendiéndolo como el acceso a la 
administración de justicia. La Constitución de 1991 hace prevalecer el 




derecho sustancial sobre el derecho procedimental, y en ese sentido 
establece una diferencia entre el juramento como fórmula sacramental 
que puede reemplazarse por un compromiso y el deber de los 
particulares de decir la verdad. Es por esto que el juramento no ha de 
entenderse como un rito sino como la convicción íntima de decir la 
verdad y por tanto opera el principio de la buena fe, pero frente al 
engaño, quien falte a la verdad habrá de responder penalmente. 
DECISIÓN Revoca las sentencias de primera y segunda instancia que fueron 
negadas al acccionante y le protege el derecho a la libertad de 
conciencia, con base en los postulados de la buena fe, que se traducen, 
según la alta corporación, en la posibilidad de recepcionar una 
denuncia sin la necesidad del juramento del declarante. 
No. 4 
RADICADO T 411/1994 
MP Vladimiro Naranjo Mesa 
TEMA Libertad religiosa/ derecho a la salud de los niños. 
CASO Los padres de una menor de 10 meses de edad se niegan a 
suministrarle el tratamiento médico hospitalario que esta requiere, 
dado su mal estado de salud; dicha reticencia se fundamenta en sus 
creencias religiosas. 
TESIS En el caso que se examina por parte de la Corte hay una colisión de 
derechos: la expresión de la libertad religiosa de los padres frente a 
derechos inalienables como son el derecho a la vida y a la salud de la 
PHQRUGHHGDG\HVSRUHVRTXHVHQWHQFLDHVWD&RUSRUDFLyQTXH³[n]o 
existe pues principio de razón suficiente que pueda colocar a un 
determinado credo religioso en oposición a derechos tan 
fundamentales para un individuo como son la vLGD \ OD VDOXG´ /RV
derechos de los niños son prevalentes por la condición de indefensión 
de estos. La moral religiosa no es una imposición sino una vocación; 
por tanto, debe entenderse en el ámbito de la libertad, pues si bien los 
padres respecto a los hijos menores deben velar por su cuidado y 
protección, no detentan el dominio absoluto sobre estos. Dice por 
último el Tribunal que: ³la fe religiosa está protegida bajo el 




entendido de que no implica actos de extrema irracionalidad, porque 
la fe está al servicio de la vida. Jurídicamente hablando no puede 
legitimarse el sacrificar a otro, pues el mal, por acción u omisión, 
nunca puede ser objeto jurídico protegido´. 
DECISIÓN Se confirma el fallo de única instancia del juzgado de Cauca. Se 
protege la vida y la salud de la menor de edad. 
No. 5 
RADICADO C-511/1994 
MP Fabio Morón Díaz 
TEMA Solicitud de declaratoria de inconstitucionalidad de varios artículos de 
la ley 48 de 1993, que regula el servicio militar obligatorio. 
CASO Los demandantes plantean que los artículos demandados violan la 
Carta Política en cuanto a la obligatoriedad del servicio militar, la 
discriminación entre hombres y mujeres para prestar dicho servicio, el  
deber constitucional de la prestación del mismo y la discriminación 
generada entre soldados bachilleres y soldados profesionales, e 
igualmente entre quienes están ubicados en el área rural y urbana.  
TESIS La Corte desestima las pretensiones de los demandantes con varios 
argumentos, entre ellos la equivocada interpretación que hace uno de 
ellos acerca de que el servicio militar obligatorio opera solo en estados 
de excepción y no es obligatorio, pues dicha interpretación desconoce 
otras normas constitucionales que lo fundamentan como obligación, y 
además permanente. Considera además el Alto Tribunal que el hecho 
de que los bachilleres deban cumplir con el deber de la prestación del 
servicio, así sean menores de edad, no va en contravía de los derechos 
de los niños y de los tratados internacionales que Colombia ha suscrito 
para garantizarlos.  
Considerar que la obligatoriedad del servicio militar sea para los 
varones no vulnera el artículo 13 (derecho a la igualdad) respecto a las 
PXMHUHV \D TXH HV HUUDGD OD OHFWXUD ³LJXDOLWDULVWD´ TXH SUHWHQGH HO
demandante, ante la existencia de factores reales de desigualdad entre 
los sexos, y es válido desde el punto de vista constitucional establecer 
diferencias siempre que se justifiquen en aras de un fin legítimo. 




Ratifica también la Corte, como en varias de las sentencias hasta la 
fecha proferidas, la inexistencia de la figura de objeción de Conciencia 
respecto al servicio militar obligatorio cuando dice: ³/DJDUDQWtDGHOD
libertad de conciencia no necesariamente incluye la consagración 
positiva de la objeción de conciencia SDUDSUHVWDUHOVHUYLFLRPLOLWDU´  
La ley incorpora ciertas variantes para la prestación de la obligación 
constitucional, estableciendo diferencia entre el soldado profesional, el 
bachiller y el campesino. No obstante, dicha diferenciación no puede 
entenderse como una postura que pretenda discriminar, sino que busca 
armonizar las condiciones de cada cual a partir de particularidades 
geográficas, sociales, económicas, culturales, históricas e intelectuales, 
que no pueden desconocerse dentro del universo de los ciudadanos 
llamados a enlistarse. No podría dejar de reconocerse que la mayor 
preparación académica que han tenido los bachilleres amerita que su 
estadía en las filas sea menor. De igual forma, el soldado campesino 
debe estar en el medio en el cual ha sido criado, para evitar mayores 
traumatismos y procesos de desarraigo, situación distinta de la de los 
soldados regulares que pertenecen a la ciudad.  
 
SALVAMENTO DE VOTO: M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz, Carlos 
Gaviria Díaz y Alejandro Martínez Caballero. 
Los disidentes se apartan de la postura mayoritaria en tres aspectos: 
por desconocer el derecho a la objeción de conciencia respecto a la 
prestación del servicio militar obligatorio en la medida en que el 
derecho contemplado en el artículo 16 de la C.P. sí cobija el derecho a 
la objeción, y por tanto lo que se plantea es una colisión entre el 
derecho a no incorporarse al servicio militar como emanación de la 
libertad de conciencia, que debe ser entendido como derecho 
IXQGDPHQWDO³VLQOLPLWDFLRQHVH[SUHVDV´\ODREOLJDWRULHGDG³UHODWLYD´
de cumplir con lo estipulado por el artículo 216 de la Carta; al 
ponderarse este choque de derechos, debió resolverse dando 
preponderancia al primero, pues de hecho la prestación del servicio 
militar tiene excepciones y puede reemplazarse a fin de cumplir con la 




exigencia de la solidaridad nacional; la vocación de la Carta Política es 
privilegiar la libertad de conciencia, vinculada íntimamente con la 
dignidad humana. Los regímenes que respetan la supremacía 
constitucioQDO LQFRUSRUDQ OR TXH VH KD GDGR HQ OODPDU ORV ³SRGHUHV
QHJDWLYRVGHODVSHUVRQDV´ORFXDODOXGHDXQDHVSHFLHGHVXVSHQVLyQ
de lo prescrito por el texto constitucional, con el objetivo de 
salvaguardar los derechos humanos de los ciudadanos. 
Desde estos primeros pronunciamientos de la Corte, algunos 
magistrados entienden la objeción de conciencia como un derecho 
constitucional que hace parte del derecho a la libertad de conciencia; 
además, consideran que no era discrecional del legislador incorporar el 
derecho a la objeción de conciencia, sino que era un deber hacerlo. 
El otro aspecto por el cual se apartan de la posición mayoritaria es que 
nuestra Constitución ordena sin lugar a dudas la protección del menor 
de edad, sin establecer diferencia alguna entre niño o adolescente; por 
tanto cabe dentro de esta consideración toda persona que no haya 
cumplido 18 años. La vinculación de los bachilleres a la prestación del 
servicio militar indiscriminadamente, sean mayores o menores de edad 
puede ser legítima; pero cuando se lleva a cabo respecto a los menores 
de edad en contra de la voluntad del adolescente o sus padres se 
convierte en una carga dañina y exagerada para los derechos 
fundamentales de ese menor, que puede aligerarse tranquilamente si se 
espera a que este llegue a la mayoría de edad. 
Por último, la postura disidente argumenta que la sentencia viola el 
derecho a la igualdad en el sentido de que establece una diferencia 
entre quienes se incorporan a las filas, dependiendo básicamente de 
dos variables: la formación académica y la procedencia bien, sea 
urbana o rural; según estas condiciones establece cuatro variables y 
termina privilegiando injustificadamente el grupo de bachilleres sobre 
los demás. 
DECISIÓN Declara exequibles todos los artículos y apartados de las normas 
demandadas. 
No. 6 





MP José Gregorio Hernández 
TEMA Solicitud de declaración de inconstitucionalidad del artículo 3 de la ley 
48 de 1993, que hace referencia específica a la obligatoriedad del 
servicio militar. 
CASO El demandante alega que el artículo 3 de la ley en mención viola 
varios artículos de la Constitución, entre ellos el 3, 4, 13, 16, 17 y 18. 
Adicionalmente manifiesta que hay una diferencia entre la norma 
constitucional que prescribe el servicio militar obligatorio en dos 
escenarios y lo plasmado en el artículo 3 de la ley 48 de 1993, que lo 
hace para tres contextos, según él, por la existencia de un signo de 
puntuación (,) en la redacción de la norma acusada. 
TESIS La prestación del servicio militar obligatorio es un deber ineludible de 
los ciudadanos a partir del principio de la prevalencia del interés 
general; y solo puede sustraerse de él quien se encuentre dentro de las 
exenciones legales estipuladas. 
El Estado moderno posee una doble condición en el sentido de ofrecer 
al ciudadano una serie de garantías para desarrollar su existencia, pero 
vinculado también a un conjunto de deberes, que desde el principio de 
solidaridad apuntan al desarrollo de la sociedad en los distintos 
ámbitos; de ahí que la prestación del servicio militar se torne 
obligatoria en nuestro orden jurídico. 
Se desestima el argumento según el cual un signo de puntuación (,) 
cambia el sentido de la norma constitucional, que fue la misma que se 
plasmó en la ley, pues en ambos casos la pretensión apunta a plantear 
la obligatoriedad de la prestación del servicio militar en dos eventos: 
la defensa de la independencia nacional y la defensa de las 
instituciones públicas. 
DECISIÓN Declara exequible el artículo demandado. 
No. 7 
RADICADO T -363/1995 
MP José Gregorio Hernández 
TEMA Objeción de Conciencia frente al servicio militar obligatorio 




CASO Un padre de familia de la comunidad religiosa de los Testigos de 
Jehová interpone una acción de tutela por la incorporación a las filas 
de su hijo menor de edad, quien profesa la misma religión y oficia 
como ministro (sacerdote) dentro de su congregación. Alega la 
objeción de conciencia y la violación al derecho al libre desarrollo de 
la personalidad. El joven enlistado se ha negado a prestar juramento a 
la bandera, cantar el himno nacional, recibir adiestramiento militar, 
portar armas, entre otros.  
TESIS Según la Corte, en una sociedad todos sus integrantes deben aportar a 
los intereses comunes de la colectividad, por tanto no existen 
únicamente derechos políticos, sino sus correlativas obligaciones; tal 
es el caso del servicio militar obligatorio. 
Plantea además esta sentencia, que las excepciones a la prestación del 
servicio militar están contempladas taxativamente en la ley y no 
emanan directamente de la Constitución, la cual no advierte ninguna.  
Dentro de las causales de exención del servicio militar no quedó 
consagrada la objeción de conciencia; tesis que ha reiterado la 
jurisprudencia de la Corte en varias ocasiones. La libertad de 
conciencia no es absoluta, como no lo es ningún otro derecho, y 
encuentra su límite en el interés general; por tanto, la prestación del 
VHUYLFLRPLOLWDUHQQLQJ~QPRPHQWRDIHFWD³ODFRQFLHQFLDLQGLYLGXDO´
pues quien cumple dicha obligación puede desempeñarse en diferentes 
actividades que contribuyan al mantenimiento de la institución, como 
por ejemplo labores administrativas. Considera la alta Corporación 
que las actividades que el joven se niega a cumplir en ningún 
momento significan una carga que contraríe sus convicciones más 
íntimas. Se desestiman las pretensiones solicitadas, pues de lo 
contrario se aceptaría una postura individual respecto a un deber 
constitucional. 
Por último, la situación del joven incorporado al ejército no encaja 
dentro de las excepciones para la incorporación, pues a pesar de 
pertenecer a la comunidad de los Testigos de Jehová, la actividad que 
despliega no es comparable con la de los clérigos y sacerdotes 




pertenecientes a la iglesia católica y sus homólogos de otras religiones. 
DECISIÓN Se confirma el fallo de segunda instancia, que revocó el de primera (en 
el cual se accedió a las pretensiones del tutelante). Se ordenó la 




MP Carlos Gaviria Díaz 
TEMA Solicitud de Protección a la libertad de cultos. 
CASO La accionante es una estudiante de secundaria perteneciente a la 
comunidad de los Testigos de Jehová, quien fue sancionada por su 
colegio al negarse a asistir a un desfile en conmemoración del 20 de 
julio. Su negativa se basó en motivos de tipo religioso. No             fue 
exonerada de ese deber. Sin embargo, otros estudiantes que no 
asistieron sin excusa alguna, no fueron sancionados. 
TESIS La Corte, en esta oportunidad, comparó el precedente que existía a 
partir de la sentencia T 539A/93; pues ambas sentencias cimentaban su 
solicitud en la preservación del derecho a la libertad de cultos. No 
obstante, los supuestos de ambos casos fueron distintos, así como las 
decisiones; pues frente a la solicitud hecha por la accionante en la 
sentencia T593A/93 se observó el derecho al debido proceso, se dio 
respuesta a la accionante dentro del tiempo pertinente, y la disposición 
de las clases los días sábados era previamente conocida por la 
accionante. En cambio, en el caso actual, a la estudiante le fue 
notificada la sanción mucho después de realizarse el desfile y, por 
tanto, ella no pudo ponderar la consecuencia de su inasistencia, y la 
sanción se basó en una decisión no contemplada en el reglamento 
estudiantil, el cual adolecía de varias situaciones anticonstitucionales,  
que derivaron en la obligatoriedad de anular la sanción. De esta 
manera, la Corte  le protege a la tutelante el derecho al debido proceso 
y a la igualdad, mas no el derecho a la libertad de cultos, pues no 
comparte la Corporación el argumento de que el cumplimiento de los 
deberes cívicos se traduzcan en actos de adoración que van en 




contravía de los postulados religiosos de la demandante. 
DECISIÓN Se protegieron los derechos a la igualdad y al debido proceso (no el 
derecho a la libertad religiosa u objeción de conciencia) y, por tanto, 
se revocó el fallo de primera instancia y se ordenó al colegio revocar 
también la sanción.  
 
ACLARACIÓN DE VOTO: El M.P. Carlos Gaviria Díaz aclara su 
voto en el sentido de que él considera que debió tutelarse además de 
los derechos antes anotados el derecho a la libertad de conciencia y a 
la libertad religiosa y de cultos, ya que considera que la actora no tiene 




MP Vladimiro Naranjo Mesa 
TEMA Libertad de conciencia/ solicitud de inexequibilidad de normas que 
exigen prestar juramento. 
CASO Un ciudadano demanda la inconstitucionalidad de las siguientes 
normas: artículos 166, 167 y 172 (todos parcialmente) del Decreto 100 
de 1980; 27, 46, 266, 279, 282, 285, 287, 288, 292, 295, 316, 393, 432 
(todos parcialmente) del Decreto 2700 de 1991; 94 (parcial) de la Ley 
136 de 1994; 524, 528 y 529 (todos parcialmente) del Decreto 2550 de 
1988; 71 y 129 (todos parcialmente) de la Ley 200 de 1995; 37 
(parcial) del Decreto 2591 de 1991, y 47, 55, 75, 78, 80, 92, 101, 133, 
161, 192, 202, 208, 211, 212 (total), 222, 223, 227, 228, 236, 243, 273, 
274, 298, 299, 315, 318, 320, 338, 417, 418, 446, 476, 495, 513, 514, 
570, 592, 600, 620, 659 y 681 (todos parcialmente) del Código de 
Procedimiento Civil, por exigir estas que se preste juramento. 
TESIS La Corte Constitucional considera que todas las normas demandadas, 
excepto la que hace referencia al juramento de alcaldes y del 
presidente de la república para posesionarse, imponen un juramento 
desacralizado: ³$KRUDELHQQRREVWDQWHTXHOD&RQVWLWXFLyQde 1991, 
en la determinación de los principios sobre los cuales se organiza el 




Estado colombiano, opta por un modelo no confesional, por lo cual, al 
WHQRUGHO DUWtFXORGH OD&DUWD ³7RGDV ODV FRQIHVLRQHV UHOLJLRVDV H
iglesias son igualmente libres ante OD OH\´QRSRU HOORSXHGHGHFLUVH
que el constituyente colombiano hubiera hecho profesión de ateísmo. 
La invocación a la protección de Dios que se hace en el Preámbulo de 
la Carta tiene un significado pietista imposible de soslayar, que viene a 
ser complementado por la obligación de jurar por Dios, que el 
FRQVWLWX\HQWH LPSXVR DO SUHVLGHQWH FRPR ³VtPEROR GH OD XQLGDG
QDFLRQDO´ \ SRU DQDORJtD VH H[LJH WDPELpQ D ORV DOFDOGHV TXLHQHV
representan a su comunidad y fueron elegidos directamente. El 
constituyente de 1991 no asumió una postura marginal respecto a un 
ser supremo, o sea, permeó la Constitución con el juramento como una 
institución más del sistema jurídico; de allí se desprende la 
obligatoriedad del juramento a Dios por parte de alcaldes y del 
presidente de la república. 
Las demás normas acusadas se refieren a una solemnidad procesal, a 
un formalismo ajeno a un contenido religioso, que en un principio sí 
existía pero ha ido mutando, atenuándose o eliminándose, de modo 
que para el momento de la sentencia se considera que dicho juramento 
tiene un carácter civil y político. Esta sentencia plantea que las normas 
que se examinan no comportan creencias o ideologías morales del 
juramentado. Por tanto, concluye que introducir excepciones a la 
obligación de jurar sería darle paso al derecho a la objeción de 
conciencia y adicionalmente vulneraría el artículo 13 superior. 
DECISIÓN Declara exequibles todas las normas demandadas y solo se declara 
inhibida frente al literal D del artículo 570 de la Constitución Política 
de Colombia, que fue derogado a través de la ley 222 de 1995.  
No. 10 
RADICADO T-588/1998  
MP Eduardo Cifuentes Muñoz 
TEMA Libertad de cátedra/ libertad religiosa y de conciencia. Objeción de 
conciencia en el campo educativo. 
CASO Un grupo de estudiantes de secundaria de una institución no podían 




matricularse en el siguiente grado por tener logros incumplidos del 
curso de educación física. Las actividades pendientes consistían en 
realizar unas coreografías de unas danzas asignadas por el profesor, a 
lo cual se resisten los actores por considerarlas contrarias a sus 
creencias y prohibidas por la iglesia pentecostal unida a la cual 
pertenecen. 
TESIS La colisión de dos derechos fundamentales debe armonizarse para dar 
cabida a ambos, pero en caso de imposibilidad habrá de sacrificarse 
uno en virtud del otro. En este caso entran en conflicto la libertad de 
cátedra, por un lado, y la libertad religiosa y de conciencia, por el otro.  
No obstante, el derecho a la libertad de cátedra encuentra como límite 
otros derechos fundamentales, tanto de los estudiantes como de sus 
padres, que se imponen frente a la autonomía que reclama el 
accionado.  Si bien el objetivo del ejercicio académico perseguido por 
el docente tiene asiento en  el programa curricular, este no podrá 
llevarse a cabo si dicha actividad se convierte en una experiencia 
negativa y contraria a los convencimientos íntimos de los objetores 
(alumnos y padres pertenecientes a una iglesia cristiana), que riñe con 
su convencimiento religioso.  
DECISIÓN Prospera la objeción de conciencia propuesta por padres en 
representación de sus hijos (estudiantes) y prevalece el derecho a la 
libertad religiosa y de conciencia por encima del derecho de la libertad 
de cátedra, alegado por el accionado. Se confirman los dos fallos que 
anteceden el pronunciamiento de la Corte. 
No. 11 
RADICADO T-877/1999 
MP Antonio Barrera Carbonell 
TEMA Libertad religiosa. Trato discriminatorio a los testigos de Jehová y 
derecho a la educación. 
CASO Un grupo de estudiantes de un colegio privado pierden su cupo en la 
institución por negarse a participar en actividades y actos cívicos, con 
fundamento en  su condición de pertenecer a la comunidad de Testigos 
de Jehová. 




TESIS Frente a la colisión de los derechos a la libertad religiosa y la libertad 
de enseñanza, prevalece el primero, sin embargo, ni este derecho ni 
QLQJ~QRWURHVDEVROXWR(VSRUHVWRTXHOD&RUWHFRQVLGHUDTXH³Izar 
la bandera y participar en actos cívicos para conmemorar fechas 
patrias, no puede asumirse jamás como un acto religioso, de manera 
que resulta inadmisible sostener que tales actividades puedan 
constituir un acto de idolatría, contrario a las ideas y principios que 
profesan los demandantes, de acuerdo a los cuales, sólo es dable 
adorar a ODGLYLQLGDG´ 
Los argumentos de los accionantes, para exonerarse del deber de 
cumplir con obligaciones cívicas, contempladas previamente en el 
reglamento de la institución y el manual de convivencia, no tienen un 
sustento veraz, puesto que rendir un homenaje a los símbolos patrios 
no puede considerarse un acto de adoración e idolatría, que según el 
rito que profesan los demandantes está prohibido por su religión. Estos 
símbolos patrios evocan los conceptos de unidad e identidad nacional, 
y son marginales a posturas de tipo religioso. 
DECISIÓN Confirma las decisiones de ambas instancias y, por tanto, se niega la 
protección demandada. 
 
SALVAMENTO DE VOTO: M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. 
Plantea el magistrado que tanto el precedente (T-075/95) como la 
sentencia en comento tienen problemas metodológicos y de fondo. 
Frente a los primeros, toda vez que los demandantes no solo alegaron 
vulneración a su derecho a la libertad religiosa sino también al derecho 
a la igualdad, al haber recibido un trato discriminatorio respecto a 
otros pares que no asistieron a las actividades cívicas y no fueron 
sancionados; sin embargo, la Corte guardó silencio frente a esta 
situación. Adicionalmente, porque la Corporación limitó su capacidad 
de interpretación a la definición ofrecida por la Real Academia de la 
Lengua, la cual en opinión del disidente es bastante restrictiva. 
En el otro sentido, o sea los problemas de fondo que alega, se 
sostienen en que la renuencia de los accionantes, cimentados sobre la 




consideración de que la asistencia a las actividades cívicas pone en 
contradicción su fuero interno y la externalidad de la conducta que se 
espera, no genera afectación de derechos de raigambre constitucional 
para otros miembros de la sociedad y mucho menos trae consigo 
problemas de salud, seguridad o moralidad pública. Por lo tanto, 
considera innecesario y lejano a la vocación constitucional no proteger 
los derechos deprecados, bajo los fundamentos de la providencia 
acogida por la mayoría. 
No. 12 
RADICADO T-982/2001 
MP Manuel José Cepeda 
TEMA Libertad religiosa/ derecho al trabajo 
CASO Una trabajadora perteneciente a la Iglesia Adventista del Séptimo Día 
solicita se ampare su derecho a la libertad de cultos, porque su 
empleador reformó el horario de trabajo y, por tanto, debe laborar los 
días sábados en la mañana. 
TESIS En relación con la vulneración del derecho fundamental a la libertad 
religiosa de la accionante, no puede escudarse el empleador en la 
indemnización que pagó por despido sin justa causa, pues es evidente 
que la terminación unilateral de la relación laboral tuvo como 
fundamento la pertenencia de la empleada al culto religioso que le 
impide laborar el día sábado. 
³[N]o es justificable constitucionalmente el imponer a la accionante 
una afectación tan grave a su derecho a la libertad religiosa, en virtud 
del ejercicio de una facultad legal que propende por un fin, que si bien 
es relevante, puede obtenerse mediante otro medio que no sea 
GHVSURSRUFLRQDGR´ 
DECISIÓN Revoca las dos sentencias de instancia, protege el derecho de la actora 
y le ordena a la empresa reintegrarla y permitirle que disfrute del 
sábado como día de descanso. 
No. 13 
RADICADO C-740/2001 
TEMA Acción pública de inconstitucionalidad contra los artículos 117, 255 a 




258 y el inciso final del art. 579 del Código Penal Militar. 
CASO El actor cuestiona la condición de militares que readquieren los 
reservistas que son llamados a reincorporarse nuevamente al servicio 
militar en caso de necesidad, por lo que eventualmente podrían ser 
investigados por la justicia penal militar. 
 Alega además que se viola el derecho a la igualdad por la distinción 
que se hace entre los jueces que adelantan los procesos contra 
miembros de las fuerzas armadas y quienes los adelantan en contra de 
oficiales de la policía. Por último, cuestiona por qué el procedimiento 
castrense especial no tiene en cuenta la constitución en parte civil y la 
participación del fiscal, ambos como sujetos procesales, dentro del 
procedimiento.  
TESIS Existe la obligación ineludible de prestar servicio militar y, 
adicionalmente, nuestro ordenamiento no ha incorporado el derecho a 
la objeción de conciencia, aunque garantice la libertad de conciencia. 
El servicio militar persigue el logro y el mantenimiento de la paz. Sin 
embargo, los únicos reservistas llamados a reincorporarse en caso de 
necesidad son aquellos de 1ª clase, o sea quienes efectivamente 
prestaron servicio militar y que gozan de beneficios por tal 
circunstancia.  No obstante, una vez reincorporados a las filas, 
adquieren la misma calidad que otrora, cuando prestaron el servicio 
militar por primera vez. Esta condición legitima a la justicia penal 
militar para judicializarlos en determinado momento, mientras estén 
en servicio activo.  
Frente al señalamiento de violar el principio de igualdad, por 
establecer una diferencia entre juzgados de los Departamentos de 
Policía y Policías Metropolitanas, y los jueces de Brigadas y 
Divisiones del Ejército Nacional, la Fuerza Aérea y la Armada 
Nacional, manifiesta la Corporación que si bien todas las instituciones 
QRPEUDGDV SRU HO GHPDQGDQWH FRQIRUPDQ ³OD IXHU]D S~EOLFD´ WRGDV
están llamadas a cumplir funciones constitucionales diferentes, por lo 
cual resulta impropio compararlas. En tal sentido, considera que fue 
potestativo del legislador, de acuerdo con las condiciones particulares 




de cada una, determinar cómo se conformarían los tribunales 
encargados del juzgamiento. 
Por último, y frente al cargo de la vulneración del derecho al debido 
proceso, al excluir como sujetos procesales a la parte civil y al fiscal 
penal militar, dice la Corte que sí se mengua la actuación de la parte 
civil, motivo por el cual condicionará la constitucionalidad de dicho 
inciso; sin embargo, frente a la intervención del fiscal, considera que 
la función acusatoria sí existe dentro del proceso penal militar, pero el 
legislador lo introdujo a partir de su potestad de configuración. 
 
Salvamento Especial de Voto: M.P. Manuel José Cepeda. Para  
decidir la exequibilidad de las normas, debió reconocerse en la 
sentencia el derecho a la objeción de conciencia. La falta de 
enunciación de algunos derechos dentro del texto constitucional no 
significa que no subyacen en este todos aquellos derechos inherentes a 
la condición humana. Reivindica el derecho a la objeción de 
conciencia, desvirtuando la tesis según la cual la Asamblea Nacional 
Constituyente se opuso a incluir este derecho, pues según él dicha 
Asamblea no lo contempló expresamente por considerar que el 
artículo que protege la libertad de conciencia (art. 18) es lo 
suficientemente amplio para garantizar la objeción. Por último plantea 
que mientras el legislador no reconozca y reglamente esta garantía, le 
tocará a los jueces hacerlo. 
ACLARACION DE VOTO: M.P. Rodrigo Escobar Gil. Aclara su 
voto, respecto al art. 117 del Código Penal Militar, pues aunque está 
de acuerdo con que se haya declarado exequible esa norma, debió ser, 
según él, por una motivación diferente; esto es, distinguiendo dos 
momentos frente a los reservistas: uno es el acto administrativo a 
través del cual se convoca a los reservistas a reincorporarse, en el que 
conservan su condición de civiles y, por tanto, son juzgados por la 
justicia ordinaria, y el otro se da cuando efectivamente se enlistan, 
readquiriendo la calidad de militares y, en consecuencia, deben ser 
juzgados por la justicia penal militar. 




Salvamento Parcial de Voto: M.P. Jaime Araujo Rentería.  Respecto 
al numeral primero de la parte resolutiva, que declara la exequibilidad 
del art. 117 del Código Penal Militar. La generalidad es que todas las 
personas tienen la condición de civiles y excepcionalmente cambian su 
estatus al de militar; por tanto, un mero acto administrativo a través 
del cual se llama a los reservistas a reincorporarse a la milicia no 
puede mutar el estatus jurídico de algunos ciudadanos, por las 
profundas consecuencias que esto acarrea.  En consecuencia, la 
sanción por la desatención al cumplimiento de este deber tendrá que 
ser de conocimiento de la justicia ordinaria.  
Adicionalmente, el art. 117 viola el derecho a la igualdad, en la 
medida en que solo obliga a reincorporarse a los reservistas que otrora 
prestaron el servicio militar, mas no a aquellos que no lo hicieron y, 
por tanto, no puede endilgárseles a estos últimos el delito de 
desobediencia. 
Por último, plantea el salvamento, la sentencia en mención guarda 
silencio frente a las causales de exoneración que podría alegar el 
reservista llamado a enlistarse, pues además de los motivos legales, le 
asisten los constitucionales, como son los que se deducen del art. 18 de 
la Carta, que contempla la libertad de conciencia y, por tanto, cobija la 
objeción de conciencia. Reitera que los derechos prescritos en la 
Constitución son enunciativos y no taxativos. 
 
Salvamento de Voto: M.P. Eduardo Montealegre. Considera que 
debió declararse inexequible el art. 117 del Código Penal Militar.  
Fundamenta su inconformidad en el hecho de que la convocatoria 
presidencial (hecha a través de un acto administrativo) a los reservistas 
de primera clase, para reincorporarse a las fuerzas militares, convierte 
ipso facto al convocado de ciudadano en servidor público, y por tanto 
lo hace sujeto de juzgamiento de la justicia penal militar, a sabiendas 
de que lo priva de su juez natural. 
Así las cosas, una decisión burocrática no puede derogar derechos de 
raigambre constitucional, como sucede al cambiar el estatus del 






MP Clara Inés Vargas 
TEMA Libertad de conciencia/Negación a aceptar transfusión de sangre. 
CASO El cónyuge de una Testigo de Jehová enferma que requería una 
transfusión de sangre interpuso una tutela para que esta fuese obligada 
a recibir dicha transfusión (puesto que la religión que profesa lo 
prohíbe), ya que su vida corría peligro. 
TESIS Un Estado social de derecho entiende al individuo como un fin del 
Estado, por tanto, los derechos a la libertad de conciencia y de cultos 
de quien se rehusaba a recibir un tratamiento médico determinado 
porque reñía con sus propias convicciones no pueden ser contrariados 
por el juez, toda vez que la lucidez y la capacidad de la enferma 
estaban intactos. Habrán de ser suficientes las razones que esgrima el 
ciudadano, en uso de todas sus facultades, para negarse a recibir el 
tratamiento médico idóneo y eficaz, siempre que su decisión no tenga 
consecuencias adversas frente a terceros.  
DECISIÓN La Corte ordena revocar el fallo del juzgado de primera instancia, el 
cual rechazó la acción, ya que el procedimiento adecuado era 
tramitarla y negarla si fuera procedente pero no rechazarla. 
Adicionalmente, se dio la desaparición del objeto de la acción (la 
persona enferma había ya fallecido).  
ciudadano de civil a militar, sin su consentimiento y alterando de paso 
su autonomía personal. 
DECISIÓN Declara exequibles todos los artículos demandados, aunque condiciona 
la exequibilidad del inciso final del art. 579 de la ley 522/79 a que se 
dé traslado para alegar a la parte civil, en caso de que se haya 
constituido. 
No. 15 
RADICADO T-823/2002  
MP Rodrigo Escobar Gil 
TEMA Derecho a la libertad religiosa. Objeción de conciencia.  
CASO Una ciudadana perteneciente a la comunidad de los Testigos de Jehová 




considera que una institución hospitalaria viola varios de sus derechos 
fundamentales, ya que se niega a practicarle una intervención 
quirúrgica puesto que la paciente, por sus creencias religiosas, se 
resiste a aceptar la posibilidad de una transfusión de sangre. La 
ciudadana solicita subsidiariamente que sin que ella deba asumir 
costos económicos, se ordene a una de las dos instituciones que 
aceptan hacer la intervención sin necesidad de llevar a cabo la 
transfusión de sangre que la realicen. 
TESIS Plantea la Corte que cuando se presenta una colisión entre el derecho a 
la libertad religiosa y el derecho a la vida, debe favorecerse el último, 
dada su condición de inviolable, pues de este se desprenden todos los 
demás.  
En el caso que se revisa, existe una contradicción entre el derecho a la 
libertad de cultos y el derecho a la conciencia médica que se 
materializa como la objeción de conciencia en la modalidad de 
objeción médica u objeción sanitaria.  
En el entendido de que no existe una situación de urgencia que amerite 
actuar por fuera del consentimiento de la paciente, no puede entonces 
ni vulnerarse la decisión del enfermo que se niega a recibir el 
tratamiento médico sugerido, ni tampoco quebrantar la conciencia del 
médico tratante que recomienda el mismo, pues no está obligado a 
desplegar su ejercicio profesional en contravía de su íntimo 
convencimiento científico. A manera de colofón, plantea este Tribunal 
que es la accionante quien decide cuál derecho prevalece y, por tanto, 
deberá asumir las consecuencias de su decisión. 
 
Aclaración de Voto. MP Eduardo Montealegre. Ni el derecho a la 
vida, ni ningún otro derecho tienen supremacía sobre los demás. Está 
en desacuerdo en que frente a la colisión entre los derechos a la 
libertad de cultos y el derecho a la vida, deba prevalecer este último. 
El Estado a través de sus normas no puede regular la conciencia 
humana ni impedir que un ciudadano ejerza sus derechos, aún en 
contra de sí mismo. Considera que la mayoría de la Sala está de 






MP Jaime Córdoba Triviño 
TEMA Libertad religiosa/Ministerio de defensa 
CASO El actor es un civil que pertenece al Ministerio de defensa y argumenta 
que se viola su libertad de conciencia por la obligatoriedad que para 
los civiles vinculados a esa institución comporta el hacer formaciones 
junto con los militares, entonar himnos castrenses y participar en 
ceremonias religiosas. 
TESIS ³A la luz de la actual Constitución, la libertad religiosa es 
VLPXOWiQHDPHQWHXQD³SHUPLVLyQ\XQDSUHUURJDWLYD&RPRSHUPLVLyQ
significa que el hombre no puede ser obligado a actuar contra su 
creer y su sentir. Como prerrogativa, que nadie puede impedirle obrar 
de acuerdo con sus creencias y sentiPLHQWRV´ VLHPSUH \ FXDQGR HO
ejercicio del derecho se ajuste a los límites constitucionales y legales 
correspondientes. Por lo tanto, las entidades oficiales no podrán 
imponer a sus funcionarios la asistencia obligatoria a ceremonias 
religiosas, por nobles que sean sus ideales. De hacerlo, el Estado 
estará vulnerando los derechos a la libertad religiosa y de cultos que 
FRQWHPSODOD&DUWD3ROtWLFD´ 
La formación semanal y mensual que hacen militares y civiles para 
enterarse de las novedades dentro de la entidad no vulnera ningún 
derecho fundamental del actor. En el expediente no existe constancia 
acuerdo en enfrentar lo científico y lo religioso, validando la ciencia y 
anulando lo demás. Considera que la sentencia entiende el derecho a la 
vida solo en su dimensión biológica. 
DECISIÓN La Corte confirma las sentencias de las dos instancias precedentes. Sin 
embargo, manifiesta en la parte motiva, que la actora tiene la 
posibilidad de acudir a alguna de las entidades de salud que se 
ofrecieron a darle el tratamiento atendiendo a sus condiciones o 
también puede solicitar una junta médica en la institución tutelada, 
para que esta evalúe la pertinencia del tratamiento sugerido por el 
médico tratante. 




alguna sobre llamados de atención o amonestaciones que se hayan 
hecho al actor por negarse a entonar himnos o a asistir a ceremonias 
religiosas, y frente a la ausencia de pruebas y la negación del 
comandante de la Novena Brigada de los hechos narrados, no puede 
pronunciarse la Corte. 




MP Humberto Sierra Porto 
TEMA Libertad de cultos y derecho a la educación en una entidad pública: 
SENA 
CASO Una estudiante del SENA perteneciente a la Iglesia Adventista del 
Séptimo Día es expulsada de la institución y es cancelada su matrícula 
por bajo rendimiento académico, debido a la inasistencia a las clases 
programadas para los días viernes y sábados. 
TESIS La protección de un derecho como el de la libertad de cultos requiere 
ser garantizado no solo en el fuero interno del individuo, sino también 
cuando se hace público. 
A todos los miembros de la Iglesia Adventista del Séptimo Día habrá 
de respetárseles el sabath, tal como consta en el decreto 354 de 1998; 
emitido por el gobierno nacional. En esta oportunidad, la Corte 
enumera las sentencias más relevantes que conforman el precedente en 
esta materia. 
Considera así el Tribunal Constitucional que el derecho a la libertad de 
cultos fue vulnerado por dos asuntos: uno, por eludir llegar a un 
acuerdo sobre la forma como la actora repondría el tiempo de clases a 
las cuales no asistió por motivos de su culto, y el  otro por haber 
cancelado la matrícula en dicha institución. 
Comentario: 
Es evidente una incoherencia entre esta sentencia y la 539ª de 1993. 
Se nota un inicio del cambio jurisprudencial, ya que en la sentencia 
539ª nada se dijo del acuerdo entre las partes para reponer el tiempo 




de inasistencia, en cambio en esta sentencia se habla de dicho 
acuerdo. 
DECISIÓN Revoca las sentencias de primera y segunda instancia y concede el 
amparo solicitado. 
 
ACLARACION DE VOTO: M.P. Alvaro Tafur: El magistrado aclara 
su voto manifestando que el SENA como entidad pública tiene una 




MP Clara Inés Vargas 
TEMA Objeción de conciencia frente a tratamiento médico. 
CASO Un ciudadano, en representación de su cuñado, interpone acción de 
tutela contra la EPS de este, por negarse la entidad a suministrar 
medicamentos por fuera del POS en reemplazo de una transfusión de 
sangre que se niega a recibir el cuñado, por su condición de Testigo de 
Jehová. La EPS se defiende diciendo que el paciente recuperaría su 
salud rápidamente si permitiera que se le hiciese una transfusión de 
sangre o agotara otras instancias contempladas en la norma 
(Convocatoria del Comité Técnico Científico). 
TESIS Garantiza la Corte en esta sentencia la opción del ciudadano a objetar 
la alternativa de que se le practique una transfusión de sangre para 
recuperar su salud, por motivos de conciencia. Evidencia la conexidad 
entre el derecho a la salud y el derecho a la vida y luego de hacer el 
análisis frente a las opciones existentes para aliviar las dolencias del 
ciudadano, determina que en vista de que la transfusión es el medio 
más eficaz para atacar el mal que lo aqueja, pero sus creencias 
religiosas le impiden aceptarla, son los medicamentos que le están 
siendo suministrados por cuenta de la familia (ya que no se encuentran 
en el POS) la única posibilidad que le ofrece dicha garantía. 
Adicionalmente, ordena que estos medicamentos deben ser 
suministrados por la EPS, dadas las precarias condiciones económicas 






MP Jaime Córdoba Triviño 
TEMA  ³$VXQWRVGHFRQFLHQFLD´HQORTXHUHVSHFWDDOUpJLPHQGHEDQFDGDV 
CASO El acto legislativo 01 de 2003 estipuló el voto por bancadas con la 
única excepción de la objeción de conciencia. El demandante 
considera que el inciso 2 del artículo 5 de la ley 974 de 2005 o 
³aquellos en los que, por razones de conveniencia política, de 
trámite legislativo o controversia regional en el caso de la Cámara 
de Representantes, los miembros de las bancadas decidan no adoptar 
una decisión única´ violan el régimen de bancadas porque anexan a 
la excepción de objeción de conciencia que se permite en dicho 
régimen el apartado demandado, ampliando el espectro de las 
excepciones y violando la ley de bancadas.  
TESIS Considera la Corte, por un lado, que cada partido debe predefinir 
FXiOHVVHUiQ³los asuntos de conciencia´ que deben quedar al margen 
de la obligatoriedad de los miembros de cada movimiento de votar 
según el criterio de la bancada a la cual pertenecen, pues avalar la  
constitucionalidad del apartado demandado, el cual posibilita que los 
miembros de los partidos puedan también separarse de la votación en 
del tutelante.  
Reprocha el Tribunal los argumentos del juez de segunda instancia, 
quien desprecia el derecho del ciudadano a negarse a recibir la 
transfusión por asuntos de conciencia, y dice que es abrogable solo al 
afectado su condición de salud, puesto que su negativa a recibir el 
tratamiento más expedito, pero contrario a sus creencias, incrementa 
los costos del servicio de salud, lo cual atenta contra el sistema y 
redunda en dificultades para el resto de la sociedad. Por último, aclara 
que según la jurisprudencia actual no es requisito imprescindible el 
concepto del comité técnico para suministrar el medicamento 
requerido. 
DECISIÓN Revoca el fallo de segunda instancia, ya que la primera había tutelado 
los derechos del solicitante, y concede la acción de tutela.  




EDQFDGDV ³en virtud de razones de conveniencia política, de trámite 
legislativo o de controversia regional´, sería prácticamente, según la 
sentencia, permitir que la gran mayoría de situaciones queden dentro 
del postulado excepcional y no del general, ya que las Corporaciones 
públicas, al decidir sobre los temas de su competencia, se encontrarán 
mayoritariamente con asuntos relacionados con lo planteado en el 
texto demandado.  
DECISIÓN Declaró inexequible el apartado demandado. 
 
SALVAMENTO DE VOTO (Parcial): M.P. Humberto Sierra Porto. 
Este magistrado se separa de la decisión mayoritaria parcialmente, a 
partir GHODQRHTXLYDOHQFLDVHJ~QpOHQWUHORVFRQFHSWRVGH³REMHFLyQ
GH FRQFLHQFLD´ \ ³DVXQWRV GH FRQFLHQFLD´ /D REMHFLyQ OD HQWLHQGH
FRPR³la resistencia a obedecer un imperativo jurídico invocando la 
existencia de un dictamen de conciencia que impide sujetarse al 
comportamiento prescrito´PLHQWUDVTXHORVDVXQWRVGHFRQFLHQFLDORV
definió como aquellas cuestiones que de acuerdo con el movimiento 
político al que pertenece el parlamentario, y con la previa discusión 
que ameritan, así se definan.  
Adicionalmente, considera que es también de competencia del 
OHJLVODWLYR ³UHJXODU OD DFWXDFLyQ GH ODV EDQFDGDV´ TXH LQFOX\H OD
GHILQLFLyQ GH ORV ³DVXQWRV GH FRQFLHQFLD´ SXHV HVWD ODERU QR HV
exclusiva de los partidos políticos, como se desprende de la postura 
mayoritaria en la presente sentencia. 
Otro asunto frente al cual se separa el magistrado de la tesis 
PD\RULWDULDHVHOGHODH[SUHVLyQ³2GHFRQWURYHUVLDUHJLRQDO´SXHVWR
que considera que los Representantes a la Cámara sí pueden apartarse 
del direccionamiento de su partido en este caso específico, en la 
medida en que representan entes territoriales distintos y, por tanto, 
pueden llegar a tener frente a un asunto determinado intereses políticos 
diferentes a los de la bancada, atendiendo a las particularidades de su 
región.  
No. 20 




RADICADO T-209/2008  
MP Clara Inés Vargas 
TEMA Aborto: prohibición total es inconstitucional. 
CASO Profesionales de la salud se negaron a realizar interrupción del 
embarazo a una menor de 14 años que fue violada, aduciendo frente a 
su negativa, objeción de conciencia; sin embargo, no observaron los 
requisitos para que la objeción fuese procedente. Adicionalmente, no 
remitieron a la paciente de inmediato para que otro profesional 
realizara el procedimiento de interrupción de la gestación, como está 
previsto. 
TESIS La objeción de conciencia no es un derecho absoluto y adicionalmente 
es un derecho del que no son titulares las personas jurídicas, solo 
pueden demandarlo las personas naturales.  
Para hacer efectivo este derecho, deberá solicitarse su preservación de 
manera individual, por escrito, y argumentarse con fundamentos de 
orden religioso. Esta figura si bien representa un derecho de los 
profesionales de la salud, no puede vulnerar los derechos 
fundamentales de las mujeres. Cuando un médico se abstenga de 
practicar un aborto con base en la objeción de conciencia, debe remitir 
inmediatamente la paciente a otro profesional que lo haga. Además, 
las IPS deben tener médicos inscritos en sus instituciones habilitados 
para practicar las interrupciones de los embarazos en los casos 
previstos en la jurisprudencia.  
DECISIÓN Revocar los dos fallos y condenar en abstracto a la EPS Coomeva y su 
red de IPS y a los médicos objetores relacionados con el caso revisado.  
Se ordenó, además, que se gestione por parte de un juzgado 
administrativo, como trámite incidental, la tasación de los perjuicios 
generados a la tutelante. Adicionalmente, se dio traslado de la decisión 
al Ministerio de la protección social, la procuraduría, la defensoría y el 
comité de ética médica de Santander. 
No. 21 
RADICADO T-388/2009 
MP Humberto Sierra Porto 




TEMA Invocación de objeción de conciencia por parte de un juez. 
CASO Un Juez en primera instancia se declara objetor de conciencia para no 
pronunciarse sobre una tutela contra Saludcoop, en la cual una mujer 
solicitaba la interrupción de un embarazo por malformaciones del feto; 
Consecuencialmente, en la sentencia, el operador jurídico no accede a 
la pretensión.  
TESIS Los jueces u operadores jurídicos no pueden alegar razones morales 
para evitar tramitar y decidir asuntos que deban conocer al ser 
asignados a sus despachos, toda vez que sus fallos deben ser en  
derecho y no en conciencia. Las causales de impedimento de los 
jueces son taxativas y de interpretación restrictiva, y no hacen parte de 
estas la objeción de conciencia.  
En el caso sujeto a revisión, llama la atención la Corte Constitucional, 
en lo concerniente a la interrupción del embarazo, los falladores 
judiciales han de tener en cuenta los lineamientos jurisprudenciales 
que frente al tema ha señalado la misma Corporación en la sentencia 
C-355/2006, por lo tanto su observancia es obligada, máxime para un 
juez, so pena de incurrir en el delito de prevaricato y en una falta 
disciplinaria. 
El ejercicio del derecho a la objeción de conciencia puede generar en 
ocasiones consecuencias frente a terceros, es por esto por lo que no 
puede entenderse como un acto exclusivo del fuero interno de quien lo 
ejerce; es por esto que sentenció la Corte en esta providencia: 
³La objeción de conciencia es un derecho que se garantiza de modo 
extenso en el campo privado ± cuando no está de por medio el 
desconocimiento de derechos de terceras personas´  
DECISIÓN Teniendo en cuenta que ya se había practicado la interrupción del 
embarazo a la tutelante, la Corte ordenó al Ministerio de la protección 
social, al Ministerio de salud, a la procuraduría y a la defensoría que 
iniciaran campañas de información sobre los derechos sexuales y 
reproductivos de las mujeres. Ordenó, además, a la superintendencia 
de salud, exigir a las EPS e IPS públicas y privadas contar con una 
planta de médicos no objetores de conciencia para realizar las 




interrupciones de los embarazos, en los casos previstos en la ley. 
No. 22 
RADICADO C-728/2009 
MP Gabriel Eduardo Mendoza 
TEMA EXHORTACIÓN AL CONGRESO por omisión legislativa absoluta, 
para que legisle sobre objeción de conciencia.  
CASO OBJECION DE CONCIENCIA FRENTE AL SERVICIO MILITAR. 
Los demandantes solicitan a la Corte Constitucional que se pronuncie 
sobre la totalidad del contenido del artículo 27 de la ley 48 de 1993, 
pues este no incluyó a los objetores de conciencia dentro de las 
personas exentas de prestar dicho servicio.  
TESIS A través de la acción pública de inconstitucionalidad, se puede ejercer 
control sobre las omisiones legislativas relativas, pero no sobre las 
omisiones legislativas absolutas. 
DECISIÓN Declara exequible el art. 27 de la ley 48 del 93. Considera que la 
omisión legislativa no es relativa sino absoluta y exhorta al Congreso a 
que regule la objeción de conciencia al servicio militar obligatorio.  
 
SALVAMENTO DE VOTO. A pesar de que para la totalidad de los 
magistrados de la Corte es claro que cualquier ciudadano puede 
objetar por asuntos de creencia o conciencia la obligatoriedad de 
prestar el servicio militar obligatorio, así no esté contemplado en 
ninguna norma, dicha exención puede perfectamente derivarse de los 
derechos constitucionales protegidos y nombrados a lo largo de toda la 
providencia y reclamarse por vía de tutela. No obstante, solo quienes 
se apartan de la posición mayoritaria consideran que la exigencia de la 
externalidad de la postura que los convierte en objetores es ilógica e 
inconstitucional, pues cuando esta se desarrolla exclusivamente en el 
fuero interno del individuo, carece de la protección deprecada.  
Quienes salvaron su voto consideran que es excesivo el 
constreñimiento que se hace a los objetores, en el sentido de obligarlos 
a enlistarse en la institución castrense pese a su negativa por motivos 
de conciencia, puesto que los fines perseguidos con la prestación del 




servicio militar obligatorio pueden alcanzarse por medios menos 
onerosos en términos personales para esos ciudadanos. Siendo así, 
reiteran estar de acuerdo con los demandantes en el sentido de que el 
art. 27 de la ley 48 de 1993 debió contener a los objetores de 
conciencia como sujetos exentos de la obligación constitucional de 
prestar servicio militar, y, por tanto, es evidente que el legislador 
frente al artículo en mención incurrió en una omisión legislativa 
relativa, y no absoluta, como lo consideró la postura mayoritaria. 
Es relevante indicar que esta sentencia generó un notorio cambio 
jurisprudencial, al avalar que no solo en la ley de reclutamiento se 
encuentran claramente definidos los individuos o grupos de individuos 
exentos del servicio militar. Son, además de los estipulados en la 
normativa en mención, aquellos que fundamentan su objeción a 
enlistarse en el derecho a la libertad de conciencia, y que 
consecuentemente imponen al Estado la prohibición de obligar al 
ciudadano a actuar al margen o en contra de su conciencia y se 
convierten, ipso facto, en una exención incontrovertible, no con 
fundamento legal pero sí a partir de los derechos sobre los cuales el 
Tribunal construyó la presente sentencia. 
No. 23 
RADICADO T 018/2012 
MP Luis Ernesto Vargas Silva 
TEMA Objeción de Conciencia/ servicio militar obligatorio. 
CASO Un joven perteneciente a la Iglesia Pentecostal de Colombia fue 
reclutado por el ejército para la prestación del servicio militar 
obligatorio, y pese a sus múltiples solicitudes para ser exonerado del 
mismo, aduciendo su condición de objetor de conciencia, no fueron 
atendidas sus demandas, con diversos argumentos esgrimidos por las 
fuerzas armadas. 
TESIS La sala plena de la Corte Constitucional reconoció la existencia del 
derecho a la objeción de conciencia en el ámbito del servicio militar.  
En este caso tuvo en cuenta el cambio jurisprudencial que se dio a 
partir de la sentencia C-728/2009, la cual, con base en los artículos 18 




y 19 de la Constitución Política, protege el derecho a objetar por 
asuntos de conciencia. Adicionalmente, asegura esta providencia que 
para garantizarla, no es necesario un desarrollo legislativo 
determinado, pues ante la ausencia de este, la acción de tutela es el 
mecanismo idóneo para preservar ese derecho. Considera el alto 
Tribunal en esta sentencia, que el ejército nacional desconoció la 
sentencia en mención, esto es, la C-728/2009. 
Evidenció así la Corte, que los argumentos esgrimidos por el 
accionante cumplen con las directrices exigidas por la jurisprudencia 
actual, que consisten en que la postura que sirve de soporte al objetor 
sea profunda, fija, sincera y se manifieste externamente.  
DECISIÓN Revoca el fallo del Tribunal Superior de Medellín y concede la acción 
de tutela. Además, ordenó al Ministerio de defensa que en un término 
no superior a cuatro meses se realice una campaña para dar a conocer 
la sentencia C-728 de 2009. Ese proceso de divulgación deberá 
dirigirse especialmente a las dependencias encargadas del 
reclutamiento para engrosar las filas del Ejército a través del servicio 
PLOLWDUREOLJDWRULR³haciendo énfasis en: i) la existencia del derecho a 
la objeción de conciencia frente a la prestación del servicio militar 
obligatorio; ii) el respeto por las libertades de conciencia, cultos y 
religión; iii) el reconocimiento constitucional de los derechos del 
objetor de conciencia frente al servicio militar obligatorio, aunque no 
exista una legislación que reglamente la objeción de conciencia en 
estos casos; y iv) el derecho que le asiste a los objetores de conciencia 
para que su petición sea tramitada de forma imparcial y neutral, de 
acuerdo con las reglas del debido proceso´ 
No. 24 
RADICADO T-357/2012  
MP Luis Ernesto Vargas Silva 
TEMA Objeción de conciencia frente a la prestación del servicio militar 
obligatorio. Vulneración de los derechos de libertad de conciencia y 
libertad de religión y de cultos.  
CASO Un bachiller se presenta a una guarnición militar para resolver su 




situación militar alegando de antemano su condición de objetor de 
conciencia, pues es ministro de la comunidad de los Testigos de 
Jehová. Pese a ello, se le practican exámenes médicos y otras pruebas, 
se le corta el cabello, pero por los trámites adelantados por la 
comunidad a la cual pertenece, queda aplazado para ser incorporado en 
un plazo de tres meses. 
TESIS A pesar de que al momento del fallo, la Corte declara la carencia de 
objeto por representación de hecho superado, el Tribunal aprovecha la 
oportunidad para aclarar asuntos relativos al derecho constitucional a 
objetar por asuntos de conciencia, tanto al Ejército Nacional como a 
los jueces que en ambas instancias negaron el amparo deprecado. 
Reitera así la Corte que el Ejército no puede ampararse en la ausencia 
de desarrollo legislativo del derecho de la objeción para negar el 
mismo a quienes se postulen, ya que la sentencia C-728/09 reguló las 
condiciones para ser considerado objetor frente al servicio militar y 
obliga a quienes ejercen labores de reclutamiento dentro de la 
institución a garantizar el mismo. Faculta tanto a las autoridades 
castrenses como a las judiciales para que otorguen el amparo; y en este 
caso específico, señala que el Ejército Nacional desconoció el 
precedente constitucional al no garantizar el derecho a la objeción de 
conciencia del actor. 
Advirtió también la Corte que la ausencia de pruebas cuando se trata 
de determinar si hay vulneración de derechos fundamentales, faculta al 
juez constitucional para actuar oficiosamente; por tanto, no es de 
recibo la fundamentación de los togados de ambas instancias respecto 
a la omisión del tutelante de demostrar su condición de ministro del 
rito que profesa. Basta con acreditar las creencias a través de 
demostraciones externas y susceptibles de comprobarse y que cumplan 
FRQODUHJODGHVHU³profundas, fijas y sinceras´  
DECISIÓN A pesar de la declaratoria de carencia de objeto, se revocan las 
sentencias de primera y segunda instancia. 
No. 25 
RADICADO T- 603/2012 




MP Adriana María Guillén Arango 
TEMA Objeción de Conciencia al servicio militar obligatorio. Formas de 
Desobediencia civil y objeción de conciencia en la doctrina y la 
jurisprudencia. 
CASO Un ciudadano quien se encuentra prestando servicio militar solicita se 
le proteja su derecho fundamental a la objeción de conciencia, pues 
dicho deber riñe con sus convicciones. 
TESIS Esta providencia hace un recorrido por los argumentos que ha 
esgrimido la Corte, especialmente desde la sentencia C-728/2009. 
Hace adicionalmente una amplia disertación sobre algunas formas de 
resistencia, entre ellas la desobediencia civil y la objeción de 
conciencia. 
DECISIÓN Confirma las decisiones de ambas instancias por considerar que no se 
cumple con los presupuestos de la objeción de conciencia. 
Recomienda que el actor sea valorado medicamente.  
 
ACLARACION DE VOTO: M.P. Gabriel Eduardo Mendoza: Aclara 
su voto en el sentido de que le parece innecesaria la extensa 
sustentación que se hizo en cuanto a las formas de resistencia, pues se 
desvió la atención del tema puntual sobre el cual debía pronunciarse la 
Corporación. 
No. 26 
RADICADO T-430/2013  
MP María Victoria Calle Correa 
TEMA Objeción de Conciencia al servicio militar obligatorio; violación a la 
libertad de conciencia y a la libertad religiosa; principio de inmediatez; 
vulneración al mínimo vital y móvil por incorporación al Ejército. 
CASO Acumulación de sentencias, las cuales hacen referencia a cuatro 
expedientes en los que todos los accionantes solicitan se les exonere 
de la prestación del servicio militar por su condición de objetores de 
conciencia. Uno de ellos solicita dicho reconocimiento después de 
haber sido incorporado. En otro caso, se suma a la solicitud de 
preservación del derecho a la objeción de conciencia, la afectación al 




mínimo vital y móvil, por ser el obligado a prestar servicio militar 
quien aporta el sustento económico para la familia. 
TESIS La Corte en esta oportunidad se pronuncia sobre los elementos 
comunes y los elementos particulares de cada una de las sentencias 
acumuladas.  
Frente a la violación del principio de inmediatez que es el argumento 
con el cual se niega a uno de los tutelantes su derecho, considera el 
Tribunal que deben analizarse las particularidades de cada caso 
concreto, pues contabilizar de manera rígida la cantidad de tiempo 
transcurrido entre la violación del derecho y la interposición de la 
acción lo que hace es reivindicar las normas procedimentales en 
desmedro del derecho sustancial.  
El fundamento conceptual de este pronunciamiento está basado en lo 
dispuesto por la misma Corporación en la sentencia C-728 de 2009. 
Unánimemente, todos los reclamantes demandan se les reconozca 
como objetores de conciencia a partir del derecho fundamental a la 
libertad de conciencia, el cual en consideración de la Corte es un 
derecho inalienable de la persona humana. Razona además que tal 
derecho es consecuente con un Estado Social y democrático de 
derecho, donde la dignidad humana llena de contenido dicho concepto. 
Por tanto, ordena al Ejército, que es quien de primera mano debe 
aceptar el derecho a objetar por motivos de conciencia y dar trámite en 
consecuencia, definir la situación de los objetores al margen de la 
reglamentación legislativa, bajo el entendido de que dicha garantía 
deriva de la Constitución, que es norma de normas.  
De otro lado, en esta sentencia se cuestiona la decisión de todos los 
jueces de instancia que conocieron los casos que se revisan, pues 
tenían la obligación y les era exigible el haber garantizado en todos las 
situaciones la protección deprecada, máxime cuando el Ejército en 
algunos de los casos reconoció la condición de objetores, pero se 
excusó en la ausencia del desarrollo legislativo. 
En definitiva, el Tribunal Constitucional ampara a todos los tutelantes 
su derecho a objetar la prestación del servicio militar por asuntos de 




conciencia, protegiendo los derechos a la libertad de conciencia, la 
libertad de religión y adicionalmente a uno de ellos, el derecho a la 
LJXDOGDGUHLWHUDQGRTXH³>H@OGHUHFKRDODREMHFLyQGHFRQFLHQFLDQR
WLHQHOLPLWDFLRQHVWHPSRUDOHVSDUDVXHMHUFLFLR´ 
DECISIÓN Revoca todas las sentencias que negaron los derechos demandados; le 
dio el carácter de definitivas a las medidas cautelares tomadas 
mediante el trámite; ordenó la definición de la situación militar de 
todos los accionantes y el des- acuartelamiento de aquel que 
permanecía en las filas;ordenó que el pago de la compensación se 
hiciera acorde al tiempo que estaba faltando para culminar con la 
obligación y que la cancelación de dicho pago se hiciera sin alteración 
del mínimo vital y móvil. 
No. 27 
RADICADO T-587/2013  
MP María Victoria Calle Correa 
TEMA Servicio militar obligatorio y sus exenciones; afectación mínimo vital 
y móvil; vulneración al debido proceso y exigibilidad del  
consentimiento informado. 
CASO Un padre de familia tutela en calidad de agente oficioso de su hijo 
único, quien fue reclutado para prestar servicio militar, pues a pesar de 
estar dentro de una de las exenciones legales no había cumplido con el 
requisito de haberse inscrito dentro del año anterior a la mayoría de 
edad. El joven fue detenido en una redada del Ejército e 
inmediatamente incorporado a las filas, vulnerando, entre muchos 
otros, el derecho al debido proceso administrativo y afectando el 
mínimo vital y móvil, pues la subsistencia económica de su grupo 
familiar dependía de él. 
TESIS La Corte considera que el incumplimiento de uno de los requisitos de 
la ley de reclutamiento, como es el de surtir la inscripción un año antes 
de alcanzar la mayoría de edad, no habilita al Ejército para que niegue 
la exención legal que prohíbe incorporar a quienes son hijos únicos. 
En otras palabras, la omisión de la inscripción no invalida la exención. 
Plantea, además, que al  joven se le retuvo en una situación irregular, 




toda vez que fue en una redada (constitucionalmente prohibidas por 
violar el derecho a la libertad personal), en la cual fue capturado e 
inmediatamente incorporado, vulnerándole de paso el derecho al 
debido proceso administrativo; adicionalmente, se afectó el derecho al 
mínimo vital y móvil de su grupo familiar, pues de él dependían todos 
los ingresos para la manutención de su hogar.  
DECISIÓN Revocar el fallo de única instancia, ordenar la desincorporación del 
joven y adicionalmente hacer un cobro parcial de la cuota de 
compensación equivalente al tiempo que quedó faltando por cumplir la 
totalidad del servicio; aclarando que debe mediar un acuerdo de pago, 
ya que las precarias condiciones económicas de la familia del joven 
pueden verse afectadas por el desembolso del dinero que habría que 
cancelar al Ejército Nacional. 
No. 28 
RADICADO T-455/2014 
MP Luis Ernesto Vargas Silva 
TEMA Objeción de conciencia como exención al servicio militar obligatorio; 
prohibición de batidas por vulnerar el derecho a la libertad personal.   
CASO (Acumulación de dos acciones en revisión) 
En ambas situaciones se demanda la protección del derecho a la 
libertad de conciencia por el constreñimiento a la prestación del 
servicio militar obligatorio a pesar de que ambos accionantes 
pertenecen a una religión que les prohíbe tomar las armas. Se 
consideran vulnerados, también, el derecho de petición, el derecho al 
debido proceso y el derecho a la libertad personal, ya que frente a la 
solicitud de reconocimiento como objetores de conciencia, el Ejército 
optó por utilizar la figura del aplazamiento o bien por no dar respuesta 
a las solicitudes, y, adicionalmente, incorporó a uno de los accionantes 
a través de una redada para garantizar la prestación del servicio.  
TESIS Las autoridades militares y de reclutamiento deberán observar dos 
deberes constitucionales puntuales: 
1. Asumir la objeción de conciencia frente al servicio militar como un 
derecho constitucional y, por tanto, aceptarlo como causal de exención 






frente al mismo, sin importar la falta de estipulación legal; por tanto, la 
REMHFLyQ SXHGH VHU DOHJDGD SRU TXLHQ ³GHPXHVWUH FRQYLFFLRQHV
personales, profundas, sinceras, continúas y exteriorizadas que le 
LPSLGHQHMHUFHUODDFWLYLGDGPLOLWDU´'HEHDJUHJDUVHTXHHVWHGHUHFKR
se entiende como un derecho subjetivo y permanente y puede 
reclamarse en cualquier momento de todo el proceso que comporta la 
prestación del servicio militar. 
2. Ofrecer una respuesta oportuna, fundamentada y a través de medios 
idóneos, como emulación del debido proceso administrativo, pues la 
institución militar cumple labores administrativas del Estado.  
Deberá el Ejército informar a los obligados a la prestación del servicio 
militar, de forma clara, amplia y específica, cuáles son las causales de 
exención, especialmente la que da cuenta de la objeción de conciencia. 
Prohíbe en esta sentencia la Corte, ejecutar redadas para tratar de 
identificar aleatoriamente a los ciudadanos remisos, ya que es una 
práctica inconstitucional que afecta el derecho fundamental a la 
libertad personal. La retención solo es posible mientras se procede a la 
inscripción del ciudadano, sin que deba trasladarse a ninguna 
guarnición; por tanto, solo es posible compeler a un ciudadano remiso 
plenamente identificado e individualizado. 
DECISIÓN Revoca las decisiones tomadas en ambos expedientes y protege los 
derechos a la objeción de conciencia, a la libertad de conciencia, a la 
petición, al debido proceso y a la libertad personal. Ordena que se 
expidan las respectivas libretas militares. 
Se emiten una serie de directrices a la institución militar acerca del 
proceso y el procedimiento que habrá de observarse en adelante con 
respecto a las solicitudes de exención de la prestación del servicio por 
objeción de conciencia; se ordena elaborar una cartilla que dé cuenta 
de los contenidos esenciales del presente fallo, para ser entregada a 
todos los ciudadanos, y le da un plazo  de seis meses al director de 
reclutamiento del Ejército para que rinda informe a la Corte sobre el 
cumplimiento de las órdenes impartidas en el presente fallo. 




AnH[R³8QGLOHPDPRUDO´&DStWXORV del libro Tras la Justicia, de Manuel 
Atienza, 1997, Barcelona: Ariel. 
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La disertación de Manuel Atienza en el capítulo quinto de su texto Tras la 
Justicia, referido a la insumisión, parte del análisis de una sentencia dictada en el año 
 SRU XQ MXH] HVSDxRO TXLHQ DEVROYLy D XQ REMHWRU GHO GHOLWR GH ³LQVXPLVLyQ´
imputado ya que este individuo se negó a realizar la actividad de tipo social que 
sustituye la prestación del servicio militar obligatorio en el país ibérico. De manera muy 
somera, podría afirmarse que el fundamento de la sentencia emitida por el juez de 
UHIHUHQFLD HV VREUHSRQHU ³OD FRQFLHQFLD LQGLYLGXDO VREUH ODV OH\HV (VWDWDOHV´ 'LFKR
fundamento es el que ofrece un aporte interesante a la presente disertación; en tal 
sentido se expondrán los argumentos del fallador y los contraargumentos de quienes se 
opusieron a la sentencia. 
 
Las tesis del juez respecto a su controvertida sentencia pueden enumerarse de la 
siguiente manera: 
 
A. La conducta del imputado no vulnera ningún bien jurídico, pues el no 
cumplimiento del servicio social sustitutivo, como objetor de conciencia, configura un 
³GHOLWRFRQWUDXQGHEHU´ 
 
%(O LQFXPSOLPLHQWRGHOSURFHVDGRVHGHEHD ODHPDQDFLyQGH³XQD conciencia 
DXWpQWLFD´ SURGXFWR GH VX IRUPDFLyQ UHOLJLRVD \ QR D XQD SRVWXUD DPDxDGD R GH
conveniencia. 
 
C. La postura del acusado puede plantearse en el sentido de que este no se opone 
³DOFXPSOLPLHQWRGHO VHUYLFLRPLOLWDUREOLJDWRULR VLQRD ODH[LVWHQFia misma de dicho 
VHUYLFLR´'HWDOIRUPDTXHVLDFHSWDFXPSOLUFRQODDFWLYLGDGTXHVXVWLWX\HHOVHUYLFLR
militar obligatorio, correlativamente estará aceptando la obligatoriedad de incorporarse 
por un tiempo a la milicia. 
 
D. La acción desplegada por quien se resiste a cumplir la norma se nombra como 
³VXSHUHURJDWRULD´ \D TXH VREUHSDVD VX GHEHUPRUDO HQ ODPHGLGD HQ TXH SHUVLJXH XQ
objetivo altruista (debido a que él ya está excluido del cumplimiento de la obligación, o 
sea del servicio militar obligatorio) que beneficie a los demás. Lo anterior se colige por 




la disposición que mostró el insumiso de cumplir la pena de prisión que se desprende 
por el incumplimiento del mandato legal que penaliza los delitos contra un deber. De lo 
precedente se desprende su postura solidaria respecto a sus pares. 
 
E. La acción desplegada por el insumiso se enmarca dentro de la dinámica de la 
desobediencia civil, la cual se caracteriza por perseguir la anulación de una norma, pero 
de manera pacífica. 
 
Como es sabido, tanto la desobediencia civil como la objeción de conciencia son 
posturas que generan tensión entre el Derecho y la moral, aunque cada una tiene unos 
rasgos definidos que las caracterizan así: la objeción de conciencia persigue una licencia 
para incumplir un mandato legal, no la alteración de este; se ejerce de manera personal 
y puede tener reconocimiento legal; por su parte, la desobediencia civil propende por el 
cambio de determinada norma; se puede considerar como tal siempre y cuando sea 
practicada o demandada por un grupo de personas que poseen el mismo interés frente a 
la desaparición o cambio de la ley en mención, y carece de regulación jurídica en 
general o, en otras palabras, no ostenta la calidad de derecho. La pretensión de que la 
objeción de conciencia obedece a la moral mientras que la desobediencia civil hace lo 
propio respecto a la política es un tanto imprecisa, ya que un movimiento de 
desobediencia civil puede perfectamente obedecer a razones morales, y en el caso de la 
sentencia que sirve de referencia a estas reflexiones, ambas figuras tienden a 
confundirse o a darse de manera simultánea, en la medida en que el insumiso se niega a 
cumplir el precepto legal (servicio social obligatorio que reemplaza el servicio militar), 
y a su vez pretende que se cambie la postura institucional (la imposición del servicio 
militar a los jóvenes). 
 
F. Según el juzgador, la situación contrapuesta se plantea entre el individuo 
poseedor de una conciencia y el Estado que tiene la ley como medio para el 
mantenimiento del orden social. En el caso en mención, el a quo lo resuelve 
privilegiando al individuo en su conciencia, y de paso reivindica principios 
fundamentales que tienen asiento en la Constitución Española, como son: la dignidad, la 
libertad de conciencia, el libre desarrollo de la personalidad, entre otros. 
 




G. En la situación que sirve de referencia, se configuran los elementos del estado 
de necesidad, ya que el incumplimiento por parte del acusado, a pesar de causar un daño 
al bien jurídico protegido, se debió a su incapacidad de cumplir con lo prescrito; pues de 
haberlo hecho así, se hubiese generado un daño mayor para él, en términos de 
afectación a su dignidad, lo cual no requiere muchísimas justificaciones, puesto que la 
dignidad es cRQVLGHUDGDFRPRXQELHQPD\RUUHVSHFWRD³ODGHIHQVDQDFLRQDO´ʊTXHQR
HVWXYRPtQLPDPHQWHDPHQD]DGDʊTXHIXHHOELHQMXUtGLFRYXOQHUDGRFRQODLQVXPLVLyQ
frente a la norma. En otras palabras, no le es exigible, según el ente juzgador, un 
³VDFULILFLR´GHHsa magnitud.  
 
Los argumentos esbozados en la sentencia referida generaron bastante 
controversia, entre otros asuntos porque obligan a replantear principios como el imperio 
de la ley, coherente con un Estado de derecho, modelo en el cual está inscrita España. 
/RVVHJXLGRUHVGHODGHFLVLyQIXQGDPHQWDURQVXDSODXVRHQ³ODVHQVLELOLGDGVRFLDO´GHO
juzgador, mientras que los detractores, en cambio, resumieron en cuatro explicaciones 
las razones por las cuales consideran que el juez incurrió en un error al emitir dicha 
sentencia: 
 
1. Argumento de la universalidad: este argumento se apoya en el principio de 
igualdad, pues el operador jurídico está obligado a fundamentar sus fallos en normas 
que puedan aplicarse a todos (universales) o al menos a quienes coincidan en cuanto a 
ciertos presupuestos fácticos. Es así como el ad quo reivindicó la conciencia por encima 
de la ley. 
 
2. Argumento de las consecuencias: establece algunas semejanzas con el 
argumento anterior, pero hay que hacer la claridad respecto a que el concepto de 
universalidad (como criterio de aplicación) tiene que ver con el resultado que genera la 
decisión del juez, mientras que el presente argumento hace referencia a las 
consecuencias de dicho resultado; esto es, qué sucedería si de forma generalizada se 
aplicara a casos análogos el criterio en que el fallador fundamentó su decisión. Para 
Atienza, puede no haberse vulnerado el principio de universalidad, sin embargo, 
advierte las consecuencias que según sus detractores se desprenderían de la sentencia: 
 
 




x  Las leyes se hacen con el propósito de que sean acatadas por sus destinatarios y 
aplicadas por los operadores jurídicos y, por tanto, deberán ser sancionados 
absolutamente todos quienes se marginen del deber de cumplimiento, puesto que 
es una forma de mantener el orden social. De acuerdo con algunos reclamantes 
IUHQWHDODGHFLVLyQ³HOUHDOPHQWHLQVXPLVRIXHHO-XH]´TXLHQFRQVXSRVWXUDRSWy
por dejar en la penumbra el concepto de Derecho que subyace en una sociedad 
determinada. Simultáneamente, se cuestiona el sentido de la labor legislativa, la 
cual desaparece cuando el aplicador desatiende la norma y falla a partir de su 
criterio personal, en este caso, basado en la dignidad. Es pertinente recordar que el 
legislador ostenta tal calidad por la legitimidad conferida por los ciudadanos, por 
tanto, marginarse de las disposiciones diseñadas por este órgano es a su vez 
segregarse del querer de la sociedad; de tal modo que no le son dables al juez 




legales, sino ligados a la corriente de pensamiento del juzgador, lo que acarrearía 
que frente a situaciones bastante similares se profirieran sentencias antagónicas. 
Además, respecto a la cuestionada sentencia, que abrió la puerta al concepto de 
³LQVXPLVLyQMXGLFLDO´VHSODQWHyXQDDFHUWDGDUHIOH[LyQVREUHWRGRSDUDTXLHnes 
estuvieron de acuerdo con la decisión por considerarla como una postura liberal: 
la renuencia de un juez frente a la aplicación de la ley puede darse en ambos 
sentidos, o sea, con fundamentos progresistas o presupuestos reaccionarios, 
puesto que si la aplicación de la norma no se torna obligatoria para el juzgador, 
puede llevarse a cabo por doble vía. De esa forma, se transita de la seguridad 
jurídica soportada en la ley como emanación de la voluntad general a la fragilidad 
que significa la postura de uno solo: del aplicador judicial. 
 
x  Por último, se sugiere como consecuencia negativa la repercusión que al interior 
de la institución castrense puede tener esta clase de fallos, ya que es capaz de 
generar interrogantes en aquellos ciudadanos que cumplen con su obligación de 
prestar el servicio militar. No obstante, quienes apoyan la decisión manifiestan 
que la sentencia ha impactado fuertemente en el gobierno y en otros sectores 
porque en un futuro podría ser ampliamente cuestionado el servicio como tal, al 




punto en que podría tender a desaparecer a partir de la toma de conciencia de la 
innecesariedad del mismo.  
 
El profesor Manuel Atienza considera que las consecuencias a las que se refieren 
los opositores, y sobre las que alertan a partir de la sentencia en discusión, no son bien 
ponderadas porque carecen de unos fundamentos sólidos y en determinado momento 
podrían leerse desde la otra orilla. 
 
5HVSHFWRD OD OODPDGD³LQVXPLVLyQGHO MXH]´DUJXPHQWDHODXWRUTXHHVXQFDVR
aislado, tendiente a resolver la situación particular del procesado en relación con una 
norma del ordenamiento, y no con toda la normatividad constitucional; además, justifica 
el desacato a la norma con tesis o fundamentos contenidos en la misma Constitución, 
TXHQRVRQRWURVTXH OD³MXVWLILFDFLyQ MXUtGLFDGH ODGHVREHGLHQFLD´ (Atienza, 1997, p. 
163). El juez en la defensa de su tesis plantea que quien desobedece una ley civil no 
necesariamente se convierte en objeto del derecho penal. 
 
Cuando se habla de la politización de los jueces como otra implicación no 
GHVHDEOHGHODUJXPHQWR HQPHQFLyQ UHSOLFD HO DXWRUTXH OD ³QHXWUDOLGDG´HQ WpUPLQRV
morales y políticos es deseable frente a los operadores jurídicos, pero no en todos los 
supuestos se puede lograr. La ideología que profesan todos los juzgadores está 
obviamente permeada en sus decisiones, y podría leerse que la ideología que llenó de 
contenido la controvertida sentencia es la misma que inspiró el Texto Constitucional. 
Hay que reconocer que frente a la situación compleja que tenía en frente el juzgador, no 
hubo una aplicación exegética de la norma, pero tampoco por ello podría predicarse que 
VHFRQILJXUyORTXHVHKDGDGRHQOODPDU³DFWLYLVPRMXGLFLDO´8QHMHPSORFRQWXQGHQWH
de ³FLHUWD OLEHUDOLGDG´ en las interpretaciones es el que ofrece el Tribunal 
Constitucional, quien cuando concede cualquier tipo de amparo a un ciudadano a partir 
de la interpretación que hace de la situación, está a su vez enviando un mensaje a los 
operadores jurídicos que le antecedieron y que debieron hacer ese tipo de elucidación en 
aras de la protección del derecho demandado. 
 
Por último, en relación con la tesis que considera que si los jueces 
mayoritariamente fallaran como lo hizo quien decidió respecto al caso en mención se 
afectaría de manera gravosa la dinámica de las fuerzas militares, Atienza afirma que 




esto no tendría consecuencias que alterasen la seguridad nacional, puesto que va 
dirigido a la abolición del servicio militar obligatorio y, por ende, la conformación de 
las tropas tendría que obedecer a otros criterios. De esta manera, podría transitarse a 




3. Argumento de la coherencia: se habla de incoherencia en el sentido de que 
una sentencia no se ajusta a la dinámica a partir de la cual está construida la totalidad 
del ordenamiento, esto es, siguiendo los lineamientos y principios que lo llenan de 
contenido.  Mayoritariamente, los opositores de la sentencia del juez frente a los 
insumisos consideran que dicha decisión vulnera algunos de los principios del Estado de 
Derecho, como el principio de legalidad y la división de poderes. Pero conviene precisar 
que cuando el juzgador se halló en la encrucijada planteada entre la conciencia y la ley, 
RSWySRU ODSULPHUDEDMR HO DUJXPHQWRGHTXH³H[LVWHQ UD]RQHV MXUtGLFDVGH VXILFLHQWH
peso para que quien viola una determinada ley por motivos de conciencia, sea 
H[RQHUDGRGHUHVSRQVDELOLGDGSHQDO´ (Atienza, 1997, p. 167), atendiendo a que dichas 
razones son de carácter constitucional. De este modo se desmoronaría el señalamiento 
de la falta de coherencia en el pronunciamiento del juez, ya que no está subestimando 
las razones jurídicas, sino que por el contrario les está dando su lugar, pero a aquellas 
que detentan la condición de mayor rango o, como ya se dijo, por acreditar su carácter 
de jerarquía constitucional. 
 
Finalmente, se plantea el autor que la incoherencia endilgada a la sentencia de 
parte de sus críticos tiene a su vez como antecedente una norma también incoherente, 
entre muchos otros argumentos, porque hay una vulneración a la igualdad de trato, ya 
que el servicio militar obligatorio es solo para varones; porque la pena que se aplica a 
quienes se niegan al servicio social sustitutorio es mucho más gravosa que la que tienen 
delitos como el infanticidio, las lesiones, entre otros. Adicionalmente, en lo respecta a la 
regulación de la objeción de conciencia, a pesar de tratarse de un Estado de Derecho, la 
normatividad no obedece al sentir general sino al particular de los legisladores, además 
dicha ley no responde a los fines que persigue, ya que se queda en la pretensión de 
obtener la mera obediencia por parte de sus destinatarios o, en su defecto, el castigo por 
el incumplimiento. Visto de otro modo, lo que pretende es descargar la omnipotencia 




del Estado frente al ciudadano que se resiste con fundamentos sólidos a acatar 
³REOLJDFLRQHVPDO FRQFHELGDV \ SHRU DUWLFXODGDV H LQVWUXPHQWDGDV´ (Atienza, 1997, p. 
170). 
 
4. Argumento de la corrección: frente al argumento de la corrección, Atienza 
establece distancia en relación con algunas de sus posturas, como son la calificación de 
la posición del insumiso como profundamente egoísta en cuanto se niega tanto a prestar 
un servicio social como a contribuir a la defensa de su nación bajo la premisa de que en 
ambas circunstancias se afectaría su dignidad y conciencia. Así mismo, Atienza rechaza 
la negativa a la aplicación de la figura del estado de necesidad que utilizó el juez dentro 
de su fallo. Atienza se distancia de estas críticas porque de ellas se desprende que nadie 
podría, a partir de las convicciones de su propia conciencia, objetar la existencia del 
servicio militar obligatorio (no se refiere su cumplimiento). 
 
Por otra parte, se muestra de acuerdo con el argumento que plantea como 
desacierto priorizar la conciencia frente a la norma, ya que esta fue creada por el 
legislador y declarada ajustada a la Constitución por parte del Tribunal.  La libertad de 
interpretación del juzgador tiene unos límites, y en este caso el límite es la decisión que 
frente al contenido de la norma para los insumisos asumió el Tribunal, de modo que si 
bien el juzgador personalmente la pueda considerar equivocada, está obligado a 
acatarla. Para un mejor entendimiento, habrá de decirse que el juez solo puede guiarse 
por ³UD]RQHV IRUPDOHV´ QR REVWDQWH HO DXWRU FRQVLGHUD TXH ODV VHQWHQFLDV TXH HQ
ocasiones se dan por fuera de esos criterios de racionalidad no necesariamente son 
arbitrarias, y es lo que él llama el terreno de la ³UD]RQDELOLGDG´que se presenta como 
un mecanismo excepcional pero que persigue motivaciones loables aunque muy 
controvertidas. 
 
Es así como afirma que el juez ponderó, de acuerdo con el contenido de las 
QRUPDVFXiORFXiOHV WHQGUtDTXHVDFULILFDU \RSWy³SRUHOPDOPHQRU HYLWyFRPHWHU
una injuVWLFLD JUDYH ʊFDVWLJDU FRQ XQD SHQD FRQVLGHUDEOH XQD DFFLyQ QR VROR QR
UHSURFKDEOH PRUDOPHQWH VLQR VXSHUHURJDWRULDʊ \ OR KL]R DIHFWDQGR HQ OD PHQRU
PHGLGDSRVLEOHHORUGHQDPLHQWRMXUtGLFR´(Atienza, 1997, p. 178).  
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